
1

INFORME  DE  LAS  COMISIONES  DE
ECONOMÍA  Y  DE  HACIENDA,  UNIDAS,
recaído en el  proyecto  de ley,  en  segundo
trámite constitucional, que modifica la ley N°
19.496, sobre Protección de los Derechos de
los Consumidores, para dotar de atribuciones
en  materias  financieras,  entre  otras,  al
Servicio Nacional del Consumidor.

BOLETÍN Nº 7.094-03
____________________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestras Comisiones de Economía y de Hacienda,
unidas, tienen el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la
referencia,  iniciado  en  Mensaje  de  Su  Excelencia  el  Presidente  de  la
República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Cabe  hacer  presente  que  la  Sala  del  Senado
dispuso,  con  fecha  1°  de  marzo  de  2011,  que  la  iniciativa  legal  fuera
conocida  por  la  Comisión  de  Economía  y,  luego,  por  la  Comisión  de
Hacienda.  Una  vez  evacuado  el  segundo  informe  de  la  Comisión  de
Economía, la Comisión de Hacienda inició el estudio del proyecto, con fecha
13 de septiembre del presente. Posteriormente, en sesión de 11 de octubre
de 2011, la Sala del Senado acordó que el presente proyecto de ley, que
estaba siendo conocido por la Comisión de Hacienda, fuera analizado por las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

A una o más de las sesiones celebradas por  la
Comisión de Hacienda, o por las Comisiones unidas, asistieron, además de
sus integrantes, los siguientes representantes del Ejecutivo:

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo,
el  Ministro,  señor  Pablo  Longueira;  el  Subsecretario  de  Economía,  señor
Tomás Flores; el  Jefe de la División Jurídica, señor Eduardo Escalona; el
abogado, señor Gabriel Jiménez; y el asesor del Ministro, señor Alejandro
Arriagada.

De  la  Secretaría  General  de  la  Presidencia,  la
asesora, señorita Egle Zavala y el asesor, señor Javier Acuña.

Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC),
el Director, señor Juan Antonio Peribonio; la Jefa de División Jurídica, señora
Ximena  Castillo;  la  Gerente  de  Proyectos,  señora  Carolina  del  Río;  el
abogado, señor Lucas del Villar; y la Jefa de la Unidad de Finanzas, señora
Patricia Acevedo.

Del  mismo  modo,  asistieron  las  siguientes
personas:



2

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica
(CIEPLAN),  la  asesora,  señorita  Macarena  Lobos  y  el  asesor,  señor
Sebastián Pavlovic.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor
Daniel Montalva.

De la Universidad Adolfo Ibáñez, el coordinador de
proyectos, señor Pablo Campos.

De  la  Biblioteca  del  Congreso  Nacional,  la
asesora, señorita María Soledad Larenas.

Los  asesores  de  los  Honorables  Senadores
señores  Allende  y  Escalona,  señores  Rodrigo  Mora  y  Jaime  Romero,
respectivamente.

- - -

Como se señalara, el proyecto de ley en informe
fue  analizado  previamente  por  la  Comisión  de  Economía,  en  segundo
informe.

Posteriormente, la Sala del Senado, en sesión de
7  de  septiembre  de  2011,  acordó  la  apertura  de  un  nuevo  plazo  de
indicaciones hasta las 12:00 horas del día 12 de septiembre del corriente.
Dichas indicaciones fueron signadas con los números 1 a 65.

Más  tarde,  junto  con  acordar  que  pasara  a  ser
conocido por las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, la Sala del
Senado fijó un nuevo plazo de indicaciones, hasta las 13:00 horas del día 14
de octubre de 2011, las que fueron signadas con los números 19 A, 25 A, 31
A, 41 A, 50 A, 50 B, 51 A, 53 A, 57 A, 57 B, 57 C, 58 A, 58 B y 58 C. En
virtud de lo expresado, las Comisiones unidas sólo se abocaron al estudio de
estas indicaciones, y a la reapertura del debate de la indicación número 60,
como se dará cuenta en su oportunidad.

- - -

Para los efectos del artículo 124 del reglamento
del  Senado,  se  deja  constancia  que  la  Comisión  de  Hacienda,  y  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, sólo realizaron enmiendas
sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de
Economía, en su segundo informe:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones
ni de modificaciones: artículos 2° y primero, segundo, tercero, cuarto, quinto
y séptimo, transitorios.
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II.-  Indicaciones  aprobadas  sin  modificaciones:
números 5, 9, 10, 13, 15, 31 A, 47, 50 A y 57 A.

III.-  Indicaciones  aprobadas  con  modificaciones:
números 1, 6, 11, 14, 16, 17, 19 A, 25, 25 A, 26, 29, 40, 41, 41 A, 50 B, 51,
51 A, 53 A, 57 B, 57 C, 58 A, 58 B, 58 C y 65.

IV.- Indicaciones rechazadas: números 2, 3, 4, 8,
12, 18, 21, 22, 24, 31, 34, 38, 50, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59 y 60.

V.- Indicaciones retiradas: números 23, 42, 44, 45,
46, 62 y 64.

VI.-  Indicaciones  declaradas  inadmisibles:
números 7, 19, 20, 27, 28, 30, 32, 33, 35, 36, 37, 39, 43, 48, 49, 61 y 63.

Se  hace  presente  que  esta  constancia  es
complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe
de la Comisión  de Economía, y sólo dice relación con el trámite cumplido
ante las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestras Comisiones de Economía y de Hacienda,
unidas, se remiten, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Economía,
en su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -

DISCUSIÓN

La  Comisión  de Hacienda,  y  las  Comisiones de
Economía  y  de  Hacienda,  unidas,  se  pronunciaron  sobre  las  nuevas
indicaciones presentadas y respecto del texto aprobado por la Comisión de
Economía, en su segundo informe, como reglamentariamente corresponde.

El texto del proyecto aprobado por la Comisión de
Economía, en su segundo informe consta de dos artículos permanentes y de
siete artículos transitorios,  sobre el cual se formularon indicaciones. De las
disposiciones  pertinentes,  transcritas  o  reseñadas,  según  el  caso,  de  las
indicaciones y de los acuerdos adoptados a su respecto,  se da cuenta a
continuación.
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Artículo 1°

A través de sus 10 números, el artículo 1° efectúa
una serie de enmiendas a la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos
de los consumidores.

Número 1.

Artículo 3°

Inciso segundo

Agrega un inciso segundo, nuevo, en el artículo 3°
del  antedicho cuerpo legal,  donde se  establecen los  derechos y  deberes
básicos  del  consumidor.  El  nuevo  inciso  incorpora  los  derechos  del
consumidor de productos o servicios financieros.

Letra a)

Fue  objeto  de  la  indicación  número  1,  de  los
Honorables  Senadores señores Lagos y  Tuma,  para  agregar  la  siguiente
frase final:

“y a conocer por escrito las razones de rechazo a
la  contratación  del  servicio  financiero,  las  que  deberán  fundarse  en
condiciones objetivas.”

El  Honorable  Senador  señor Tuma explicó  las
razones de la modificación propuesta, manifestando que la presente iniciativa
legal contiene normativas que permite al SERNAC fiscalizar los derechos de
los consumidores, principalmente, en materia de acceso de la información,
transparentando la relación de los prestadores de servicios financieros con
los clientes.

En ese sentido, indicó, se aprobó una norma que
establece el derecho de los consumidores para conocer los requisitos que
una entidad financiera o crediticia  requerirá  para acceder  a un servicio  o
producto determinado. Es de suma importancia, afirmó, saber cuáles son las
condiciones objetivas que las instituciones establecerán como requisito para
adquirir un servicio financiero. En su opinión, es necesario complementar la
norma para los casos en que se niegue el servicio o producto, a fin de saber
la razón del rechazo, y así evitar posibles discriminaciones, de otro modo no
tiene sentido que las personas conozcan los requisitos, los cumplan, y luego
les rechacen sus solicitudes sin conocer los fundamentos.

El  Ministro  de  Economía,  señor  Pablo
Longueira, recordó  que  la  materia  fue  discutida  intensamente  en  la
Comisión de Economía, en su segundo informe, y finalmente fue rechazada.
Reconoció  que  el  tema  es  opinable,  pero  desde  el  punto  de  vista  del
Ejecutivo,  la  obligación  de  dar  a  conocer  por  escrito  las  razones  de  la
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negativa para otorgar un crédito a una persona, seguramente, se reducirá a
una  respuesta  escueta  contenida  en  un  formulario.  De  la  misma  forma,
agregó,  la  información  entregada  puede  ser  usada  de  manera  indebida,
complejizando el mercado del crédito, con el costo que ello implica para los
consumidores, sin representar mayor utilidad la obtención de una respuesta
por escrito.

El Honorable Senador señor Novoa expresó que
ciertos casos responden a situaciones de riesgo crediticio, y no forzosamente
a  discriminaciones arbitrarias,  como se señaló  anteriormente.  Puso como
ejemplo, la obesidad de una persona, característica que representa un riesgo
de menor sobrevivencia, y no una diferencia injustificada.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, expuso  los  tres  factores  que  el
Ejecutivo ha considerado para justificar la invariabilidad de la norma que se
pretende  modificar  por  medio  de  la  indicación  discutida.  Señaló  como
primera razón, la autonomía de la voluntad y la libertad de contratación que
rige  las  relaciones  entre  privados,  que  si  bien,  en  este  caso  puede  ser
debatida,  argumentó  que  la  propuesta  pretendida  puede  ser  interpretada
como un derecho al crédito, excediendo el espíritu de la iniciativa legal. En
segundo término, añadió, obligar a la entrega de una respuesta por cada
operación  aumentaría  la  burocracia  interna  de  las  entidades  financieras,
finalmente,  el  financiamiento  del  costo  adicional  ocasionado  por  esa
exigencia sólo será asumido por los consumidores a quienes se les haya
aprobado un crédito, y no por quienes se les haya rechazado.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma sostuvo  la
debilidad de la premisa sobre el encarecimiento del trámite para solicitar el
crédito, por la sola inclusión de la exigencia para las instituciones financieras
de  una  respuesta  por  escrito,  ya  que  la  fortaleza  del  presente  proyecto
aspira, precisamente, a entregar mayor información a los consumidores.

El  Honorable  Senador  señor  Escalona
consideró elemental la entrega de información por escrito en las relaciones
contractuales que se suscitan en el  mercado financiero, si  no, sostuvo, la
normativa  propuesta  en  la  iniciativa  pierde  sentido,  pues  mantendría  la
asimetría actual existente entre los consumidores y las entidades crediticias.

La  indicación  número  1  fue  aprobada,  con
enmiendas, por tres votos a favor y dos en contra. Votaron a favor los
Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Tuma, y en contra los
Honorables Senadores señores Kuschel y Novoa.

Número 2.

Agrega a continuación del artículo 17, los artículos
17 A al 17 J. 
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Artículo 17 B.-

Dispone  la  obligación  para  los  bancos  e
instituciones financieras, en general, de especificar cierta información mínima
de  los  contratos  de  adhesión  de  productos  financieros  que  hayan  sido
elaborados por ellos, para promover su simplicidad y transparencia.

Inciso primero

Señala  la  obligación  de  especificar  cierta
información  en  los  contratos  de  adhesión  de  los  bancos  e  instituciones
financieras. En sus letras a) a la g) se detalla la información exigida.

El  encabezado  fue  objeto  de  la  indicación
número 2, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituirlo por el
siguiente:

“Artículo 17 B.- Los contratos de adhesión deberán
especificar  como  mínimo,  con  el  objeto  de  promover  su  simplicidad  y
transparencia, lo siguiente:”

El  Ministro  de  Economía,  señor  Pablo
Longueira, a propósito de la presente indicación, se refirió genéricamente a
la totalidad de las modificaciones formuladas por Su Señoría, estimando que
en su conjunto generan otro  proyecto de ley,  dado que mayoritariamente
pretenden  eliminar  de  la  redacción  de  los  distintos  artículos,  a  las
instituciones financieras y crediticias, extendiendo las exigencias propuestas
en la iniciativa a todo contrato de adhesión, sin considerar que el proyecto
que se debate se circunscribe exclusivamente a dotar  de atribuciones en
materias  financieras  al  SERNAC para  que  se  fiscalice,  justamente,  a  las
entidades mencionadas. Añadió que de aceptarse la modificación, no existe
la infraestructura institucional ni los recursos económicos para enfrentar un
cambio  como  el  planteado,  por  tanto,  expresó  su  desacuerdo  con  la
indicación, y con aquéllas que reproducen la misma idea.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, como complemento, señaló que en la
ley sobre protección de los derechos de los consumidores, específicamente
en su artículo 16, ya están reguladas las cláusulas para todo tipo de contrato
de  adhesión.  La  presente  iniciativa  sólo  incorpora  determinados  artículos
para reglamentar  las cláusulas de los contratos de adhesión que ofrecen
productos o servicios financieros.

El Honorable Senador señor Novoa compartió la
opinión del Ejecutivo, ya que el objetivo puntual de la propuesta en estudio
es otorgar facultades al SERNAC en materia financiera. Aparte, agregó otro
efecto de la modificación planteada por la Honorable Senadora, cual es, que
en  contratos  de  adhesión,  como  el  contrato  de  transporte,  obligaría  al
porteador cada vez que transporta un pasajero a otorgarle la información de
los cargos, comisiones, costos y tarifas que expliquen el valor efectivo de los
servicios  prestados,  incluso  aquellos  cargos,  comisiones,  costos  y  tarifas
asociados, que no forman parte directamente del precio, lo que consideró
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propio de ciertos tipos de contratos, no de la totalidad de los contratos de
adhesión.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma estuvo  de
acuerdo  con  la  indicación  en  debate,  puesto  que  innova  en  la  actual
normativa  que  rige  todos  los  contratos.  Si  en  la  presente  iniciativa  se
perfeccionan los derechos de los consumidores en materia financiera, afirmó,
no observa razones para no desarrollar la misma normativa en los demás
contratos. El artículo 16, aludido anteriormente, sólo establece una serie de
protecciones respecto de la existencia de cláusulas abusivas en los contratos
de adhesión, y en su opinión, lo requerido es la entrega de información para
los consumidores, exigencia que se detalla en la indicación de Su Señoría.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa reiteró  su
visión sobre las consecuencias prácticas que acarrearía  la aprobación de
una indicación como la que se propone, y aludiendo al ejemplo del contrato
de  transporte,  señaló  que  la  exigencia  de  una  norma  como  la  debatida,
significaría una entrega de información a los usuarios sobre los componentes
del precio del pasaje en cada paradero de microbús o en cada boleto de
transporte, lo que resulta excesivo, ya que sólo la entrega de información
razonable beneficia al consumidor, concluyó.

El  Ministro  de  Economía,  señor  Pablo
Longueira, insistió en la opinión del Ejecutivo, en cuanto a que la aprobación
de la indicación en debate es una modificación de una envergadura tal, que
implica la sanción de un proyecto de ley distinto al presentado, puesto que
obligaría a la entrega del Sello SERNAC a instituciones para los cuales no
está diseñado, no existiendo además, los medios para su implementación y
fiscalización.

El  Subsecretario  del  Ministerio  de  Economía,
señor  Tomás  Flores, agregó  que  el  sentido  de  la  indicación  apunta  a
entregar  al  consumidor  la  mayor  cantidad  de  información  posible,
específicamente,  el  costo  total  del  producto  o  servicio  que  se  contrata,
además,  obliga  que  el  contrato  de  adhesión  sea  redactado  en  términos
simples,  de tal  manera  que permita  su entendimiento y claridad para los
clientes.  Ese  objetivo,  declaró,  ya  está  presente  en  el  artículo  17  A  del
proyecto de ley en estudio, el cual dice relación con todos los contratos de
adhesión, sin limitarse a los contratos en materia financiera, por tal motivo,
no es necesario aprobar una nueva norma.

El  Ministro  de  Economía,  señor  Pablo
Longueira, hizo presente que el sistema del Sello Sernac es gratuito para
los consumidores y es financiado por las instituciones financieras, como se
analizará más adelante, en el estudio de los artículos pertinentes.

La indicación número 2 fue rechazada por tres
votos  en  contra  y  dos  a  favor.  Votaron  en  contra  los  Honorables
Senadores señores Frei,  Kuschel  y  Novoa,  y  a favor  los Honorables
Senadores señores Escalona y Tuma.
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Letra a)

Exige especificar  en un desglose pormenorizado
todos  los  cargos,  costos  y  tarifas  que  expliquen  el  valor  efectivo  de  los
servicios financieros prestados, y en su caso, las exenciones de cobro que
correspondan a promociones o incentivos por uso de los mismos servicios y
productos.

Sobre ella recayeron las indicaciones números 3 y
4.

La  indicación  número  3, de  la  Honorable
Senadora señora Allende, para sustituirla por la siguiente redacción:

“a) Un desglose pormenorizado, si procediere, de
todos los cargos, comisiones, costos y tarifas que expliquen el valor efectivo
de  los  servicios  prestados,  incluso  aquéllos  que  no  forman  parte
directamente del precio o que correspondan a otros productos contratados
simultáneamente y, en su caso, las exenciones de cobro que correspondan a
promociones o incentivos por uso de los servicios y productos financieros.”

La indicación número 3 fue rechazada por tres
votos  en  contra  y  dos  a  favor.  Votaron  en  contra  los  Honorables
Senadores señores Frei,  Kuschel  y  Novoa,  y  a favor  los Honorables
Senadores señores Escalona y Tuma.

La  indicación  número  4, de  los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán, y Novoa, para suprimir la frase final
“y, en su caso, las exenciones de cobro que correspondan a promociones o
incentivos por uso”.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa expuso
sobre la indicación presentada, señalando que el contrato de adhesión es un
contrato  permanente,  a  diferencia  de  las  promociones  que  son
esencialmente transitorias. Por tal motivo, acotó, es difícil  establecer en el
mismo contrato que cuando exista una liquidación habrá descuento, por ello
consideró poco razonable que en un contrato tipo, distribuido masivamente,
se individualicen aspectos correspondientes a promociones e incentivos, que
por su naturaleza, son temporales.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, indicó comprender los argumentos de
Su  Señoría,  pero  aclaró  que  la  oración  que  se  pretende  eliminar  con  la
indicación,  comienza  con  la  frase  “en  su  caso”,  porque  existen  ciertos
contratos  en  los  cuales  pueden  establecerse  promociones  o  incentivos
acotados en el tiempo, como ocurre con los contratos de apertura de cuenta
corriente, donde se determina la exención de cobro por mantención durante
el primer año, mismo caso de las tarjetas de crédito respecto a la exención
de  cobro  de  mantención  por  compras  mensuales  superiores  a  un  monto
determinado.  Lo  que se propone en la  norma en estudio,  expresó,  es  el
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establecimiento  explícito  de  promociones  como  las  ya  indicadas,  sus
condiciones y vigencia.

El  Honorable  Senador  señor  Escalona
manifestó  su  concordancia  con  lo  recién  expresado,  ya  que  la  idea  del
presente proyecto es otorgar la mayor cantidad de información posible a los
consumidores,  y  la  eliminación  que  se  propone  se  dirige  en  un  sentido
contrario.

El  Honorable Senador  señor Novoa no estuvo
de acuerdo en lo señalado por el representante del Ejecutivo, dado que en el
contrato  de  apertura  de  cuenta  corriente  antes  mencionado,  su  texto,
probablemente, ha sido aprobado previamente por la Superintendencia de
Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), por ello, no puede ser modificado
sin  ser  autorizado  previamente  por  dicho  organismo,  a  menos  que  se
pretenda  cambiar  cada  vez  que  se  ofrezca  una  promoción,  lo  que  a  su
parecer, no es lo más acertado.

La  indicación  número  4  fue  rechazada  por
cuatro votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Honorables
Senadores  señores  Escalona,  Frei,  Kuschel  y  Tuma,  y  a  favor  el
Honorable Senador señor Novoa.

Letra b)

Establece la obligación de especificar las causas
legales  que  darán  lugar  al  término  anticipado  del  contrato  por  parte  del
prestador del servicio financiero.

Fue  objeto  de  la  indicación  número  5,  de  los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Novoa, para suprimir
el término “legales”.

El  Honorable  Senador  señor  Novoa manifestó
que  reducir  a  especificar  en  los  contratos  de  adhesión  solamente  las
causales  legales  de  término  anticipado  del  contrato,  podría  vulnerar  la
voluntad de las partes, quienes en virtud de la libertad contractual, pueden
establecer  otras  razones  de  terminación,  como  por  ejemplo  la  decisión
unilateral  del  comprador  o  del  vendedor.  En  ese  caso,  determinó,  es
conveniente que estas causas también sean informadas a los consumidores.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, recordó que el proyecto original del
Ejecutivo  no  se  limitaba  solamente  a  especificar  las  causales  legales  de
término, pero en el  debate de la Comisión de Economía se consideró útil
incorporar la restricción, pues de otra manera implicaba una apertura amplia
para  que  el  oferente,  redactor  del  contrato,  establezca  un  sinnúmero  de
causales legales de terminación que no son necesariamente las exigidas en
el mercado financiero.
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El  Honorable  Senador  señor  Escalona calificó
como de la esencia del proyecto en estudio, ampliar la obligación de informar
a todas las causas que pudieren poner término al contrato, porque la mayor
parte de las causales son de naturaleza comercial y no legal, por ende, si
sólo se exigieran las últimas, se reduciría el ámbito de aplicación del cuerpo
legal en debate a una mínima expresión.

La  indicación  número  5  fue  aprobada  por
cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables
Senadores  señores  Escalona,  Frei,  Novoa  y  Tuma,  y  se  abstuvo  el
Honorable Senador señor Kuschel.

Letra d)

Obliga, en caso de contratación de varios servicios
o productos simultáneos, a insertar un anexo en que se identifiquen cada uno
de  los  productos  o  servicios,  estipulándose  claramente  cuáles  son
obligatorios por ley y cuáles voluntarios, exigiendo la aprobación expresa y
separada, por parte del consumidor.

Sobre ella recayó la  indicación número 6, de  la
Honorable  Senadora  señora  Allende,  para  intercalar  a  continuación  de la
frase “mediante su firma” y antes del punto aparte (“.”), la expresión “en el
mismo”.

La  indicación  número  6  fue  aprobada,  con
modificaciones, por la  unanimidad  de los miembros de la Comisión,
Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.

Letra e)

Exige indicar a las instituciones si cuentan con un
Servicio de Atención al Cliente que atienda las consultas y reclamos de los
consumidores.

Sobre esta letra se formuló la indicación número
7, de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar la letra e) por
la siguiente redacción:

“e) El establecimiento, en un anexo del contrato,
de los requisitos y procedimientos para acceder al Servicio de Atención al
Cliente, que atenderá las consultas y los reclamos de los consumidores.

En todo caso los proveedores deberán contar con
procedimientos  de  calidad  en  la  atención  de  reclamos,  reparación  y
devolución de dinero en caso de productos defectuosos, sin costo para el
consumidor y en condiciones igualmente cómodas para el consumidor que
las que se le ofreció para efectuar la venta.
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Adicionalmente,  los  proveedores  deberán  contar
con  un  servicio  de  atención  telefónica  personalizado  y  de  gestión
centralizada  para  atender  los  reclamos  y  consultas  de  los  clientes,
garantizando la constancia y el seguimiento de las mismas.

El tiempo máximo de espera para el usuario desde
la recepción de la  llamada en el  servicio  de atención al  cliente no podrá
superar  un  minuto  para  al  menos  el  90% de  las  llamadas  realizadas  al
servicio de atención al cliente.”.

La  indicación  número  7  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Letra f)

Impone  a  las  instituciones  indicar  si  el  contrato
cuenta o no con Sello SERNAC vigente.

Fue  objeto  de  la  indicación  número  8,  de  la
Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la letra f) por la siguiente:

“f) Indicar si el proveedor cuenta con el sello al que
se refiere el artículo 55.”

La  indicación  número  8  fue  rechazada  por
cuatro votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Honorables
Senadores señores Frei, Kuschel, Novoa y Tuma, y a favor el Honorable
Senador señor Escalona.

Artículo 17 C.-

El artículo establece, a través de sus seis incisos,
diversas  obligaciones  para  los  proveedores  de  servicios  financieros  y
derechos para los consumidores de tales servicios.

Inciso cuarto

Exige a  los  proveedores de créditos  no retrasar
injustificadamente el término de los contratos, su pago anticipado o cualquier
otra gestión solicitada por el consumidor.

Sobre este inciso recayó la indicación número 9,
de  los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Novoa, para
eliminar las expresiones “injustificadamente” e “injustificado”.
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La indicación  número 9  fue aprobada  por  la
unanimidad  de  los  miembros presentes  de la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar.

Inciso quinto

Dispone, para el caso de los créditos hipotecarios,
la  prohibición  de  incluir  en  el  mutuo  otras  hipotecas  que  no  sea  la  que
cauciona el crédito que se contrata.

Fue objeto de las indicaciones números 10 y 11,
ambas de los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.

La  indicación número 10, para sustituir la frase
“no podrá incluirse en el mutuo otras…” por “no podrá incluirse en el contrato
de mutuo otras…”.

La indicación número 10 fue aprobada  por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar.

La  indicación  número  11, para  reemplazar  la
frase “salvo expresa solicitud del deudor.” por “salvo expresa solicitud escrita
del deudor.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona,  se  mostró  de  acuerdo  con  la
modificación, pero sugirió una redacción alternativa consistente en incorporar
la  posibilidad  que  la  solicitud  escrita  del  deudor  pueda  efectuarse  por
cualquier medio físico o tecnológico.

La  Comisión  estuvo  de  acuerdo  con  el
Ejecutivo, en consecuencia, la indicación número 11 fue aprobada, con
modificaciones, por  la  unanimidad  de  los  miembros presentes de la
Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar.

Artículo 17 D.-

Faculta  al  consumidor  afectado  para  solicitar  la
nulidad  de  una  o  varias  cláusulas  que  infrinjan  el  artículo  17  B
(especificaciones mínimas de los contratos de adhesión), de la misma ley.

Inciso primero

Establece las facultades del juez para adecuar las
cláusulas  anulables,  o  bien,  declarar  su  nulidad,  en  caso  que  pudiera
subsistir el contrato con las restantes cláusulas.
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Sobre él recayeron las indicaciones números 12 y
13, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa.

La  indicación número 12, para sustituirlo por el
siguiente:

“El consumidor afectado podrá solicitar la nulidad
de una o varias cláusulas o estipulaciones que infrinjan el artículo 16 bis. La
declaración de nulidad por el juez se regirá por lo señalado en el artículo 16
A.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, señaló  su  desacuerdo  con  la
indicación presentada,  puesto que la  iniciativa legal  en estudio,  establece
una  regla  para  que  los  jueces  puedan  declarar  la  nulidad  parcial  de  un
contrato, invalidando una o varias cláusulas, pero no la totalidad del mismo.
Afirmó que lo señalado es imprescindible,  ya que excluir la posibilidad de
anular  parcialmente  el  contrato  puede  conducir  a  los  jueces  a  eludir  la
declaración  de  nulidad  total  del  mismo,  para  evitar  sus  consecuencias
prácticas,  afectando  el  derecho  a  indemnización  de  perjuicios  de  los
consumidores, asociado a la nulidad de una cláusula. La regla propuesta en
la presente iniciativa legal fue avalada por la Excelentísima Corte Suprema,
en  informe  emitido  al  efecto,  donde  expresa  su  conformidad  con  el
planteamiento  del  proyecto,  porque  impide  la  desaparición  integral  del
contrato. Declaró que la fórmula expresada en la iniciativa es una adaptación
a las normas internacionales, particularmente a las del derecho español, en
términos que el juez, para evitar el desplome completo del contrato, ordena a
las partes la adecuación del texto, respetando la voluntad de las mismas.

El  Honorable Senador señor Zaldívar coincidió
con la precisión recientemente expuesta, ya que la exigencia de declarar la
nulidad total del contrato, como se propone en la indicación debatida, puede
instar a los jueces a inhibirse de su declaración para evitar retrotraer todos
los efectos al  estado anterior  a la  celebración del  contrato,  situación que
salva la declaración de nulidad parcial expresada en el proyecto de ley.

La indicación número 12 fue rechazada  por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar.

La  indicación  número  13, para  sustituir  la
expresión “además” por la frase “sin perjuicio”, y la expresión “determine” por
la frase “pudiere determinar”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, manifestó  su  acuerdo  con  la
indicación,  dado  que  la  propuesta  resguarda  la  independencia  de  los
distintos poderes del Estado, y evita comprender la actual redacción, como
una imposición a los jueces de decidir en un sentido determinado.
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El Honorable Senador señor Zaldívar declaró su
conformidad  con  lo  expresado,  pero  consideró  pertinente  recalcar  que  la
fórmula propuesta por el Ejecutivo obliga a las partes a adecuar el texto del
contrato, y no al juez que conoce del asunto, a quien sólo le compete ordenar
dicha adecuación, cuando sea procedente, aclaración que compartieron los
demás miembros de la Comisión.

La indicación número 13 fue aprobada  por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar.

Artículo 17 F.-

Exige a los proveedores el  deber de informar la
carga anual equivalente en toda publicidad de operaciones de crédito y, en
las cotizaciones de créditos, todos los detalles de los distintos rubros.

Inciso segundo

Exige  a  las  instituciones  informar,  en  todas  las
cotizaciones de crédito, todos los precios, tasas, cargos, comisiones, costos
y tarifas de los productos ofrecidos conjuntamente y sus condiciones.

Fue objeto de las indicaciones números 14, 15 y
16, todas de la Honorable Senadora señora Allende.

La  indicación número 14, para intercalar  luego
de  la  palabra  “tarifas”,  seguida  de  una  coma,  la  frase  “condiciones  y
vigencia”.

La  indicación  número  14  fue  aprobada,  con
una  modificación  meramente  formal, por  la  unanimidad  de  los
miembros presentes de la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores
Escalona, Tuma y Zaldívar.

La indicación número 15, para suprimir luego de
la palabra “conjuntamente”, la expresión “y las condiciones que rigen a cada
uno de ellos”.

La indicación número 15 fue aprobada  por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar.

- - -

La  indicación  número  16, para  incorporar  un
inciso segundo, nuevo, con la redacción siguiente:

“Con todo, las cotizaciones no podrán tener una
vigencia menor a siete días hábiles a contar de su comunicación al público”.
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El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, estuvo de acuerdo con la indicación
formulada,  pero  planteó  incorporar  a  la  redacción  propuesta,  una
modificación que considere un plazo de vigencia mínimo de las cotizaciones,
de tres días hábiles a contar de su comunicación al consumidor, según lo
determine el  reglamento de acuerdo a la  naturaleza de cada contrato.  El
objetivo de la proposición, expresó, es respetar la presencia de distintos tipos
de  contratos  en  el  mercado,  donde  existen  convenciones  demasiado
sofisticadas para las cuales el  plazo de siete días hábiles puede resultar
extremadamente  rígido,  por  eso  la  idea  considera  la  ampliación  de  cada
plazo conforme a cada tipo de contrato.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma estimó
insuficiente los tres días hábiles propuestos por el  Ejecutivo, para que un
proveedor de productos o servicios financieros mantenga la vigencia de una
oferta.  Declaró que ciertos contratos requieren, al  menos, quince o veinte
días para cumplir con las exigencias solicitadas por el oferente, como el caso
de los créditos hipotecarios.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, aclaró que el plazo está referido a las
cotizaciones entregadas al consumidor, y no a las posibles simulaciones a
las  que  un  sujeto  de  crédito  puede  acceder,  físicamente  o  a  través  de
internet.

El Honorable Senador señor Tuma insistió en lo
exiguo  del  plazo  señalado.  Expresó  que  las  cotizaciones  formales  o
nominativas  que  entregan  las  diversas  instituciones  financieras  al
consumidor  exigen  para  su  cumplimiento,  determinados  trámites,  como
pueden ser, la obtención de un certificado de vigencia de la sociedad o de su
personería, los que en promedio, son otorgados por los Conservadores de
Bienes Raíces y Comercio, en plazos superiores a tres días hábiles.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, explicó que la exigencia contempla
un plazo mínimo de tres días hábiles, sin perjuicio de la existencia de plazos
superiores,  en  casos  determinados.  En  ese  sentido,  tuvo  presente  lo
expuesto por Su Señoría, y por las mismas razones no está de acuerdo con
establecer como límite, un plazo de siete días hábiles, como el planteado por
la  Honorable  Senadora  Allende,  ya  que  cada  contrato  tiene  sus  propios
requerimientos.

El  Honorable Senador señor Zaldívar consideró
que la  duración del  plazo es un tema opinable,  y  no observa diferencias
sustanciales  entre  tres  y  siete  días,  razón por  la  cual  sugirió  un  período
promedio de cinco días hábiles.

El  Subsecretario  del  Ministerio  de  Economía,
señor Tomás Flores, concordó con Usía, ya que el objetivo de la indicación
es promover la competencia en el mercado, permitiendo a los consumidores,
comparar  las  condiciones  de  cada  una  de  las  ofertas  recibidas  para  un
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producto  o  servicio  financiero  determinado,  y  optar  por  la  de  mayor
conveniencia.

El Honorable Senador señor Tuma consultó si el
período discutido está referido a la oferta efectuada por un proveedor a una
persona determinada, ignorando a su vez, la fecha a partir  de la cual  se
contabiliza  el  mencionado  término.  En  su  opinión,  considera  conveniente
establecer que el inicio del cómputo del plazo comience a partir de la fecha
en que el deudor ha reunido la documentación necesaria para cumplir con
los requisitos exigidos.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar estimó
que la  fórmula señalada por  Su Señoría entrega al  arbitrio  del  deudor  el
comienzo del  plazo comentado, lo que a su juicio, no resulta satisfactorio
porque otorga incertidumbre a las relaciones contractuales.

El  Honorable Senador  señor Escalona, sugirió
para resolver las dudas que suscita la deliberación de la presente indicación,
acoger la modificación planteada por la Honorable Senadora señora Allende,
e incorporar, a continuación del punto aparte, que pasaría a ser seguido, la
siguiente frase formulada por el Ejecutivo: según determine el reglamento de
acuerdo a la naturaleza de cada contrato.

La  Comisión  estuvo  de  acuerdo  con  Su
Señoría, por consiguiente, la indicación número 16 fue aprobada, con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de  los  miembros presentes de la
Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar.

En  virtud  de  la  aprobación  de  la  presente
indicación, se incorpora un inciso segundo, nuevo, al artículo 17 F.-, por
tanto, el actual inciso segundo, pasa a ser tercero.

Enseguida,  la  Comisión  analizó  la  indicación
número 17, de los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos,
para agregar el siguiente inciso tercero:

“Los  proveedores  de  servicios  o  productos
financieros  que  en  cumplimiento  de  la  obligación  de  información  que
establecen los artículos 17a) a 17c), entreguen la información señalada, en
forma errónea o a través de publicidad engañosa que induzca a error  al
consumidor,  sin  la  cual  no  hubiere  contratado  o  lo  hubiere  hecho  en
condiciones diversas o con otro proveedor, serán sancionados con una multa
de  hasta  750  Unidades  Tributarias  Mensuales,  sin  perjuicio  de  las
indemnizaciones o reparación del daño que este hecho hubiere causado al
consumidor, lo que será resuelto por el Tribunal competente de conformidad
a las normas de la presente ley.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, propuso a la Comisión una redacción
en términos similares  a  los  señalados en la  indicación  formulada por  los
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Honorables Senadores. Tal propuesta vincula directamente la protección de
los derechos de los consumidores, en materia financiera, con la legislación
sobre publicidad engañosa, establecida en el artículo 24 de la actual ley que
se pretende modificar con la presente iniciativa legal. Asimismo, sugirió, que
en caso de ser aprobada la propuesta del Ejecutivo, la indicación debatida
sea incorporada en un artículo diferente, y no como inciso tercero del artículo
17 F.

La  Comisión  estuvo  de  acuerdo  con  el
Ejecutivo,  por  tal  razón,  la  indicación  número  17  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de  los  miembros presentes de la
Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,  Larraín,  don
Hernán, Tuma y Zaldívar.

En  virtud  de  la  aprobación  de  la  presente
indicación, se intercala un artículo 17 L.-, nuevo.

- - -

Artículo 17 G.-

Establece la prohibición para los proveedores de
productos o servicios financieros, de ofrecer o vender productos o servicios
de manera atada.

Inciso primero

En sus literales a) y b), señala las situaciones en
que se entenderá la existencia de una oferta o venta de manera atada.

Sobre  este  inciso  recayeron  las  indicaciones
números 18 y 19.

La  indicación  número  18,  de  los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán, y Novoa, para  eliminar la letra b),
quedando, en consecuencia, el inciso primero como sigue:

“Artículo 17 G.- Los proveedores de productos o
servicios financieros no podrán ofrecer o vender productos o servicios de
manera atada. Se entiende que un producto o servicio financiero es vendido
en  forma  atada,  si  el  proveedor  impone  o  condiciona  al  consumidor  la
contratación  de  otros  productos  o  servicios  adicionales,  especiales  o
conexos.”.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán,  expuso que la  importancia  de  erradicar  la  venta de productos  o
servicios de manera atada, radica en evitar que los proveedores impongan o
condicionen  al  consumidor  para  la  adquisición  de  un  producto  o  servicio
determinado, la contratación de otro adicional o conexo, idea ya recogida en
letra a) del texto aprobado en la Comisión de Economía.
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El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, compartió el principio señalado por
Su Señoría,  pero  en su  opinión,  la  segunda premisa es  tan  fundamental
como la primera. Explicó que ciertos productos financieros naturalmente o,
por exigencias legales o reglamentarias, establecen la existencia de otros de
manera  conjunta,  por  ejemplo,  el  crédito  hipotecario  y  el  seguro  de
desgravamen, por tanto, consideró que para casos como éste, es necesario
mantener la letra b) que se pretende eliminar con la indicación.

La  indicación  número  18  fue  rechazada  por
tres votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Honorables
Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar, y a favor el Honorable
Senador señor Larraín, don Hernán.

La  indicación  número  19, de  la  Honorable
Senadora  señora  Allende,  para  suprimir,  en  su  encabezado,  las  palabras
“financieros” y “financiero”.

La  indicación  número  19  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Inciso tercero

Tratándose de contratos con Sello Sernac, obliga
al proveedor a devolver los montos cobrados en exceso cuando el Servicio
de  Atención  al  Cliente  o  el  Mediador  resuelven  en  forma  favorable  un
reclamo interpuesto por un consumidor.

A este inciso se le formuló la indicación número
19 A, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la
frase “si el Servicio de Atención al Cliente o el Mediador resuelven en forma
favorable”, por la oración “si el Servicio de Atención al Cliente, el Mediador o
el Árbitro Financiero acoge”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 19 A fue aprobada por la
unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía
y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Espina, Frei, García (como miembro de ambas Comisiones), Pérez, don
Víctor (como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.
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Inciso cuarto

Impide  restringir  o  condicionar  la  compra  de
bienes o servicios de consumo a que se realice exclusivamente a través de
un medio de pago administrado por el mismo proveedor.

Fue  objeto  de  la  indicación  número  20,  de  la
Honorable Senadora señora Allende, para suprimir la palabra “financieros”.

La  indicación  número  20  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Artículo 17 I.-

Exige a los proveedores de servicios o productos
financieros,  elaborar  y  disponer  una  ficha  explicativa  para  las  personas
naturales que se obligan como avalista,  fiador o codeudor solidario de un
consumidor.

Fue objeto de la  indicación número 21,  de los
Honorables  Senadores  señores  Escalona,  Frei  y  Lagos,  para  agregar  el
siguiente inciso final:

“Los  proveedores  de  productos  o  servicios
financieros, deberán al momento de contratar con el consumidor o cliente
respectivo y/o al aceptar a la persona natural que se obliga como avalista,
fiador o codeudor solidario de éste, obtener y requerir de éstos todos los
antecedentes  y  respaldos  económico  financiero  o  de  ingresos  que  les
permitan acreditar  que ellos cuentan con los ingresos o flujos necesarios
para  dar  cumplimiento  al  pago  de  la  o  las  deudas  que  contraten  con  el
proveedor en los términos pactados.  El  Servicio Nacional  del  Consumidor
podrá  requerir  en  cualquier  tiempo  se  acredite  el  cumplimiento  de  esta
obligación por parte del Proveedor. Los proveedores de servicios financieros
que no den cumplimiento a la mencionada obligación, deberán proceder a
provisionar  en  forma  contable  inmediata  el  100%  del  monto  del  crédito
otorgado  y,  a  su  vez,  serán  sancionados  con  una  multa  de  hasta  750
Unidades Tributarias Mensuales.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, sugirió para la presente indicación,
una redacción alternativa que sea intercalada como un artículo 17 C.-, nuevo,
y  no  como  inciso  final  del  artículo  17  I,  pasando  en  consecuencia,  los
artículos  17  C.-,  17  D.-,  17  E.-,  17  F.-,  17  G.-,  17  H.-,  17  I.-  y  17  J.-,
aprobados por la Comisión de Economía, a ser los artículos 17 D.-, 17 E.-, 17
F.-, 17 G.-, 17 H.-, 17 I.-, 17 J.- y 17 K.-, respectivamente.
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Fundamentó  la  propuesta  en  una  serie  de
factores, principalmente, el encarecimiento del crédito para las personas de
menores ingresos, ya que requerirán la presentación de documentos para
cada situación en que sean calificados como sujetos de crédito, aunque los
montos  sean  intrascendentes.  Por  otro  lado,  agregó,  la  indicación
presentada, en la forma en que está expresada, afecta la privacidad de las
personas, pues autoriza a la entidad financiera a solicitar permanentemente
información relativa a la situación patrimonial y laboral de los consumidores.

En  su  opinión,  los  objetivos  principales  de  la
indicación de los Honorables Senadores,  pueden ser  cumplidos por  otros
mecanismos, como el que se propone en lo expuesto por el Ejecutivo, donde
se  asume  uno  de  los  roles  principales  del  SERNAC,  concerniente  a  la
educación de las personas para un consumo responsable, quienes, además,
podrán  comparar  las  distintas  ofertas  del  mercado  para  un  producto  o
servicio  financiero  determinado,  por  medio  de  la  mayor  cantidad  de
información que les proporciona la exigencia de una hoja resumen en cada
crédito solicitado, independiente de si el contrato de adhesión de la entidad
proveedora cuenta o no, con sello SERNAC.

El  Honorable  Senador  señor  Tuma consideró
que la indicación aborda un tema más amplio que el texto que se pretende
modificar,  puesto  que  estimó  que  el  problema  actual  corresponde  al
otorgamiento de créditos a personas sin solvencia calificada, por parte de las
instituciones  financieras.  Señaló  que  en  apariencia  la  indicación  persigue
exigir a los clientes una documentación mayor, pero tal obligación dificultará
su  acceso  al  crédito,  aunque  precisará  mejor  la  capacidad  de  pago  del
solicitante. A su juicio, la ley debiera establecer rangos de exigencias, en vez
de someter al posible deudor al cumplimiento de requisitos más exigentes,
pues  ello,  sólo  protege  a  los  proveedores  y  no  los  derechos  de  los
consumidores.

La  indicación  número  21  fue  rechazada  por
tres votos en contra y dos a favor. Votaron en contra los Honorables
Senadores señores Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán, y Tuma, y
a favor los Honorables Senadores señores Escalona y Zaldívar.

Artículo 17 J.-

Establece multas, en caso de incumplimiento por
parte de un proveedor de lo dispuesto en los artículos 17 B a 17 I y de los
reglamentos dictados para la ejecución de estas normas, que afecte a uno o
más consumidores.

En  relación  con  este  artículo  fue  presentada  la
indicación  número  22,  de  la  Honorable  Senadora  señora  Allende,  para
eliminar la expresión “como una sola infracción”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, expresó  su  desacuerdo  con  la
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indicación, ya que el texto aprobado prefiere la obtención del pago de las
correspondientes indemnizaciones a favor de los consumidores afectados,
más que la aplicación de multas elevadas a beneficio fiscal. Añadió que la
aplicación de una multa por cada consumidor, de la cuantía expresada en la
indicación, podría significar en casos como la multitienda La Polar, la quiebra
inmediata del proveedor, sin el consecuente resarcimiento de los daños de
los clientes.

El  Honorable Senador señor Zaldívar manifestó
su preocupación por mantener una multa de la cuantía señalada en el texto
aprobado,  en  especial,  para  empresas  de  gran  tamaño  como  la
anteriormente mencionada, ya que setecientas cincuenta unidades tributarias
mensuales es una cifra menor para tales compañías. Desde la óptica del
Honorable Senador, lo que se requiere es compatibilizar el derecho de los
consumidores  a  la  compensación  de  perjuicios  con  la  aplicación  de  una
multa  suficiente  para  evitar  posibles  infracciones  por  parte  de  los
proveedores, en el futuro.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, aclaró  que  situaciones  complejas
como la de la multitienda La Polar, comprenden un cúmulo de infracciones
de  distinta  índole,  que  necesariamente  acarreará  aplicación  de  diversas
sanciones, en caso de ser declarados culpables de los ilícitos.  Por ende,
declaró, la sanción por incumplimiento a los derechos de los consumidores
es  una  sola  de  las  aristas  de  la  problemática,  ya  que  también  involucra
aspectos de índole civil, penal, tributario y administrativo.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán, coincidió con lo recientemente expuesto, ya que cada ámbito ha
establecido consecuencias negativas para el responsable de una infracción o
ilícito,  las  que  pueden  comprender  la  pérdida  o  restricción  de  la  libertad
personal, la aplicación de multas o la clausura de un establecimiento, según
sea  el  caso.  En  ese  sentido  se  mostró  plenamente  de  acuerdo  con  la
redacción ya aprobada por  la Comisión de Economía,  la  que privilegia el
derecho de los consumidores.

El  Honorable Senador señor Tuma recordó que
el fisco es acreedor privilegiado respecto a otros deudores, por tanto, casos
como la multitienda La Polar, podrían implicar el pago sólo en beneficio del
Estado, perjudicando el derecho de los consumidores.

La  indicación  número  22  fue  rechazada  por
tres  votos  en  contra  y  dos  abstenciones.  Votaron  en  contra  los
Honorables  Senadores  señores  Larraín,  don  Carlos,  Larraín,  don
Hernán, y Tuma, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores
Escalona y Zaldívar.
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Número 3.

Incide sobre el artículo 26, que establece el plazo
de  prescripción  de  seis  meses  para  las  acciones  que  persigan  la
responsabilidad  contravencional.  Intercala  un  inciso  segundo,  nuevo,  en
dicho artículo,  que  ordena la  suspensión del  plazo establecido  cuando el
consumidor interponga un reclamo ante el Servicio de Atención al Cliente, el
Mediador o el SERNAC.

El  inciso segundo fue objeto de las indicaciones
números 23 y 24, ambas formuladas por los Honorables Senadores señores
Larraín, don Hernán y Novoa.

La  indicación número 23, para sustituirlo por el
siguiente:

“El plazo contemplado en el inciso precedente se
suspenderá cuando, dentro de éste, el  consumidor interponga un reclamo
ante  el  Servicio  de  Atención,  el  Mediador  o  el  Servicio  Nacional  del
Consumidor. En todo caso, la suspensión del plazo no podrá ser superior a
20 días hábiles y sólo procederá por una sola vez.”.

La  indicación  fue  retirada  por  el  Honorable
Senador señor Larraín, don Hernán.

La indicación número 24, para insertar entre las
expresiones “suspenderá” y “cuando”, la expresión “por un plazo no superior
a ciento ochenta días corridos”.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán, expuso que la idea de la indicación persigue precisar el plazo de
prescripción de seis meses establecido para las acciones contravencionales,
dado  que  la  suspensión  indefinida  del  mismo  puede  extender
indeterminadamente el término, perjudicando el derecho de defensa de los
posibles infractores.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, señaló  que  la  propuesta  de  los
Honorables Senadores fue considerada por el Ejecutivo pero no fue incluida
porque está incorporada en otro proyecto de ley que actualmente se debate
en la Comisión de Economía. En esa iniciativa legal, agregó, se limita a un
año  el  período  de  suspensión,  asimilando  la  normativa  a  la  legislación
laboral,  donde  las  acciones  establecidas  a  favor  de  los  trabajadores  se
suspenden, por el período de un año, por la interposición de un reclamo ante
la Inspección del Trabajo.

El Honorable Senador señor Zaldívar estuvo en
desacuerdo con la indicación presentada, que en su opinión, es contraria a la
regla general  de la  suspensión de plazos,  la que siempre se asocia a la
conclusión del hecho que la origina.
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La  indicación  número  24  fue  rechazada  por
tres votos en contra y dos a favor. Votaron en contra los Honorables
Senadores señores Escalona, Tuma y Zaldívar, y a favor los Honorables
Senadores señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán.

Número 5.

Añade,  a  continuación  del  artículo  54  G,  el
siguiente Título:  “Título  V del  Sello  SERNAC, del  Servicio  de Atención al
Cliente y del Mediador”, pasando a ser VI el actual Título V, y se agregan
bajo su epígrafe los siguientes artículos 55, 55 A, 55 B, 55 C, 55 D, 55 E, 56,
56 A, 56 B, 56 C, 56 D, 56 E, 56 F, 56 G y 56 H.

Sobre su encabezado recayeron las indicaciones
25 y 25 A.

La  indicación  número  25,  formulada  por  la
Honorable Senadora señora Allende, para añadir a continuación del artículo
54 G, el siguiente Título: “Título V del Sello SERNAC de Servicio de Atención
al Cliente y de la mediación”, pasando a ser VI el actual Título V, conformado
por los artículos 55, 55 A, 55 B, 55 C, 55 D, 55 E, 56, 56 A, 56 B, 56 C, 56 D,
56 E, 56 F, 56 G y 56 H.

La indicación número 25 A, de Su Excelencia el
Presidente  de  la  República,  para  reemplazar,  la  denominación  “del
Mediador”, por la frase “del sistema de solución de controversias”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 25 A fue aprobada, con
enmiendas meramente formales, por la  unanimidad  de los miembros
presentes  de  las  Comisiones  de  Economía  y  de  Hacienda,  unidas,
Honorables Senadores señores Escalona,  Espina,  Frei,  García (como
miembro de ambas Comisiones), Pérez, don Víctor (como miembro de
ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.

Como  consecuencia  de  la  precedente
aprobación,  la  indicación  número  25  se  dio  por  aprobada,  con
modificaciones, con idéntica votación.

Artículo 55.-

Inciso primero

Establece  la  facultad  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor para otorgar un Sello SERNAC a los contratos de adhesión de
bancos e instituciones financieras.
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Fue objeto de las indicaciones números 26, 27 y
28.

La  indicación  número  26,  de los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para sustituir el término
“podrá” por “deberá”; y para agregar, entre el término “financiero” y el punto
aparte del primer inciso, la siguiente oración: “cuando dichas entidades lo
soliciten y demuestren cumplir con las siguientes condiciones:”.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán, explicó  que  la  presente  indicación  tiene  por  objeto  impedir  la
discrecionalidad del organismo para el otorgamiento del Sello SERNAC, si el
proveedor ha cumplido con todas las condiciones exigidas en la iniciativa
legal en estudio.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, compartió la opinión de Su Señoría,
en cuanto a evitar la discrecionalidad del ejercicio de las potestades públicas
cuando se cumplen todos los requisitos exigidos por la ley, pero el Ejecutivo
consideró  que  normalmente  dichas  potestades  no  son  redactadas  en
términos  imperativos,  ya  que  el  ejercicio  ilegal  o  arbitrario  puede  ser
remediado con los recursos establecidos en la ley, como el recurso especial
de  reclamación  ante  el  Ministro  de  Economía.  Además,  expresó,  en  el
procedimiento  administrativo  rige  el  silencio  positivo  y  la  exigencia  de
fundamentación para las decisiones de los órganos del Estado.

La  indicación  número  26  fue  aprobada,  con
modificaciones  meramente  formales,  como  se  dará  cuenta  en  su
oportunidad, por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor
los Honorables  Senadores  señores  Larraín,  don Carlos,  Larraín,  don
Hernán,  Tuma y  Zaldívar,  y  se  abstuvo  el  Honorable  Senador  señor
Escalona.

La  indicación  número  27,  de  la  Honorable
Senadora  señora  Allende,  para  suprimir  la  expresión  “de  bancos  e
instituciones  financieras,  establecimientos  comerciales,  compañías  de
seguros, cajas de compensación, cooperativas de ahorro y crédito y otros
proveedores de servicios crediticios, de seguros, y, en general, de cualquier
producto financiero”.

La  indicación  número  27  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

La  indicación  número  28, de  la  Honorable
Senadora  señora  Allende,  para  intercalar  entre  las  palabras  “los”  y
“contratos”, la frase “productos y servicios prestados mediante la suscripción
previa de”.
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La  indicación  número  28  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Inciso segundo

Establece  en  sus  numerales  1.-  a  3.-,  las
condiciones para acceder al Sello SERNAC.

Recayeron sobre el inciso, las indicaciones 29, 30,
31 y 31 A.

La  indicación  número  29, de los  Honorables
Senadores  señores  Larraín,  don  Hernán  y  Novoa,  para  suprimir  el
encabezado del inciso segundo.

La  indicación  número  29  fue  aprobada,  con
modificaciones, por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a
favor los Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos, Larraín,
don Hernán, Tuma y Zaldívar, y se abstuvo el Honorable Senador señor
Escalona.

En  virtud  de  la  aprobación  de  la  presente
indicación, los numerales 1.-, 2.- y 3.-, del actual inciso segundo, pasan
a  formar  parte  del  inciso  primero;  y  el  inciso  tercero,  pasa  a  ser
segundo, como se dará cuenta en su oportunidad.

La  indicación  número  30,  de  la  Honorable
Senadora señora Allende, para reemplazar su numeral 1.- por el siguiente:

“1.- La acreditación por una empresa de auditoría
independiente de la adecuación de las prácticas comerciales del proveedor a
los estándares establecidos en la presente ley, particularmente en lo relativo
a la publicidad, promociones, ofertas, sistemas de información al consumidor,
contratos de adhesión y condiciones generales de contratación, sistemas de
contratación,  sistemas  de  cobranza  extrajudicial,  sistema  de  atención  a
clientes  e  implementación  de  acciones  correctivas  y  preventivas  frente  a
desviaciones a la ley. El proceso deberá repetirse cada vez que se presente
un nuevo producto o servicio que requiera el sello, así como cuando éste
expire.”

El Honorable Senador señor Tuma consultó si la
acreditación por  una empresa de auditoría  externa inhibe al  SERNAC de
examinar los requisitos exigidos para otorgar el Sello, o es un antecedente
más en el ejercicio de las facultades de dicho organismo.
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El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, indicó que el Sello SERNAC se ha
propuesto  para  que  el  organismo  sea  el  responsable  de  analizar  las
condiciones requeridas por la presente iniciativa legal para su otorgamiento,
fortaleciendo las facultades que le competen, en defensa del derecho de los
consumidores. Por eso, afirmó, la indicación presentada puede entenderse
como una externalización de las facultades del servicio, mecanismo que ha
demostrado  sus  debilidades  en  otras  áreas.  En  otra  línea,  añadió,  la
modificación planteada incorpora elementos, ajenos en algunos casos, a las
entidades financieras, como las empresas de cobranza extrajudicial.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar señaló
comprender la intención de la indicación, pero manifestó que todo el proyecto
de ley en estudio discurre sobre la base del fortalecimiento de las facultades
del  organismo protector  de los derechos de los consumidores en materia
financiera, dotándolo en el caso particular, de la potestad de otorgar un Sello,
si se cumplen las exigencias establecidas en la presente iniciativa.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán, valoró los efectos positivos de la indicación porque, así, el SERNAC
podrá contar con la colaboración de personal externo y especializado para el
cumplimiento de sus fines, además, en otras instancias también se admite el
cometido  de  empresas  consultoras  para  el  ejercicio  de  las  potestades
públicas, como el caso del mercado de valores y seguros.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Carlos, preguntó si  en el  presente proyecto de ley se faculta al SERNAC
para solicitar la colaboración de auditores externos en casos determinados,
ya que a su parecer, dotar de tantas potestades al organismo lo convertirá en
un ente estatal  preponderante, con riesgo de no poder lograr sus objetivos
por la enorme cantidad de atribuciones que deberá cumplir.

El  Honorable Senador señor Tuma advirtió que
el examen de los antecedentes de los proveedores por auditores externos no
otorga  ninguna  garantía  de  independencia,  como  se  observó  con  las
clasificadoras de riesgo,  en  el  caso La Polar.  La  responsabilidad,  afirmó,
debe ser del Estado.

El Honorable Senador señor Zaldívar aclaró que
el texto aprobado en la Comisión de Economía se basó en la idea de crear
un Sello que daba cuenta del cumplimiento en los contratos de adhesión de
los proveedores, de las disposiciones legales y reglamentarias, constatado
por el SERNAC, exigiéndoles, además, un Servicio de Atención al Cliente y
la existencia de un proceso de mediación. Aprobar una indicación como la
propuesta,  declaró,  excede  ampliamente  el  sentido  de  la  iniciativa  legal
debatida.

El  Honorable  Senador  señor  Escalona afirmó
que  la  problemática  en  discusión  dice  relación  con  el  fortalecimiento  del
Estado para proteger a los consumidores en el ejercicio de sus derechos. En
su opinión era más adecuado el modelo original difundido previamente a la
presentación  del  proyecto  de  ley  en  estudio,  el  cual  instituía  un  órgano
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específico, separado del  SERNAC, para la protección de los derechos en
materia  financiera,  por  eso  manifestó  comprender  las  razones  de  la
Honorable Senadora señora Allende para intentar revitalizar esa estructura
por medio de indicaciones como la discutida, pero lamentablemente, estimó,
están fuera de la idea principal de la iniciativa y requieren, además, gastos
que  no  están  contemplados  en  ella,  ya  que  no  existe  claridad  de  quién
cargará con el  costo de los servicios de las empresas auditoras,  pues si
deben ser contratados por el organismo estatal significará un aumento en la
carga fiscal que necesita iniciativa del Presidente de la República.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, declaró que los informes financieros
elaborados  por  la  Dirección  de  Presupuestos  contemplan  los  recursos
públicos necesarios para la contratación del personal idóneo que fiscalice el
cumplimiento  de  las  condiciones  exigidas  para  el  otorgamiento  del  Sello
SERNAC.  Asimismo,  aclaró,  que el  Director  Nacional  del  organismo está
facultado para solicitar  los servicios de personal  externo,  siempre que los
ítems presupuestarios lo permitan, pero la responsabilidad del examen de los
antecedentes para conceder el Sello recaerá siempre en el órgano estatal,
por tal motivo se mostró en desacuerdo con la indicación en debate.

La  indicación  número  30  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  guardar
relación con la administración financiera y presupuestaria del Estado,
materia  de  iniciativa  exclusiva  del  Presidente  de  la  República,  de
conformidad con lo  dispuesto en el  artículo 65,  inciso tercero,  de la
Constitución Política de la República.

La  indicación  número  31,  de  los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para insertar la expresión
“masivamente”,  entre  las  expresiones  “ofrezcan”  e  “y”  señaladas  en  su
numeral 1.-.

El  Honorable  Senador  señor  Kuschel expresó
que al parecer, la intención de la indicación pretende separar las grandes
empresas de las pymes, que no ofrecen, generalmente, sus productos en
forma masiva sino que de manera focalizada.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, señaló que el término masivamente
no es unívoco y su interpretación puede conducir a errores indeseados, por
lo que manifestó su desacuerdo con la indicación.

La indicación número 31 fue rechazada por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Kuschel y Sabag.

La indicación número 31 A, de Su Excelencia el
Presidente de la República, para intercalar, en el numeral 3.-, a continuación
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del vocablo “Mediador” la frase “o a un Árbitro Financiero”; y reemplazar la
expresión “resuelto” por la voz “respondido”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 31 A fue aprobada por la
unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía
y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Espina, Frei, García (como miembro de ambas Comisiones), Pérez, don
Víctor (como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.

Inciso tercero

Fija los productos y servicios financieros ofrecidos
por los proveedores, que deberán someter a la revisión del Servicio Nacional
del Consumidor, si desean obtener el Sello SERNAC.

Fue objeto de las indicaciones 32, 33, 34, 35 y 36.

La  indicación  número  32, de  la  Honorable
Senadora  señora  Allende,  para  intercalar  luego  de  la  palabra  “ofrezcan”,
después de la coma, la expresión “en especial, los”.

La  indicación  número  32  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

La  indicación  número  33, de  la  Honorable
Senadora  señora  Allende, para  sustituir  la  palabra  “financieros”  por
“siguientes”.

La  indicación  número  33  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

La  indicación  número  34, de  los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para insertar la expresión
“masivamente” luego de la palabra “ofrezcan”.
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La indicación número 34 fue rechazada por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Kuschel y Sabag.

La  indicación  número  35, de  la  Honorable
Senadora señora Allende, para sustituir el N°7, por el texto siguiente:

“7.- Servicios de transporte público remunerado de
pasajeros.”

La  indicación  número  35  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

La  indicación  número  36, de  la  Honorable
Senadora  señora  Allende, para  agregar  a  continuación  del  N°7,  los
siguientes N°8 y N°9, nuevos:

“8.- Servicios de telefonía, televisión, internet o de
telecomunicaciones en general”.

9.- Cualquier producto o servicio prestado a partir
de la suscripción de un contrato de adhesión.”.

La  indicación  número  36  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Artículo 55 B.-

Inciso primero

Exige al proveedor que tenga contratos con Sello
SERNAC y ofrezca a los consumidores productos o servicios financieros,
someter  a  revisión  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  los  nuevos
contratos de adhesión.

Fue objeto de las indicaciones 37 y 38.

La  indicación  número  37, de  la  Honorable
Senadora señora Allende, para eliminar la expresión “financiero”.
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La  indicación  número  37  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

La  indicación  número  38, de los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para agregar antes del
punto  aparte,  los  términos  “,  en  el  caso  que  quisiera  mantener  el  sello
SERNAC”.

El  Honorable Senador Kuschel  observó que los
fundamentos de la indicación parecen situarse en la imposibilidad legal para
obligar a los proveedores a solicitar autorización previa del SERNAC para
proponer a los clientes un determinado contrato, sólo se puede exigir, afirmó,
en caso que pretendan obtener o mantener el Sello. Manifestó, además, sus
dudas para el evento en que un proveedor decidiera modificar una o todas
las  cláusulas  de  un  contrato  de  adhesión  que  dispone  del  Sello,  será
obligatorio o voluntario la decisión de mantenerlo, consultó, ya que la entidad
financiera  podría  preferir  la  pérdida  del  mismo  y  no  someter  las  nuevas
condiciones del contrato a la revisión del órgano estatal.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, consideró  reiterativa  la  frase
solicitada,  pero  no  manifestó  mayores reparos  a  la  indicación,  ya  que la
esencia del presente proyecto de ley es la voluntariedad de los proveedores
para someterse al otorgamiento o renovación del Sello SERNAC.

La indicación número 38 fue rechazada por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Kuschel y Sabag.

Inciso segundo

Impone a los proveedores de servicios o productos
financieros  con  Sello  SERNAC,  que  han  modificado  sus  contratos  de
adhesión,  someter  los  cambios  a  revisión  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor, si pretenden mantener el Sello.

Se le formularon las indicaciones 39 y 40.

La  indicación  número  39, de la  Honorable
Senadora señora Allende, para eliminarla expresión “financieros”.

La  indicación  número  39  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
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de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

La  indicación  número  40, de los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para agregar antes del
punto  aparte,  los  términos  “,  en  el  caso  que  quisiera  mantener  el  sello
SERNAC”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, reiteró lo señalado en la discusión de
la indicación número 38 e insistió en la voluntad del Ejecutivo para incorporar
la modificación solicitada, si se considera necesario para acentuar la libertad
de  los  proveedores  para  someterse  a  la  revisión  del  SERNAC  para  la
obtención o renovación del Sello.

La  indicación  número  40  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel y Sabag.

Artículo 55 C.-

Fija el plazo de validez del Sello otorgado por el
SERNAC.

Fue objeto de las indicaciones números 41 y 41 A.

La  indicación  número  41, de  los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para reemplazarlo por el
siguiente:

Para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 55 C.- El Sello SERNAC se podrá revocar
mediante  resolución  exenta  del  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor.

La  pérdida  o  revocación  del  Sello  SERNAC  se
deberá fundar en que, por causas imputables al proveedor de productos o
servicios financieros, se ha infringido alguna de las condiciones previstas en
este Título,  o  en la  existencia de sentencias definitivas ejecutoriadas que
declaren la nulidad de una o varias cláusulas o estipulaciones de un contrato
de adhesión relativo a productos o servicios financieros de los enumerados
en el inciso tercero del artículo 55, según lo dispuesto en el artículo 17 D.

La resolución del Director del Servicio Nacional del
Consumidor que niegue el otorgamiento del Sello SERNAC o que lo revoque,
será reclamable ante el  Ministro de Economía, Fomento y Turismo, en el
plazo de diez días hábiles, contados desde su notificación al proveedor. La
reclamación deberá resolverse en el plazo de quince días hábiles.
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La resolución que ordene la pérdida o revocación,
según sea el caso, obligará al proveedor a suspender inmediatamente toda
publicidad relacionada con el Sello y toda distribución de sus contratos con
referencias gráficas o escritas al Sello, según lo dispuesto en el reglamento.”.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán, explicó  que  el  sentido  de  la  indicación  es  requerir  las  mismas
condiciones tanto para la obtención como para la renovación del Sello, ya
que  al  momento  de  renovar,  el  SERNAC  pide  antecedentes  nuevos  al
proveedor, no solicitados en un inicio. Mantener la exigencia, sostuvo, puede
constituirse en fuentes de malas prácticas comerciales, si proveedores de la
competencia articulan reclamos infundados con tal de perjudicar a la entidad
financiera que insta por la renovación de su Sello.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, declaró  que  una  vez  expirado  el
plazo de dos años, es necesario someter el  Sello SERNAC a revisión en
función de las normas legales y reglamentarias vigentes en ese instante. Los
nuevos  antecedentes,  indicó,  serán  aclaraciones  o  complementaciones
frente a dudas surgidas por ajustes, modificaciones contractuales o cláusulas
nuevas.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán, hizo presente que el texto del artículo que se pretende modificar,
aprobado por la Comisión de Economía, está redactado de manera similar al
artículo 55, inciso primero, donde se establece en términos discrecionales la
facultad  del  SERNAC  para  otorgar  el  Sello,  si  el  proveedor  cumple  los
requisitos exigidos en el presente proyecto de ley. El artículo mencionado fue
modificado por la indicación número 26, obligando al organismo estatal a la
entrega del  Sello  cuando se  verifican los  requerimientos  exigidos,  por  tal
motivo  consideró  necesario  mantener  la  coherencia  de  la  iniciativa  legal,
enmendando  la  redacción  en  la  forma  que  se  propone  con  la  presente
indicación.

El  Honorable  Senador  señor  Escalona
manifestó  que  la  indicación  debiera  ser  declarada  inadmisible  porque
establece  nuevas  funciones  para  el  Ministro  de  Economía,  facultad  de
iniciativa  exclusiva  del  Presidente  de  la  República,  dado  que  le  otorga
competencia para conocer de las reclamaciones contra las resoluciones del
Director del SERNAC que nieguen el otorgamiento del Sello.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán, argumentó que la competencia aludida supone la instauración de un
recurso procesal,  en ese sentido,  se trata de una materia  distinta,  no de
funciones de un órgano estatal, por ende, no procede declararla inadmisible
porque no es iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El  Honorable  Senador  señor  Kuschel hizo
presente  a  la  Comisión  que  la  competencia  del  Ministro  del  ramo  para
conocer  de  las  reclamaciones  ya  se  encuentra  incorporada  en  el  texto
aprobado por la Comisión de Economía, en su segundo informe, por tanto, la
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indicación  no  introduce  nuevas  funciones  para  el  organismo  fiscal,  y  en
consecuencia, no debe ser declarada inadmisible.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, coincidió con la aclaración efectuada
por Su Señoría, pero puso de manifiesto que la redacción de la indicación
formulada  elimina el  plazo de  vigencia  y  la  necesidad de renovación  del
Sello,  aspectos que son fundamentales para el  presente proyecto de ley,
porque  al  vencimiento,  la  entidad  financiera  debe  demostrar  haber
mantenido, durante la vigencia, un comportamiento comercial acorde con el
contrato  de  adhesión  aprobado  por  el  SERNAC,  por  ejemplo,  revisar  las
multas o sanciones impuestas al proveedor por infracción a los derechos de
los  consumidores,  razón  por  la  cual  manifestó  su  desacuerdo  con  la
indicación.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Hernán, junto  con  reiterar  su  aprehensión  sobre  la  discrecionalidad  del
SERNAC para otorgar el Sello, sostuvo que una vez aprobado un contrato de
adhesión por el organismo, el Sello se constituye en elemento esencial de la
convención, por ende, limitar el plazo implica la modificación del contrato sin
la participación de las partes integrantes,  lo que consideró, jurídicamente,
cuestionable.

La indicación número 41 A, de Su Excelencia el
Presidente  de  la  República,  para  reemplazar  el  artículo  55  C.-  por el
siguiente:

“El  Sello  SERNAC  se  podrá  revocar  mediante
resolución exenta del Director del Servicio Nacional del Consumidor.

La  pérdida  o  revocación  del  Sello  SERNAC  se
deberá fundar en que por causas imputables al proveedor de productos o
servicios financieros se ha infringido alguna de las condiciones previstas en
este Título; en que se han dictado sentencias definitivas ejecutoriadas que
declaren la nulidad de una o varias cláusulas o estipulaciones de un contrato
de adhesión relativo a productos o servicios financieros de los enumerados
en el inciso tercero del artículo 55, según lo dispuesto en el artículo 17 D; en
que se le han aplicado multas por infracciones a lo dispuesto en esta ley en
relación con los productos o servicios financieros ofrecidos a través de un
contrato  con  Sello  SERNAC;  en  que  se  le  han  aplicado  multas  por
organismos  fiscalizadores  con  facultades  sancionadoras  respecto  de
infracciones previstas  en leyes especiales;  en  el  número y  naturaleza de
reclamos de los consumidores contra la aplicación de los referidos productos
o  servicios;  o,  finalmente,  en  que  el  proveedor,  sea  persona  natural  o
jurídica, o alguno de sus administradores, ha sido formalizado por un delito
que afecta  a un colectivo de consumidores.  El  reglamento  previsto  en el
número  4.-  del  inciso  segundo  del  artículo  62  establecerá  parámetros
objetivos, cuantificables y proporcionales al tamaño de los proveedores y el
número de sus clientes sujetos a contratos con Sello SERNAC que permitan
determinar la procedencia de las causales señaladas.
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La resolución del Director del Servicio Nacional del
Consumidor que niegue el otorgamiento del Sello SERNAC o que lo revoque,
será reclamable ante el  Ministro de Economía, Fomento y Turismo, en el
plazo de diez días hábiles, contados desde su notificación al proveedor. La
reclamación deberá resolverse en el plazo de quince días hábiles.

La resolución que ordene la pérdida o revocación,
obligará  al  proveedor  a  suspender  inmediatamente  toda  publicidad
relacionada con el Sello y toda distribución de sus contratos con referencias
gráficas o escritas al Sello, según lo dispuesto en el reglamento.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 41 A  fue aprobada, con
modificaciones, por la unanimidad  de los miembros presentes de las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores
señores  Escalona,  Espina,  Frei,  García  (como  miembro  de  ambas
Comisiones), Pérez, don Víctor (como miembro de ambas Comisiones),
Tuma y Zaldívar.

Como  consecuencia  de  la  aprobación
precedente,  la  indicación  número  41  se  dio  por  aprobada,  con
modificaciones, por idéntica votación.

Inciso segundo

Se determinan las condiciones que deben cumplir
los proveedores para renovar el Sello SERNAC.

Fue objeto de la  indicación número 42, de  los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para eliminar
desde el punto y coma (“;”) hasta la voz “respectivo”.

La  indicación  fue  retirada  por  el  Honorable
Senador señor Larraín, don Hernán.

Inciso tercero

Exige  la  necesidad  de  fundar  en  causas
imputables al proveedor, la pérdida o revocación del Sello SERNAC.

Se le formularon las indicaciones 43 y 44.

La  indicación  43, de  la  Honorable  Senadora
señora Allende, para eliminar la expresión “financieros”.
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La  indicación  número  43  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

La  indicación  número  44, de los  Honorables
Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para suprimirlo.

La  indicación  fue  retirada  por  el  Honorable
Senador señor Larraín, don Hernán.

Inciso cuarto

Establece la facultad de reclamar, en caso que el
Director  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  niegue  el  otorgamiento  o
renovación del Sello SERNAC.

Fue objeto de la  indicación número 45,  de  los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para suprimir
los términos “o que lo revoque”.

La  indicación  fue  retirada  por  el  Honorable
Senador señor Larraín, don Hernán.

Inciso quinto

Obliga a suspender la publicidad relacionada con
el Sello SERNAC, a los proveedores que lo pierdan o se les revoque.

Se le  formuló  la  indicación  número 46, de  los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para sustituir
los términos “que ordene la pérdida o revocación, según sea el caso,” por
“que no renueve el sello”.

La  indicación  fue  retirada  por  el  Honorable
Senador señor Larraín, don Hernán.

Artículo 55 D.-

Exige  a  los  contratos  de  adhesión  con  Sello
SERNAC, contener al inicio una hoja con un resumen estandarizado.

Fue  objeto  de  la  indicación  número  47, de  la
Honorable Senadora señora Allende, para suprimirlo, pasando el 55 E a ser
55 D.
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El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, recomendó a la Comisión estudiar la
presente indicación con la número 65, también de Su Señoría.  Ambas se
relacionan, indicó, porque en la última se pretende establecer una letra h),
nueva, en el artículo 17 F del proyecto de ley en debate, que exija la hoja de
resumen estandarizada con las principales cláusulas no sólo a los contratos
con Sello SERNAC sino a todos los contratos de adhesión, por eso solicita
suprimir el artículo 55 D en cuestión.

En  esa  línea,  recordó  que  el  Ejecutivo  intentó
propiciar  una  idea  similar  al  discutir  la  indicación  número  21,  la  que  no
prosperó, por lo que manifestó su acuerdo con la indicación de la Honorable
Senadora señora Allende de suprimir el artículo, sólo en la medida que se
intercale, a su vez, el artículo propuesto en la indicación número 65 como 17
C.- de la iniciativa legal, ya que el artículo 17 en su conjunto se refiere a
todos los contratos de adhesión, y no solamente a los de Sello SERNAC,
otorgando así, mayor coherencia y sistematicidad al texto legal.

De  lograr  el  acuerdo  anterior,  sugirió  también,
perfeccionar la redacción de la indicación número 65 porque es necesario
incluir  en el  texto la manera de diferenciar  las categorías de productos y
servicios financieros. Las hojas de resúmenes, agregó, deben ser distintas si
se trata de un crédito hipotecario o un crédito de consumo, dado que tienen
condiciones diferentes, como el seguro de desgravamen obligatorio exigido
por el primero, sólo de esa forma, señaló, se garantiza una información clara,
precisa y cabal para los consumidores.

El  Honorable Senador señor Kuschel concordó
con la propuesta del  Ejecutivo, ya que compartió la idea de la Honorable
Senadora señora Allende expresada en la indicación número 65, que obliga
a  la  incorporación  de  una  hoja  de  resumen  estandarizada  en  todos  los
contratos  de  adhesión.  Sólo  la  información  precisa  y  clara,  como  la
entregada  en  la  hoja  resumen,  concluyó,  permite  a  los  consumidores
comparar las distintas ofertas de las entidades financieras en pos de una
elección más conveniente para sus intereses.

La indicación número 47 fue aprobada por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Kuschel, Larraín, don Hernán y Sabag.

Artículo 55 E.-

Fija una multa a los proveedores que promocionen
o distribuyan un contrato de adhesión de un producto o servicio financiero sin
Sello SERNAC como si lo tuviere, aumentando al doble la sanción en caso de
reincidencia.

Puesto  en  votación,  fue  aprobado  por  la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Escalona, Kuschel, Larraín, don Hernán y Sabag.
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Artículo 56.-

Trata  en  cuatro  incisos,  la  organización  del
Servicio de Atención al Cliente, el procedimiento para que los consumidores
reclamen ante él,  notificación de sus resoluciones a los proveedores y, en
caso de incumplimiento de estos últimos, establece sanciones.

Inciso primero

Determina la organización del Servicio de Atención
al Cliente, condición requerida para obtener el Sello SERNAC.

Se le formularon las indicaciones 48 y 49, de la
Honorable Senadora señora Allende.

La indicación número 48, para reemplazarlo por
la redacción siguiente:

“Artículo  56.-  El  Servicio  de  Atención  al  Cliente
será  organizado  por  los  proveedores  indicados  en  este  Título,  en  forma
exclusiva o conjunta, y será gratuito para el consumidor que haya suscrito un
contrato de adhesión con un proveedor que cuente con el Sello SERNAC.”

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Carlos, consultó si la organización del servicio de atención será efectuada
por los proveedores, de manera individual o asociada. A su vez, manifestó la
preocupación por la falta de definición de servicio de atención al cliente en el
presente proyecto de ley.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, explicó que entre las consideraciones
para no incluir la descripción de un término primó la opción que cada entidad
financiera  decidiera  la  configuración  del  servicio,  ya  sea  individual  o
colectivamente, según distintos criterios como ubicación geográfica, oferta de
productos similares o empresas de características afines, evitando limitar a
los proveedores a un concepto determinado.

El Honorable Senador señor Lagos, preguntó si
la falta de una definición implica también la inexistencia de un marco mínimo
de referencia para el significado de servicio de atención al cliente, o existe
acaso un concepto en otro instrumento legal, apuntó.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar señaló
que al discutirse la iniciativa legal en la Comisión de Economía, de la cual es
miembro, se pensó como mecanismo de solución de controversias sólo la
existencia de un sistema de atención al cliente organizado por las propias
entidades  financieras,  para  que  en  caso  que  una  persona  se  sintiera
afectada se dirigiese al mismo proveedor en busca de una respuesta. Pero
advertimos, declaró, que la fórmula señalada permitía la designación de la
persona  que  atendería  el  reclamo  y  resolviera  el  conflicto,  por  el  propio
proveedor, sin consulta del cliente, lo que resultaba inconveniente para el
logro del objetivo perseguido con la iniciativa legal.



38

A partir de lo anterior, manifestó que los miembros
de la Comisión de Economía comenzaron a discutir la idea de implementar
un sistema de mediación cuyo fin fuese la atención del consumidor afectado
por  un  proveedor,  que  ya  hubiese  reclamado  al  servicio  de  atención  al
cliente, sin respuesta favorable. De esta forma, se lograba la confianza del
consumidor  en  el  sistema  de  resolución  de  conflictos  y  se  evitaba  la
judicialización. Para ello, indicó, también era imprescindible que el mediador
fuese nominado de un registro a cargo del SERNAC, y pagado por el propio
organismo estatal, pero financiado por los proveedores.

De  esa  manera  se  entregó  la  facultad  a  cada
empresa o grupo de empresas para que configurase un servicio de atención
al  cliente,  sin  definición  específica,  ya  que  la  decisión  final  del  asunto
recaería en un tercero independiente de las partes, como es el mediador.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, hizo  presente  a  los  Honorables
Senadores que la  indicación  en discusión  corresponde a  aquéllas  que la
Comisión  ya  ha  declarado  inadmisibles,  por  ser  contrarias  a  las  ideas
matrices del proyecto, criterio que debiera ser mantenido, sostuvo.

Agregó que en el caso específico de la indicación
debatida, se plantea el otorgamiento del Sello Sernac a todo tipo de empresa
que  voluntariamente  lo  solicite,  mientras  que  la  idea  fundamental  del
presente proyecto de ley propone la entrega del Sello sólo a entidades que
provean productos o servicios financieros.

El  Honorable Senador señor Zaldívar, concordó
con el  Ejecutivo,  en cuanto a que la  presente  indicación se dirige en un
sentido contrario a la idea matriz del proyecto en estudio, que sólo pretende
la entrega del Sello Sernac a las entidades que ofrecen productos o servicios
financieros y que cumplen determinadas condiciones, dentro de las cuales
está la existencia de un servicio de atención al cliente, y no a toda clase de
empresa.

La  indicación  número  48  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

La indicación número 49, para agregar un inciso
segundo, nuevo, con la redacción siguiente:

“Sin  perjuicio  del  deber  general  contar  con
procedimientos  de  calidad  en  la  atención  de  reclamos,  reparación  y
devolución de dinero en caso de productos defectuosos, sin costo para el
consumidor y en condiciones igualmente cómodas para el consumidor que
las que se le ofreció para efectuar la venta, para obtener el sello el proveedor
deberá contar con un Servicio de Atención al Cliente”.
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La  indicación  número  49  fue  declarada
inadmisible  por  el  señor  Presidente  de  la  Comisión,  por  no  guardar
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24, inciso primero, de la
ley N° 18.918 orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Inciso segundo

Fija el procedimiento para que los consumidores
reclamen ante el Servicio de Atención al Cliente.

Fue objeto de las indicaciones números 50 y 50 A.

La  indicación  número  50, de  la  Honorable
Senadora señora Allende, para suprimir en el segundo inciso, que pasa a ser
tercero, la expresión “de diez días hábiles contado desde su presentación”
por  la  expresión  “que  señale  una  resolución  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor,  para  cada  tipo  de  servicio,  que,  en  todo  caso,  nunca  será
superior a diez días hábiles”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, expuso  que  conforme  al  texto
aprobado en la Comisión de Economía, en su segundo informe, el Servicio
de  Atención  al  Cliente  debe  resolver  fundadamente  los  reclamos  que
presenten  los  consumidores,  en  un  plazo  de  diez  días  hábiles,  contados
desde  la  presentación.  De  esta  forma,  como  la  instancia  es  organizada,
individual o colectivamente, por la entidad financiera, se consideró un plazo
breve de definición, para así facilitarle al consumidor la decisión de recurrir a
la  mediación  o  a  la  justicia  de  policía  local,  en  caso  de  una  respuesta
desfavorable. A su vez, declaró, el plazo de diez días hábiles es prudente
porque en situaciones complejas se requiere de un tiempo adecuado para
una  solución  consistente,  por  ende,  reducirlo  a  través  de  las  posibles
resoluciones  del  SERNAC,  como  se  plantea  en  la  indicación,  no  es
conveniente.

La  indicación  número  50  fue  rechazada  por
tres votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Honorables
Senadores señores Lagos, Larraín, don Carlos y Zaldívar, y a favor el
Honorable Senador señor Muñoz.

La indicación número 50 A, de Su Excelencia el
Presidente de la República, para reemplazar la expresión “resolver” por la
voz “responder”; y sustituir el vocablo “decisión” por la expresión “respuesta”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.
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La indicación número 50 A fue aprobada por la
unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía
y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,
Espina, Frei, García (como miembro de ambas Comisiones), Pérez, don
Víctor (como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.

Inciso tercero

Establece el plazo para que el proveedor cumpla
con la decisión del Servicio de Atención al Cliente.

Se le formuló la  indicación número 50 B, de Su
Excelencia  el  Presidente  de  la  República,  para  reemplazar  la  expresión
“decisión” por la voz “respuesta”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 50 B fue aprobada, con
modificaciones, por la unanimidad  de los miembros presentes de las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores
señores  Escalona,  Espina,  Frei,  García  (como  miembro  de  ambas
Comisiones), Pérez, don Víctor (como miembro de ambas Comisiones),
Tuma y Zaldívar.

Inciso final

Determina que en caso de incumplimiento de las
obligaciones indicadas en los dos incisos anteriores, el Servicio Nacional del
Consumidor  deberá  denunciar  al  proveedor  ante  el  juez  de  policía  local
competente para que se le sancione con una multa.

Fue objeto de la  indicación número 51, de  los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para sustituir
los términos “para que se le  sancione con una multa  de hasta cincuenta
unidades tributarias mensuales,” por “,  quien podrá aplicarle una multa de
hasta cincuenta unidades tributarias mensuales,”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, se mostró de acuerdo con el sentido
de la indicación, ya que la redacción actual  pareciera imponer a otro poder
del Estado, como es el poder judicial, la aplicación de la sanción, mientras
que  la  proposición  de  los  Honorables  Senadores  precisa  la  facultad  del
tribunal para decidir o no, su imposición, manteniendo el monto de la multa,
resguardando la independencia de los poderes del Estado, concluyó.

El  Honorable Senador señor Zaldívar, también
concordó con la indicación, señalando que desde el punto de vista técnico-
legislativo,  la  denuncia debe efectuarse ante un tribunal,  quien  verifica la
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existencia o no, de la posible infracción, en base a lo cual determinará la
aplicación de una sanción, con la posibilidad, incluso, de desplazarse en un
rango determinado.

El  Honorable Senador señor Muñoz, estuvo por
mantener el  texto aprobado en la Comisión de Economía, en su segundo
informe, ya que si se otorga al tribunal el margen para aplicar la sanción de
multa  de  hasta  cincuenta  unidades  tributarias  mensuales,  en  infracciones
graves, puntualizó, el juez nunca aplicará el máximo de esa pena, de lo cual
existe experiencia acreditada en la materia, afirmó.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Carlos, manifestó que la discusión no debe versar sobre la latitud de la pena,
sino  sobre  la  facultad  de  los  jueces  de  apreciar  conforme  al  mérito  del
proceso,  si  existen  las  circunstancias  que  signifiquen  la  aplicación  de  la
pena, ya que pueden existir atenuantes, agravantes o errores excusables,
cuya  valoración  compete  a  los  jueces.  Por  tal  motivo,  consideró  más
adecuada la redacción en forma potencial,  y no obligatoria como aparece
ahora.  Agregó  que  en  su  opinión,  existe  el  riesgo  que  los  tribunales,
obligados  a  sentenciar  de  manera  condenatoria,  apliquen  siempre  una
unidad tributaria mensual.

El  Honorable  Senador  señor  Lagos, hizo
presente  que  a  su  parecer,  la  única  obligación  establecida  en  el  texto
aprobado, es respecto de denunciar al proveedor infractor al juez de policía
local, pero no se obliga a imponer la multa de cincuenta unidades tributarias
mensuales.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar propuso
como opción a la indicación debatida, intercalar en la redacción, la expresión
si  procediere,  fórmula  que  aclara  el  carácter  facultativo  de  aplicar  una
sanción por parte del tribunal, y no impositivo, como pudiese interpretarse
actualmente.

La  indicación  número  51  fue  aprobada,  con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Larraín, don Carlos,
Muñoz y Zaldívar.

Artículo 56 A.-

En  sus  diversos  incisos  trata  de  la  figura  del
Mediador. Establece la elaboración de una nómina de mediadores, a cargo
del  SERNAC,  en  la  cual  deberán  inscribirse  las  personas  que  pretendan
oficiar de tal, señalando plazo de validez de la inscripción, mecanismos de
elección, financiamiento y forma de pago.

Sobre él recayó la  indicación número 51 A, de
Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:
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“Artículo 56 A.- El Mediador y el Árbitro Financiero
requeridos para dar cumplimiento a la condición dispuesta en el número 3.-
del inciso segundo del artículo 55 sólo podrán intervenir en una controversia,
queja o reclamación presentada por un consumidor que no se conforme con
la respuesta del Servicio de Atención al Cliente y que no hubiere ejercido las
acciones que le confiere esta ley ante el tribunal competente.

El Mediador y el Árbitro Financiero deberán estar
inscritos en una nómina elaborada por el Servicio Nacional del Consumidor,
la  que deberá mantenerse actualizada y disponible  en su sitio  web.  Esta
nómina deberá dividirse regionalmente, especificando las comunas y oficinas
en las que cada Mediador y Árbitro Financiero estará disponible para realizar
su función.

La  inscripción  del  Mediador  y  del  Árbitro
Financiero  durará  cinco años y  para  su  renovación  deberá  acreditar  que
mantiene los requisitos previstos en este Título.

El  Mediador  o  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda, será elegido de la nómina señalada en el inciso segundo, por el
proveedor  y  el  consumidor  de  común  acuerdo,  dentro  de  los  cinco  días
hábiles siguientes a la presentación de la controversia, queja o reclamación
del consumidor respecto de la respuesta del Servicio de Atención al Cliente.
En caso de que no haya acuerdo o venza el plazo indicado sin que se haya
producido la  elección de común acuerdo,  el  consumidor  podrá requerir  al
Servicio  Nacional  del  Consumidor  para que éste lo designe,  mediante un
sistema automático que permita repartir equitativamente la carga de trabajo
de los Mediadores y Árbitros Financieros inscritos en la nómina.

Los recursos para el  pago de los honorarios del
Mediador  y  del  Árbitro  Financiero  serán  de  cargo  de  los  proveedores,
quienes pagarán semestralmente su cuota respectiva, la que corresponderá
a los honorarios de los Mediadores y de los Árbitros Financieros que hayan
conocido  reclamos  respecto  de  ese  proveedor  durante  el  semestre
inmediatamente anterior. 

Los servicios del Mediador y del Árbitro Financiero
serán  gratuitos  para  el  consumidor  y  sus  honorarios  serán  pagados
semestralmente por el Servicio Nacional del Consumidor, de acuerdo a un
arancel fijado por resolución exenta del Ministro de Economía, Fomento y
Turismo, el que podrá establecer honorarios diferentes para mediaciones y
arbitrajes, según el tipo de servicios o productos financieros.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

El  Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, expuso que en el texto aprobado en la
Comisión de Economía, en su segundo informe, pese a su acabado estudio,
se  divisó  un  posible  riesgo  por  una  eventual  duda  de  constitucionalidad.
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Aunque pudiera aprobarse en la instancia en estudio, declaró, dicho actuar no
es coherente con la relevancia del sistema de solución de controversias para
los consumidores, y si es posible enmendarlo, expresó, la ocasión para su
modificación es en las Comisiones unidas citadas al efecto.

Además,  entre  otras  razones  se  consideró  la
maximización de alternativas de solución para los consumidores, con el objeto
que cuenten con un mecanismo eficaz,  expedito y  certero al  momento de
suscitarse una controversia.  Por  ello,  las indicaciones presentadas por  Su
Excelencia  el  Presidente  de  la  República  se  basan  sobre  los  mismos
principios aprobados en la Comisión de Economía, en su segundo informe,
para el otorgamiento del Sello SERNAC, es decir, los contratos deben cumplir
con las condiciones legales y reglamentarias, lo que se supervisará por el
Servicio, debiendo disponer de un Servicio de Atención al Cliente, financiado
por  las  entidades  financieras,  en  forma  individual  o  conjunta,  y  contar,
también,  con  un  sistema  de  solución  de  controversias,  el  cual  prevé  un
mediador y un árbitro financiero.

La razón de separar  sus  funciones,  sostuvo,  fue
que el  texto aprobado en principio,  contemplaba sólo  un mediador,  cuyas
resoluciones  eran  vinculantes  sin  que  hubiera  la  posibilidad  de  ejercer
recursos por parte de las entidades financieras, en caso que el consumidor
aprobara  su  decisión.  Precisamente  esa  figura  jurídica  implicaba  una
dificultad por la potencial negativa de jurisdicción o la imposibilidad de recurrir,
no  obstante  ser  voluntario  la  postulación  al  Sello,  argumento  éste,  que
permitía insistir en la mantención del texto aprobado.

La  solución  adoptada  para  el  análisis  de  las
Comisiones unidas consiste en mantener la figura del mediador, quien puede
formular propuestas de acuerdo, las que se someterán a consideración de las
partes, cuando se trate de cuantías inferiores a cien unidades de fomento.
Para  cuantías  superiores  a  esa  cantidad,  el  sistema  prevé  un  árbitro
financiero,  con  un  procedimiento  sujeto  a  las  reglas  de  los  árbitros
arbitradores, pero decide conforme a derecho. Sin perjuicio que el consumidor
haya optado por la mediación, en caso de no arribar a un acuerdo, puede
requerir  un  árbitro  financiero,  evitando  la  existencia  de  sistemas
diferenciados,  privando  a  algunos  consumidores  de  la  opción  de  una
sentencia arbitral, lo que permite agilizar los procesos, y darle alternativas a
los jueces de policía local para descomprimir los tribunales.

En  lo  demás,  se  reproducen  los  acuerdos  ya
alcanzados,  proponiendo  las  modificaciones  necesarias  para  el  evento  de
aprobarse la institución del árbitro financiero.

El Honorable Senador señor Espina consultó por
la  modificación  aprobada  en  sesiones  anteriores  por  la  Comisión  de
Hacienda,  eliminando  el  plazo  de  vigencia  del  Sello  SERNAC,  y  por
consiguiente, la obligación de renovar el mismo, manteniendo sólo la facultad
de revocarlo. Manifestó su preocupación por la supresión mencionada, ya que
impide evaluar el comportamiento de una entidad financiera, una vez que ya
ha  obtenido  el  Sello,  exponiéndose  el  sistema  a  casos  como  el  de  la
multitienda La Polar,  cuya empresa seguiría  gozando del  Sello,  pese a la
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situación  por  todos  conocida,  porque  cumple  con  los  elementos  objetivos
señalados en la ley, sin considerar los subjetivos que pudieren afectar a la
entidad, como la aplicación de multas por infracciones a la ley de protección
de los derechos del consumidor. Por tal motivo, propuso que se mantuviera
sólo la revocación, pero quien la pida pueda tener a la vista los elementos
subjetivos ya aludidos.

El  Ministro de Economía, señor Longueira, hizo
presente a Su Señoría que la modificación solicitada está recogida en una de
las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, la cual debiera analizarse en su
oportunidad para resguardar el orden del debate.

El  Honorable Senador señor Zaldívar concordó
con el Honorable Senador señor Espina, y espera sea votado favorablemente
cuando  sea  el  momento.  En  cuanto  a  las  indicaciones  que  incorporan  el
árbitro financiero consideró innecesaria su incorporación, en especial, porque
a su parecer la duda de constitucionalidad expuesta es discutible. La fórmula
del mediador, afirmó, de la manera establecida, evitaba la judicialización de
los  conflictos  entre  proveedores  y  consumidores,  y  se  resguardaban  los
derechos de estos últimos, ya que no les obligaba a aceptar la propuesta del
mediador, pudiendo recurrir a la justicia de policía local, si así lo estimaban
conveniente. Con la figura del árbitro, indicó, será más complejo el ejercicio
de los derechos de los consumidores.

Por  otra  parte,  puso  de  manifiesto  que  los
requisitos exigidos para ser mediador son demasiado exigentes e impedirán
la  existencia  de  profesionales  que  se  desempeñen  como  tales,  en  las
comunas más pequeñas o alejadas del país, razón por la cual solicitó discutir
las exigencias, antes de aprobar la indicación correspondiente.

El Honorable Senador señor García observó que
las Comisiones unidas debieran revisar toda la normativa de la iniciativa legal
en debate,  y  no  sólo  las  indicaciones presentadas por  el  Ejecutivo,  en  el
nuevo  plazo  abierto  al  efecto,  al  momento  de  acordarse  por  la  Sala  del
Senado, el estudio conjunto del proyecto por las Comisiones de Economía y
de Hacienda, unidas.

El Honorable Senador señor Tuma recordó a las
Comisiones que el  acuerdo de la  Sala sólo comprendía  el  estudio de las
nuevas indicaciones, para pronunciarse sobre la propuesta del Ejecutivo en
materia de solución de controversias, mismo motivo por el que se abrió un
nuevo plazo al efecto.

El  Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía,  señor  Eduardo  Escalona, para  mayor  claridad  de  los
Honorables  Senadores,  explicó  nuevamente  las  diferencias  entre  el  texto
aprobado  por  la  Comisión  de  Economía,  en  su  segundo  informe,  y  las
indicaciones presentadas por Su Excelencia el Presidente de la República. Al
respecto,  señaló  que  en  un  principio,  sólo  se  aprobó  la  existencia  de  un
mediador, cuyas decisiones eran vinculantes para las entidades financieras, si
los  consumidores  las  aceptaban.  Por  ello,  reiteró,  los  probables
inconvenientes  que  pudieren  suscitarse  dicen  relación  con  el  carácter
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obligatorio de la decisión del mediador para el proveedor, característica más
propia de un arbitraje. Agregó además que sólo se facultaba al consumidor
para recurrir de la decisión, lo que podía transformarse en un desincentivo
para los proveedores para someterse al Sello SERNAC, que es de carácter
voluntario. 

La  fórmula  propuesta,  repitió,  señala  que  todas
aquellas controversias que no han sido atendidas satisfactoriamente por el
Servicio de Atención al  Cliente, por cuantías inferiores a cien unidades de
fomento,  podrán  ser  conocidas  por  la  justicia  de  policía  local  o  por  un
mediador,  a  elección  del  consumidor.  Para  cuantías  superiores  a  la  cifra
indicada, apuntó, y sin límites, se establece la facultad del cliente de recurrir
al tribunal competente o a un árbitro financiero. Sin perjuicio de lo anterior, si
el  consumidor  ha  optado  por  la  mediación  y  no  está  conforme  con  la
propuesta, puede requerir, igualmente, un árbitro financiero, aunque se trate
de  cuantías  inferiores  a  cien  unidades  de  fomento.  Finalmente,  para  las
sentencias arbitrales se establece la posibilidad de recurrir de apelación ante
la Corte de Apelaciones competente, recurso que será examinado sin vista de
la causa.

El  Honorable Senador señor Tuma aclaró que si
el consumidor no acepta el dictamen del mediador puede acceder al arbitraje,
aun  cuando  la  cuantía  de  lo  disputado  sea  inferior  a  cien  unidades  de
fomento, tal como se había solicitado por algunos Honorables Senadores.

El  Honorable Senador señor Espina, a su turno,
propuso como mecanismo de resolución, en caso que las partes no logren un
acuerdo en el proceso de mediación, que el mediador se transforme en árbitro
financiero,  como  ocurre  en  otros  procedimientos  como  el  que  impera  en
materia de familia, simplificando los procedimientos.

La indicación número 51 A fue aprobada, con
modificaciones, por la unanimidad  de los miembros presentes de las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores
señores  Escalona,  Espina,  Frei,  García  (como  miembro  de  ambas
Comisiones), Pérez, don Víctor (como miembro de ambas Comisiones),
Tuma y Zaldívar.

Inciso primero 

Permite al Mediador conocer sólo las resoluciones
del  Servicio  de  Atención  al  Cliente  que  no  hayan  sido  aceptadas  por  el
consumidor.

Se  le  formuló  la  indicación  número  52, de los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para sustituir
los  términos  “sólo  podrá  conocer  de  las  resoluciones  de  la  Servicio  de
Atención  al  Cliente  que  no  hayan  sido  aceptadas  por  el  consumidor”  por
“estará facultado para conocer de las resoluciones del Servicio de Atención al
Cliente”.
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En virtud de la aprobación de las indicaciones
presentadas el 14 de octubre de 2011 por Su Excelencia el Presidente
de  la  República,  la  indicación  número  52  fue  rechazada  por  la
unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía
y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Espina,  Frei,
García (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Pérez, don Víctor
(como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.

Inciso quinto 

Establece que los  recursos para  el  pago de los
honorarios  del  Mediador  serán  de  cargo  de  los  proveedores,  quienes
pagarán semestralmente una cuota.

Fue objeto de la  indicación número 53, de los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para agregar
la siguiente frase final: “Con todo, en caso que el Mediador haya rechazado
el  reclamo  del  consumidor  por  carecer  éste  de  todo  fundamento  legal,
corresponderá al consumidor pagar los honorarios del Mediador.”.

En virtud de la aprobación de las indicaciones
presentadas el 14 de octubre de 2011 por Su Excelencia el Presidente
de  la  República,  la  indicación  número  53  fue  rechazada  por  la
unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía
y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Espina,  Frei,
García (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Pérez, don Víctor
(como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.

Artículo 56 B.-

Establece los requisitos para integrar la nómina de
mediadores, los plazos que deberán cumplir los interesados para inscribirse,
las causales de revocación y la facultad del Director del Sernac, para aprobar
o rechazar la solicitud.

Sobre él recayó la  indicación número 53 A, de
Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 56 B.- Para integrar la nómina indicada
en el  artículo  anterior,  los postulantes  a  Mediadores deberán acreditar  al
Servicio  Nacional  del  Consumidor  que  poseen  título  profesional  de  una
carrera  de  a  lo  menos  ocho  semestres  de  duración,  otorgado  por  un
establecimiento de educación superior reconocido por el Estado, experiencia
no  inferior  a  cinco  años  en  materias  financieras,  contables  o  jurídicas,
adquirida en una o más entidad financieras, organismos reguladores de tales
entidades o en instituciones de educación superior en calidad de docente, y
que sean relevantes para las controversias, quejas o reclamaciones que se
pueden someter  a su mediación.  Además,  no podrán tener  relaciones de
dependencia o subordinación o de asesoría, con alguno de los proveedores
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señalados en este Título ni haber sido condenados por delito que merezca
pena aflictiva.

Los  postulantes  a  Árbitros  Financieros  deberán
acreditar los mismos requisitos exigidos a los Mediadores, pero sólo podrán
ser abogados.

El reglamento establecerá los plazos que deberán
cumplir los interesados, así como la forma de presentación y los medios que
éstos  deberán utilizar  para acreditar  las circunstancias enumeradas en el
presente artículo y los antecedentes que con tal fin deban acompañar a las
solicitudes de inscripción.

Los Mediadores y los Árbitros Financieros deberán
informar  al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  cualquier  cambio  o
modificación  de  los  antecedentes  o  condiciones  que  permitieron  su
incorporación a la nómina. El modo y periodicidad en que deberán informar
estas modificaciones serán establecidos en el reglamento.

La resolución que inscribe a un Mediador o a un
Árbitro Financiero en la nómina podrá revocarse cuando aquél  incurra en
alguna de las siguientes causales:

1.- Pérdida  sobreviniente  de  los  requisitos
señalados en este artículo; 

2.-  Incumplimiento  reiterado  de  la  obligación
establecida en el inciso primero del artículo 56 F, de notificar al consumidor,
al  proveedor  y  al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  sus  mediaciones  o
sentencias definitivas, según corresponda, dentro del plazo que se señala. 

3.- Incumplimiento  de  la  obligación  de
inhabilitarse establecida en el inciso segundo del artículo 56 C.

Sin perjuicio de lo anterior, el Director Nacional del
Servicio Nacional del Consumidor podrá suspender al Mediador o al Árbitro
Financiero  que  haya  sido  formalizado  por  un  delito  que  merezca  pena
aflictiva, y mientras no se dicte sentencia definitiva.

El Director del Servicio Nacional del Consumidor
deberá inscribir  al  solicitante que cumpla con los requisitos de inscripción
mediante  resolución  fundada  exenta.  La  resolución  que  rechace  la
inscripción  y  la  que  la  revoque,  serán  reclamables  ante  el  Ministro  de
Economía, Fomento y Turismo, en el plazo de diez días hábiles, contados
desde  su  notificación  al  postulante,  Mediador  o  Árbitro  Financiero,  en  su
caso. La reclamación deberá resolverse en el plazo de quince días hábiles. 

El procedimiento de inscripción, el de revocación y
el recurso de reclamación se sujetarán a la ley N° 19.880 en lo no previsto en
este artículo.

En todo caso, el postulante a quien se le hubiere
rechazado la inscripción y el Mediador o el Árbitro Financiero a quienes se
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les  hubiere  revocado  su  inscripción,  podrán  ejercer  las  acciones
jurisdiccionales que estimen procedentes.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 53 A fue aprobada, con
modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones
de Economía  y de Hacienda,  unidas,  Honorables Senadores señores
Escalona, Espina, Frei, García (como miembro de ambas Comisiones),
Lagos, Pérez, don Víctor (como miembro de ambas Comisiones), Tuma
y Zaldívar.

Inciso primero

Señala  los  requisitos  de  los  postulantes  para
integrar la nómina de mediadores.

Se le  formuló  la  indicación  número 54, de  los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para sustituir
los términos “de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración,
otorgado por  un  establecimiento  de educación  superior  reconocido por  el
Estado” por “abogado”.

En virtud de la aprobación de las indicaciones
presentadas el 14 de octubre de 2011 por Su Excelencia el Presidente
de  la  República,  la  indicación  número  54  fue  rechazada  por  la
unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía
y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Espina,  Frei,
García (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Pérez, don Víctor
(como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.

Inciso cuarto 

Establece  las  causales  de  revocación  de  la
inscripción de un mediador.

Fue objeto de las indicaciones números 55 y 56,
delos Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa

La  indicación  número  55,  para  eliminar,  en  el
numeral 2.-, el término “reiterado”.

La  indicación número 56,  para intercalar  en  el
numeral 2.-, a continuación de la frase “obligación establecida” y antes de la
oración “en el inciso primero del artículo 56 F”, la siguiente frase:
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“en el inciso segundo del Artículo 56 D de adoptar
su  decisión  en  el  plazo  de  treinta  días  siguientes  al  requerimiento  del
consumidor, o la establecida”.

En virtud de la aprobación de las indicaciones
presentadas el 14 de octubre de 2011 por Su Excelencia el Presidente
de la República, las indicaciones números 55 y 56 fueron rechazadas
por la  unanimidad  de los miembros presentes de las Comisiones de
Economía  y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores
Espina,  Frei,  García  (como  miembro  de  ambas  Comisiones),  Lagos,
Pérez,  don  Víctor  (como  miembro  de  ambas  Comisiones),  Tuma  y
Zaldívar.

Inciso final

Faculta  al  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor para acoger o rechazar la solicitud de inscripción.

Se le  formuló  la  indicación número 57,  de  los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para agregar
la siguiente oración final: “El rechazo sólo procederá por incumplimiento de
los requisitos exigidos para constituirse en Mediador.”.

En virtud de la aprobación de las indicaciones
presentadas el 14 de octubre de 2011 por Su Excelencia el Presidente
de  la  República,  la  indicación  número  57  fue  rechazada  por  la
unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía
y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Espina,  Frei,
García (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Pérez, don Víctor
(como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.

Artículo 56 C.-

Señala  los  asuntos  que  no  podrá  conocer  el
mediador,  le  impone,  además,  la  obligación  de  inhabilitarse  cuando  le
afectan  causales  de  implicancia  o  recusación,  de  las  establecidas  en  el
Código Orgánico de Tribunales, y fija el plazo para asumir sus funciones.

Fue objeto de la indicación número 57 A, de Su
Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  56  C.-  El  Mediador  sólo  podrá  realizar
propuestas  de  acuerdo  en  una  controversia,  queja  o  reclamación  de  su
competencia de acuerdo al inciso primero del artículo 56 A, si la cuantía de lo
disputado no excede de cien unidades de fomento.

El  Árbitro  Financiero  sólo  podrá  conocer  una
controversia, queja o reclamación de su competencia de acuerdo al inciso
primero  del  artículo  56  A,  si  la  cuantía  de  lo  disputado  excede  de  cien
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unidades  de  fomento,  salvo  que  respecto  de  cuantías  inferiores  haya
asumido esta calidad en el caso previsto en el inciso tercero del artículo 56
D.

Con todo, el Mediador y el Árbitro Financiero no
podrán intervenir en los siguientes asuntos:

1.- Los que deban someterse exclusivamente a un
tribunal ordinario o especial en virtud de otra ley;

2.-  Los  que  han  sido  previamente  sometidos  al
conocimiento de un juez competente por el consumidor recurrente, y

3.-  Los  que  han  sido  previamente  sometidos  al
conocimiento de un juez competente en una acción de interés colectivo o
difuso en la cual haya comparecido como parte el consumidor.

En  todo  caso,  no  será  aplicable  al  Árbitro
Financiero la prohibición del artículo 230 del Código Orgánico de Tribunales
de someter a conocimiento de un árbitro las causas de policía local, siempre
que se funden en una controversia, queja o reclamación de las señaladas en
el número 3.- del inciso segundo del artículo 55, pero el Servicio Nacional del
Consumidor  deberá  denunciar  la  infracción  ante  el  juez  de  policía  local
competente, quien podrá aplicarle al proveedor la multa que correspondiere
según la naturaleza de la infracción.

El  Mediador  y  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda, deberán inhabilitarse en caso de que tomen conocimiento de
que les afecta una causal de implicancia o recusación de las previstas en el
párrafo 11 del Título VII del Código Orgánico de Tribunales. 

El  Mediador  y  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda, deberán asumir sus funciones dentro de los tres días hábiles
siguientes al requerimiento o, en su caso, comunicar en el mismo plazo la
razón legal que les impide hacerlo.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 57 A fue aprobada por la
unanimidad  de  los  miembros  de  las  Comisiones  de  Economía  y  de
Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Escalona,  Espina,
Frei, García (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Pérez, don
Víctor (como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.
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Artículo 56 D.-

Indica  los  medios  por  los  cuales  el  consumidor
puede formular su reclamo y el plazo que tiene el mediador para adoptar su
decisión.

Sobre él recayó la indicación número 57 B, de su
Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  56  D.-  El  consumidor  que  no  hubiere
aceptado la respuesta del Servicio de Atención al Cliente podrá solicitar la
designación de un Mediador o de un Árbitro Financiero ante este servicio,
para lo cual formulará su controversia, queja o reclamación por escrito o por
cualquier  medio  tecnológico  apto  para  dar  fe  de  su  presentación  y  que
permita su reproducción. El  Servicio de Atención al  Cliente la comunicará
inmediatamente al proveedor, dejando constancia escrita de la comunicación
y  de  su  fecha,  para  que  acuerde  con  el  consumidor  dentro  del  plazo
señalado  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  56  A,  el  Mediador  o  el  Árbitro
Financiero que asumirá la función, según corresponda. De no haber acuerdo
en el plazo referido, el consumidor podrá requerir directamente al Servicio
Nacional del Consumidor para que proceda a su designación. 

La mediación deberá concluir dentro de los treinta
días  hábiles  siguientes  a  la  aceptación  del  nombramiento  por  parte  del
Mediador y, en su caso, la propuesta de acuerdo aceptada por las partes
deberá  cumplirse  en  el  plazo  de  quince  días  hábiles  contado  desde  la
suscripción  por  ambas  partes  del  documento  que  dé  cuenta  de  las
condiciones del acuerdo y de su fecha, el que deberá suscribirse ante un
funcionario del Servicio Nacional del Consumidor que se encuentre investido
de la calidad de Ministro de Fe conforme al artículo 58 bis de esta ley.

Transcurrido el plazo indicado sin que las partes
hubieren aceptado la propuesta de acuerdo, el consumidor podrá ejercer las
acciones que le confiere la ley ante el juez competente o solicitar al Servicio
Nacional del Consumidor que se designe a un Árbitro Financiero dentro del
plazo previsto en el inciso cuarto del artículo 56 A.

Sin  perjuicio  de  las  alternativas  del  consumidor
señaladas en el inciso anterior, si al término del plazo en que debe concluir la
mediación, el Mediador no hubiere formulado una propuesta de acuerdo a las
partes, el consumidor podrá requerir al Servicio Nacional del Consumidor que
lo reemplace por  otro  Mediador  que figure  en la  nómina y  dicho servicio
podrá eliminarlo de la nómina mediante resolución fundada exenta.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 57 B fue aprobada, con
modificaciones, por la unanimidad  de los miembros presentes de las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores
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señores  Escalona,  Espina,  Frei,  García  (como  miembro  de  ambas
Comisiones), Pérez, don Víctor (como miembro de ambas Comisiones),
Tuma y Zaldívar.

Artículo 56 E.-

Señala  que  la  decisión  del  mediador  será
voluntaria  para  el  consumidor  y  obligatoria  para  el  proveedor,  si  el
consumidor acepta expresamente lo resuelto, fijando el plazo para cumplir
con la decisión.

Fue objeto de la indicación número 57 C, de Su
Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 56 E.- El Árbitro Financiero se sujetará a
las reglas aplicables a los árbitros de derecho con facultades de arbitrador en
cuanto al procedimiento, el que se deberá iniciar necesariamente con una
audiencia  que  se  celebrará  con  ambas  partes  dentro  de  los  cinco  días
hábiles siguientes a la aceptación de su designación. En esta audiencia el
Árbitro Financiero dará lectura de la reclamación o queja del consumidor, de
la  respuesta  del  Servicio  de  Atención  al  Cliente  y  de  la  propuesta  del
Mediador, si correspondiere, escuchará de inmediato y sin más trámite a las
partes  que asistan  y  recibirá  los  documentos que se  acompañen por  las
partes,  otorgando  un  plazo  mínimo de  tres  días  hábiles  para  que  hagan
presentes sus observaciones. La citación a esta audiencia y las resoluciones
del Árbitro Financiero se notificarán por correo electrónico o carta certificada
según  acuerden  las  partes,  debiendo  dar  cuenta  de  las  actuaciones
realizadas y de su fecha.

El  consumidor  podrá  comparecer  personalmente
ante el Árbitro Financiero, pero éste podrá ordenar, en cualquier momento, la
intervención de abogado o de un apoderado habilitado para intervenir  en
juicio, en caso que lo considere indispensable para garantizar el derecho a
defensa del consumidor.

El  Árbitro  Financiero  dictará  sentencia  definitiva
dentro  de  los  noventa  días  hábiles  siguientes  a  la  aceptación  del  cargo.
Transcurrido el plazo indicado sin que hubiere dictado su sentencia definitiva,
el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  deberá reemplazarlo  por  otro  Árbitro
Financiero  y  podrá  eliminarlo  de  la  nómina  mediante  resolución  fundada
exenta. 

Toda  sentencia  definitiva  que  acoja  la
controversia,  queja  o  reclamación  del  consumidor  deberá  condenar  al
proveedor a pagar las costas del arbitraje, determinando los honorarios del
abogado  del  consumidor  según  el  arancel  del  Colegio  de  Abogados.  En
cambio,  sólo  la  sentencia  definitiva  que  rechace  la  controversia,  queja  o
reclamación  del  consumidor  por  haberse  acogido  la  excepción  de  cosa
juzgada  interpuesta  por  el  proveedor,  podrá  condenarlo  a  pagar  los
honorarios del Árbitro Financiero establecidos en el arancel señalado en el
inciso sexto del artículo 56 A.
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En contra de la sentencia interlocutoria que ponga
fin al juicio o haga imposible su continuación y de la sentencia definitiva sólo
procederá  el  recurso  de  apelación,  el  que  deberá  interponerse  al  Árbitro
Financiero para ante la Corte de Apelaciones competente, dentro del plazo
de cinco días hábiles contados desde la notificación de la sentencia que se
apela.

Presentado  el  recurso,  el  Árbitro  Financiero
enviará los antecedentes a la Corte de Apelaciones dentro del plazo de cinco
días hábiles para que ésta lo declare admisible.

No será aplicable a este recurso lo dispuesto en
los  artículos  200,  202  y  211  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  sólo
procederá su vista en cuenta. 

No  procederá  el  recurso  de  casación  en  el
procedimiento a que se refiere este artículo.

Si no se interpusiere el recurso señalado en contra
de  la  sentencia  definitiva  o  éste  fuere  rechazado,  la  sentencia  definitiva
deberá  cumplirse  en  el  plazo  de  quince  días  hábiles,  contado  desde  el
vencimiento del plazo para interponer el recurso o desde la notificación de la
sentencia que rechaza el recurso, según corresponda.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 57 C fue aprobada, con
modificaciones, por la unanimidad  de los miembros presentes de las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores
señores Espina,  Frei,  García (como miembro de ambas Comisiones),
Lagos, Pérez, don Víctor (como miembro de ambas Comisiones), Tuma
y Zaldívar.

Inciso primero

Señala  la  voluntariedad  de  las  decisiones  del
mediador, para el consumidor, y su obligatoriedad para los proveedores.

Se le  formuló  la  indicación número 58,  de los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para sustituirlo
por el siguiente:

“Artículo  56  E.-  Las  decisiones  del  Mediador
deberán cumplirse en el plazo de quince días hábiles, salvo que se recurra
en contra de ésta ante el juzgado de policía local en conformidad al artículo
50 A.”.

En virtud de la aprobación de las indicaciones
presentadas el 14 de octubre de 2011 por Su Excelencia el Presidente
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de  la  República,  la  indicación  número  58  fue  rechazada  por  la
unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Economía
y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Espina,  Frei,
García (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Pérez, don Víctor
(como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.

Artículo 56 F.-

Obliga  al  mediador  a  notificar  sus  decisiones  al
consumidor,  al  proveedor  y  al  SERNAC,  en  el  plazo  de  tres  días,
estableciendo, además, la forma y requisitos de la notificación.

Fue objeto de la indicación número 58 A, de Su
Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 56 F.- El Mediador y el Árbitro Financiero
notificarán la propuesta de acuerdo o la sentencia,  según corresponda, al
consumidor y al proveedor a través de su Servicio de Atención al Cliente y al
Servicio Nacional del Consumidor, en el plazo de tres días hábiles, contado
desde su adopción.

La  notificación  de  la  propuesta  de  acuerdo  del
Mediador  y  la  sentencia  del  Árbitro  Financiero,  según  corresponda,  se
efectuará por correo electrónico o por carta certificada enviada al domicilio
indicado  en  el  reclamo,  a  elección  del  consumidor  expresada  en  el
documento  en  que  formule  su  controversia,  queja  o  reclamación.  La
notificación se entenderá efectuada a contar del tercer día hábil siguiente al
de  su  envío.  El  Mediador  o  el  Árbitro  Financiero,  según  corresponda,
deberán dejar constancia en los antecedentes del reclamo de la fecha de
envío  de  la  notificación,  mediante  copia  del  correo  electrónico  o  del
certificado  correspondiente  en  caso  que  se  efectúe  mediante  carta
certificada.

Adicionalmente,  el  Mediador  o  el  Árbitro
Financiero,  según  corresponda,  enviarán  por  correo  electrónico,  al
consumidor que lo solicite, todos los antecedentes que forman parte de su
reclamo.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 58 A fue  aprobada, con
una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de
las  Comisiones  de  Economía  y  de  Hacienda,  unidas,  Honorables
Senadores  señores  Espina,  Frei,  García  (como  miembro  de  ambas
Comisiones),  Lagos,  Pérez,  don  Víctor  (como  miembro  de  ambas
Comisiones), Tuma y Zaldívar.



55

Artículo 56 G.-

Obliga  a  los  Servicios  de  Atención  al  Cliente  a
comunicar, trimestralmente, una cuenta sobre los reclamos recibidos y las
decisiones  de  los  mediadores  que  les  hayan  sido  notificadas,  a  los
administradores de los proveedores.

Se le formuló la  indicación número 58 B, de Su
Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  56  G.-  Los  Servicios  de  Atención  al
Cliente deberán comunicar, al menos trimestralmente, una cuenta sobre los
reclamos recibidos, los acuerdos suscritos por las partes en las mediaciones
efectuadas y las sentencias definitivas de los Árbitros Financieros que les
hayan sido notificadas, a los administradores de los proveedores señalados
en este Título y, en el caso de proveedores constituidos como sociedades
anónimas, a su directorio.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 58 B fue  aprobada, con
modificaciones, por la unanimidad  de los miembros presentes de las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores
señores Espina,  Frei,  García (como miembro de ambas Comisiones),
Lagos, Pérez, don Víctor (como miembro de ambas Comisiones), Tuma
y Zaldívar.

Artículo 56 H.-

Obliga  al  SERNAC  a  denunciar  ante  el  juez
competente para que se le sancione con una multa  de hasta setecientas
cincuenta unidades tributarias mensuales, al proveedor que no cumpla con la
decisión del mediador en el plazo establecido en el artículo 56 E.-.

Sobre el recayó la  indicación número 58 C, de
Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 56 H.- En el caso de que el proveedor no
cumpla con la propuesta de acuerdo de un Mediador debidamente aceptada
por las partes o con la sentencia definitiva de un Árbitro Financiero en el
plazo establecido en el artículo 56 D o 56 E, según corresponda, el Servicio
Nacional del Consumidor deberá denunciarlo ante el juez competente para
que se le sancione con una multa de hasta setecientas cincuenta unidades
tributarias  mensuales  y,  además,  dicho  Servicio  podrá  revocar  el  Sello
SERNAC otorgado al proveedor de productos y servicios financieros, sin que
pueda solicitarlo  nuevamente  antes  de transcurridos  tres meses desde la
revocación. El deber de denuncia del Servicio Nacional del Consumidor no
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obsta al derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento
de la obligación indicada.”.

En virtud de lo acordado por la Sala del Senado,
en sesión  de 11  de octubre  de  2011,  la  indicación  fue  conocida por  las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas.

La indicación número 58 C fue aprobada, con
modificaciones, por la unanimidad  de los miembros presentes de las
Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas, Honorables Senadores
señores Espina,  Frei,  García (como miembro de ambas Comisiones),
Lagos, Pérez, don Víctor (como miembro de ambas Comisiones), Tuma
y Zaldívar.

Número 6

A  través  de  sus  dos  números,  se  introducen
modificaciones al  artículo  58.-,  que trata  sobre  las  funciones del  Servicio
Nacional del Consumidor, incorporando nuevas obligaciones.

Número 2)

Reemplaza el inciso final del artículo 58 por seis
incisos, donde se establecen la obligación para los proveedores de entregar
diversas informaciones o antecedentes que el SERNAC les pudiera requerir.
En caso de no cumplir con la entrega se dispone la aplicación de sanciones.

Reemplázase  el  inciso  final,  por  los  siguientes
incisos:

Incisos quinto y sexto:

“La negativa o demora injustificada en la remisión
de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo será sancionada
con multa de hasta cuatrocientas unidades tributarias mensuales, por el juez
de policía local.

Para  la  determinación  de  las  multas  se
considerarán,  entre  otras,  las  siguientes  circunstancias:  el  beneficio
económico obtenido con motivo de la infracción investigada, la gravedad de
la conducta investigada, la calidad de reincidente del  infractor y,  para los
efectos  de disminuir  la  multa,  la  colaboración  que  éste  haya  prestado al
Servicio Nacional del Consumidor antes o durante la investigación.".

Puestos en votación, fueron aprobados por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Lagos, Larraín, don Carlos, Muñoz y Zaldívar.
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Número 9

Artículo 59 bis

Faculta  al  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor, a investir a ciertos funcionarios del carácter de ministro de fe.

Inciso final

Establece  las  responsabilidades  para  los
funcionarios  dotados  del  carácter  de  ministro  de  fe,  que  hayan  dejado
constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos.

Fue objeto de la  indicación número 59, de  los
Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Novoa, para agregar
antes del punto aparte, la siguiente frase:

“, sin perjuicio de la responsabilidad penal y civil
que proceda hacer efectiva”.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Carlos, señaló que falta claridad sobre la sede ante quien puede efectuarse
el reclamo, ya que pareciera que su interposición debiese verificarse ante el
superior jerárquico del afectado, lo que resulta ilógico, por tal razón propuso
indicar  expresamente  que  en caso  de  reclamo,  éste  se  presente  ante  el
superior jerárquico del funcionario que cometió la infracción.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, estuvo de acuerdo con lo expresado
por Su Señoría, pero agregó respecto de la indicación, que ante la posible
existencia  de  una  responsabilidad  civil  o  penal  del  funcionario,  que  en
ejercicio de sus atribuciones, no haya cumplido con los requisitos legales o
haya consignado hechos falsos,  resulta redundante especificarlo,  pues,  la
legislación general  ya ha establecido ilícitos determinados,  aplicables a la
materia estudiada.

Puesto  en votación,  se  pronunciaron  a  favor
los Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos, y Muñoz, y en
contra los Honorables Senadores señores Lagos y Zaldívar. Repetida la
votación,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  182  del
reglamento  del  Senado,  se  pronunciaron  en  contra  los  Honorables
Senadores  señores  Lagos  y  Zaldívar,  a  favor  el  Honorable  Senador
señor Larraín,  don Carlos,  y se abstuvo el  Honorable Senador señor
Muñoz. 

Repetida la votación, en virtud de lo señalado
en el  artículo  178 del  reglamento de la  Corporación,  los  Honorables
Senadores señores Lagos y Zaldívar mantuvieron su voto en contra, el
Honorable Senador señor Larraín, don Carlos se pronunció a favor, y el
Honorable  Senador  señor  Muñoz  mantuvo  su  abstención.  En
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consecuencia, la indicación número 59 se dio por desechada por tres
votos contra uno.

Sin perjuicio  de lo  anterior,  con el  objeto  de
precisar  la  redacción  del  artículo,  la  Comisión  acordó  realizar  las
siguientes enmiendas en el inciso final:

- Reemplazar la expresión “a su” por “al”.

-  Intercalar  a  continuación  de  la  voz
“jerárquico” y antes de la coma (“,”), la frase “de dicho funcionario”.

Los acuerdos precitados fueron adoptados por
la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables
Senadores señores Lagos, Larraín,  don Carlos,  Muñoz y Zaldívar,  en
virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento de
la Corporación.

Número 10

Artículo 62.-

Faculta  al  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y
Turismo para  que  dicte  uno  o  más  reglamentos  sobre  diversas  materias
relacionadas  con  el  proyecto  de  ley,  en  especial,  con  respecto  a  la
información que deben recibir los consumidores de tarjetas de crédito,  de
créditos  hipotecarios  y  créditos  de  consumo.  Obliga,  asimismo,  a  la
adecuación  de  los  contratos  de  adhesión  suscritos  con  anterioridad  a  la
dictación de los referidos reglamentos.

Sobre  el  artículo  recayeron  las  indicaciones
números 60, 61, 62 y 63.

La  indicación  número  60, de  los  Honorables
Senadores señores Escalona, Frei y Lagos, para agregar al final del numeral
4.-, lo siguiente:

“Para los efectos de esta ley y el ejercicio de las
facultades fiscalizadoras del SERNAC, se entenderá para todos los efectos
legales por renegociación, repactación y prórroga, lo siguiente:

a) Renegociación: Un acuerdo de voluntades entre
el  proveedor  y  el  consumidor  en  virtud  del  cual  de  común  acuerdo
renegocien  uno  o  más  productos  que  el  consumidor  hubiere  contratado,
como  asimismo,  las  condiciones  generales  de  éstos  y  la  deuda  que  al
momento de dicha renegociación mantuviere vigente el deudor, fijándose, en
consecuencia, las nuevas condiciones, ampliación de la línea de crédito o
cupo,  plazos,  tasas  y  demás  elementos  propios  de  la  contratación  del
convenio financiero existente con el proveedor.
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b) Repactación:  se entenderá por  tal  el  acuerdo
entre el proveedor y el consumidor respecto de la reprogramación de una
deuda  específica  y  determinada  en  cuanto  a  sus  plazos  de  cancelación,
condiciones de tasa de interés y forma de pago de la misma, emitiéndose al
efecto  un  nuevo  documento  donde  conste  la  deuda  el  que  produce  la
novación  de la  misma y,  por  tanto,  deja  regularizada en su  integridad el
cumplimiento comercial y financiero oportuno del consumidor.

c)  Prórroga:  El  acuerdo  entre  proveedor  y
consumidor única y exclusivamente respecto de las cuotas o fechas de pago
de una deuda, en virtud del cual el proveedor le otorga un plazo adicional al
primitivamente  pactado  para  el  cumplimiento  del  pago  de  esta,  no
produciéndose  novación  al  efecto,  manteniéndose  los  mismos  títulos  de
deuda vigentes a la fecha de la prórroga. En el intertanto que se produzca el
cumplimiento  del  pago  de  dicha  deuda  dentro  del  plazo  de  prorroga
otorgado, el consumidor no podrá seguir haciendo uso de nuevos créditos,
tarjeta  o avances en efectivo  con el  proveedor,  en tanto  no se  pague la
deuda indicada, la que para todos los efectos que procedan, se entenderá no
cumplida en tiempo y forma pactado, situación que quedara subsanada y
regularizada con el pago de la deuda dentro del plazo de prórroga concedido
al efecto.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de
Economía, señor Eduardo Escalona, se manifestó en desacuerdo con la
indicación, ya que las definiciones que se pretenden incorporar acotan un
escenario que pude ser burlado por los administrados mediante la creación
de  nuevas  figuras  comerciales  que  eludan  los  conceptos  legales,  por
ejemplo,  en  un  plano  hipotético,  una  entidad  comercial  podría  lanzar  al
mercado  un producto  que se  denomine  recrédito,  con lo  cual  evitará  las
descripciones propuestas.

Por otro lado, señaló, los ansiados efectos ya han
sido  abordados  en  buena  medida,  por  la  ley  sobre  protección  de  datos
personales, particularmente, respecto del efecto liberatorio que puede tener
cualquiera de estas convenciones, no sólo respecto del cumplimiento de la
obligación  principal,  sino  también,  sobre  su  posibilidad  de  excluir  a  una
persona de los boletines de informaciones comerciales,  normativa que ha
tenido una correcta interpretación de los tribunales de justicia, en su mayoría,
a favor de los consumidores, por tanto, no debiera innovarse en la materia,
pues puede alterarse el resultado de litigios que están en desarrollo.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Carlos, expresó que las definiciones propuestas en la indicación debieran
entregarse  al  reglamento,  ya  que  son  materias  propias  de  este  ámbito
jurídico.

El Honorable Senador señor Lagos declaró que
los  conceptos  mencionados  son  prácticas  comerciales  que  no  han  sido
definidos  en  ningún  texto  legal,  por  ende,  consideró  conveniente  incluir
algunas  definiciones,  aunque  comprende  las  razones  del  Ejecutivo  para
oponerse a la indicación, ya que la práctica comercial puede superar a la
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norma con la elaboración constante de productos o servicios nuevos, siendo
imposible regular todos los casos. No obstante, agregó que en el proyecto de
ley que regula el tratamiento tributario de derivados se incorporaron una serie
de nociones,  siendo que  el  mercado de  opciones  es  más  fecundo en la
novedad de productos.

El  asesor del  Ministerio  de  Economía,  señor
Alejandro  Arriagada, expuso  que  la  técnica  legislativa  de  definición,
importada de los países nórdicos principalmente,  genera habitualmente la
problemática de los numerus clausus, y en un mundo tan dinámico como el
financiero,  los conceptos  pierden vigencia con facilidad,  entregando a  los
tribunales, por la vía jurisprudencial, la adaptación de los términos a nociones
más actuales, lo que no siempre es lo más recomendable.

El  Director  del  SERNAC,  señor  Juan Antonio
Peribonio, señaló por su parte, que en presencia de contratos de adhesión,
como los que se intenta regular, desde una óptica jurídica, la forma como se
denominen los documentos que firmen los consumidores es irrelevante, ya
que en las convenciones mencionadas, el cliente no tiene posibilidades de
negociar. La importancia radicará, aseveró, en la naturaleza jurídica del acto
comercial celebrado, por eso es inconveniente definirlo porque su esencia
puede ser distinta al título señalado.

El  Honorable Senador señor Muñoz estimó que
lo  discutido  tiene  relación  con  el  debate  que  se  ha  sostenido  en  otras
Comisiones sobre la conciliación de las deudas civiles o personales, pues en
ambos  casos  se  mencionan  figuras  comerciales  como  la  renegociación,
fijación de plazos o condiciones, y en esas instancias ha estado de acuerdo
con la incorporación de conceptos, por lo que apoyará la aprobación de la
indicación.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar, si  bien
concordó con la indicación, expresó comprender las objeciones planteadas
por  los representantes  del  Ejecutivo,  en especial,  que la  celeridad de los
cambios en materia comercial pueda sobrepasar las tipificaciones legales.

La indicación número 60 fue aprobada por tres
votos  a  favor  y  uno  en  contra.  Votaron  a  favor  los  Honorables
Senadores señores Lagos, Muñoz y Zaldívar, y en contra el Honorable
Senador señor Larraín, don Carlos.

Con  motivo  del  estudio  de  las  indicaciones
presentadas el 14 de octubre de 2011 por Su Excelencia el Presidente
de la República, las Comisiones de Economía y de Hacienda, unidas,
acordaron respecto de la indicación número 60, recién descrita, reabrir
el debate y rechazarla por la unanimidad de los miembros presentes de
las  Comisiones  unidas,  Honorables  Senadores  señores  Espina,  Frei,
García (como miembro de ambas Comisiones), Lagos, Pérez, don Víctor
(como miembro de ambas Comisiones), Tuma y Zaldívar.
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En virtud de la aprobación de las indicaciones
números 41 y 41 A, que eliminaron el plazo de vigencia y la necesidad
de renovación del Sello, se aprobó con idéntica votación, suprimir en el
numeral  4.,  del  artículo  62,  la  frase  “y  renovación”;  e  intercalar  a
continuación  de  la  voz  “mantención”,  antes  de  la  coma (“,”)  que  la
sucede, que se elimina, la conjunción “y”; por último, se realizó en su
número 4.-, una enmienda de concordancia, todo ello,  en virtud de lo
dispuesto  en  el  artículo  121,  inciso  final,  del  reglamento  de  la
Corporación.

La  indicación  número  61, de  los  Honorables
Senadores señores Escalona, Frei y Lagos, para incorporar un N° 5, nuevo,
del siguiente tenor:

“5.  El  Servicio  Nacional  del  Consumidor  de
conformidad a las normas establecidas en la presente Ley tendrá asimismo
facultades de fiscalización y control respecto de los cobros de honorarios y
gastos que realicen las empresas de cobranza, en el ejercicio de su labor de
cobro  a  los  consumidores  que  se  encuentren  en  mora  o  impagos  en  la
cancelación  de  sus  créditos,  ello  en  cuanto  a  que  éstas  den  estricto
cumplimiento  a  las  tarifas,  tasas  y  gastos  de  cobranza  informados
previamente por el proveedor de servicios financieros al consumidor.”

La indicación fue declarada inadmisible por el
señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el
número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de
la República.

La  indicación  número  62, de  los  Honorables
Senadores señores Larraín,  don Hernán y Novoa,  para eliminar su inciso
final.

La  indicación  fue  retirada  por  el  Honorable
Senador señor Novoa.

No obstante, con el objeto de prevenir eventuales
dudas  de  constitucionalidad  en  relación  con  los  derechos  adquiridos,  la
Comisión  acordó  realizar  las  siguientes  enmiendas  en  el  inciso  final,  del
artículo 62:

- Agregar al inicio, antes de la frase “los contratos
de adhesión”, la expresión “Los proveedores que deban modificar”.

-  Reemplazar  la voz “suscritos” por la expresión
“que hayan suscrito”.

-  Sustituir  la  frase  “el  inciso  anterior”  por  “este
artículo,”.

- Eliminar la expresión “deberán ser modificados”.
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-  Intercalar  a  continuación  de  la  coma  (“,”)  que
sucede a la voz “éstos” y antes de la frase “en un plazo”,  la oración “en
aquellas materias que no afecten la esencia de los derechos adquiridos bajo
el régimen legal anterior, deberán, a su costa, enviar por cualquier medio
físico  o  tecnológico  a  los  consumidores,  un  anexo  que  detalle  las
modificaciones,”.

Los acuerdos precitados fueron adoptados por
la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores
señores  Escalona,  Frei,  Kuschel,  Lagos  y  Novoa,  en  virtud  de  lo
dispuesto  en  el  artículo  121,  inciso  final,  del  reglamento  de  la
Corporación.

La  indicación  número  63, de  la  Honorable
Senadora señora Allende, para agregar un inciso final, del siguiente tenor:

“En el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  deberá
establecerse un comité asesor que funcionará como instancia permanente de
formulación, evaluación y actualización de los reglamentos que habla esta
ley, así como de la demás normativa pertinente. En esta instancia deberán
considerarse las organizaciones para la defensa de los consumidores de las
que habla el Párrafo 2º del Título II de esta ley”.

La indicación fue declarada inadmisible por el
señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el
número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de
la República.

Artículo 2°

Crea  en  la  Planta  de  Directivos  del  Servicio
Nacional del Consumidor, un cargo de jefe de división grado 4°, Escala Única
de Sueldos,  afecto  al  segundo nivel  jerárquico del  Título  VI  de  la  ley N°
19.882 y dos cargos de jefes de departamento, grado 5°, Escala Única de
Sueldos, afectos al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004,
del  Ministerio  de  Hacienda.  Uno  de  estos  departamentos  se  denominará
"Departamento de Protección al Consumidor Financiero".

El  Director  del  SERNAC,  señor  Juan Antonio
Peribonio, explicó  que  actualmente  el  Servicio  que  dirige  cuenta  con
doscientos  cuarenta  funcionarios,  a  nivel  nacional.  Con  el  presupuesto
considerado para el presente proyecto de ley se contempla la creación de
tres cargos de planta, uno de jefe de división y dos jefes de departamento;
veinticinco cargos a contrata y,  adicionalmente,  faculta al  organismo para
contratar a veinticinco funcionarios a honorarios, que serán distribuidos a lo
largo de todo el territorio nacional.
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Cabe agregar, indicó, que a petición del Honorable
Senador señor Zaldívar, miembro de la Comisión de Economía, se incorporó
un ítem especial en el presupuesto del año 2012, por un período de un año,
para efectos de la contratación de personal a honorarios, principalmente para
cumplir  las  funciones  relacionadas  con  el  proceso  de  revisión  del  Sello
SERNAC,  ya  que  opera  el  silencio  positivo,  donde,  vencido  el  plazo
establecido por la ley para la revisión sin que el Servicio se pronuncie, se
entenderá favorable la solicitud del Sello.

El  Honorable  Senador  señor  Larraín,  don
Carlos, no compartió la idea de aumentar la planta del Servicio, pues existe
la posibilidad de contratar personal externo, en particular, para la etapa inicial
de otorgamiento del Sello. En su opinión, sería más eficaz un organismo con
menor dotación permanente que impida la burocratización del ente estatal,
consecuencia  perjudicial  para  los  contribuyentes  y  para  otras  políticas
públicas,  hoy  en  discusión,  como  una  posible  reforma  al  sistema
educacional.

El  Director  del  SERNAC,  señor  Juan Antonio
Peribonio, no estuvo de acuerdo con Su Señoría, ya que la planta considera
sólo  tres  funcionarios  adicionales,  el  otro  personal  es  a  contrata  o  a
honorarios, según sea el caso, y excepcionalmente, el ítem especial antes
señalado  considera  ocho  funcionarios  más  para  la  entrega  del  Sello
SERNAC durante un año.

El  Honorable  Senador  señor  Zaldívar recordó
que  el  planteamiento  inicial  era  implementar  un  Servicio  Nacional  del
Consumidor Financiero, separado del SERNAC actual, y que por razones de
economía,  fundamentalmente,  el  Ejecutivo  ha  presentado  un  proyecto
dotando  de  funciones  fiscalizadoras  en  materia  financiera  al  organismo
estatal ya existente, sin crear uno nuevo. Por tal razón, puso de manifiesto
que la dotación existente en el Servicio en la actualidad no será suficiente
para la  mayor  carga laboral  que significará la  aprobación de un proyecto
como el debatido.

El  Director  del  SERNAC,  señor  Juan Antonio
Peribonio, dio a conocer a la Comisión que seis meses atrás se contrató a la
Dirección  de  Investigaciones  Científicas  y  Tecnológicas  de  la  Pontificia
Universidad Católica de Chile (DICTUC) para la elaboración de un estudio
sobre la proyección de demanda esperada por la aprobación del presente
proyecto  de ley,  y  en  principio  se  informó que en los  horarios  de mayor
afluencia la demanda aumentará, aproximadamente, en un 30 %. El referido
estudio,  afirmó,  ha  servido  de  fundamento  para  los  fondos  fiscales
solicitados.

Puesto  en  votación,  fue  aprobado  por  tres
votos  a  favor  y  uno  en  contra.  Votaron  a  favor  los  Honorables
Senadores señores Lagos, Muñoz y Zaldívar, y en contra el Honorable
Senador señor Larraín, don Carlos.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.-

Incrementa  la  dotación  máxima  del  Servicio
Nacional del Consumidor, para el año 2011, en 23 cupos.

Puesto  en  votación,  fue  aprobado  por  tres
votos  a  favor  y  uno  en  contra.  Votaron  a  favor  los  Honorables
Senadores señores Lagos, Muñoz y Zaldívar, y en contra el Honorable
Senador señor Larraín, don Carlos.

Artículo cuarto.-

El costo anual que se origine por la aplicación de
esta  ley  y  de  los  incrementos  de  cargos  en  la  planta  de  personal  y  de
dotación  máxima  que  disponen  los  artículos  2°  y  primero  transitorio,  se
financiará  con  cargo  al  Presupuesto  vigente  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor y en lo que no fuere posible, con cargo al ítem 50-01-03-24-03-
104 de la partida Tesoro Público del Presupuesto del Sector Público.

Puesto  en  votación,  fue  aprobado  por  tres
votos  a  favor  y  uno  en  contra.  Votaron  a  favor  los  Honorables
Senadores señores Lagos, Muñoz y Zaldívar, y en contra el Honorable
Senador señor Larraín, don Carlos.

Artículo sexto.-

Obliga a los bancos e instituciones financieras que
provean  productos  o  servicios  financieros,  a  adecuar  a  las  normas
propuestas  en  el  proyecto  de  ley,  los  contratos  de  adhesión  que  tengan
vigentes.

Fue objeto de la  indicación número 64, de los
Honorables  Senadores  señores  Larraín,  don  Hernán  y  Novoa,  para
suprimirlo.

La  indicación  fue  retirada  por  el  Honorable
Senador señor Novoa.

No obstante, con el objeto de prevenir eventuales
dudas  de  constitucionalidad  en  relación  con  los  derechos  adquiridos,  la
Comisión  acordó  realizar  las  siguientes  enmiendas  en  el  artículo  sexto
transitorio:

-  Eliminar  la  frase “adecuar  a  las  normas  de la
presente ley”.
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- Intercalar a continuación de la expresión “a su
costa,” y antes del artículo “los”, el vocablo “modificar”.

- Reemplazar la frase “que tengan vigentes, dentro
del”  por  la  oración  “que  hayan  suscrito  con  antelación  a  la  entrada  en
vigencia  de  esta  ley,  para  adecuarlos  a  sus  disposiciones  en  aquellas
materias  que  no  afecten  la  esencia  de  los  derechos  adquiridos  bajo  el
régimen legal anterior, y enviar por cualquier medio físico o tecnológico a los
consumidores, un anexo que detalle las modificaciones, en el”

Los acuerdos precitados fueron adoptados por
la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores
señores  Escalona,  Frei,  Kuschel,  Lagos  y  Novoa,  en  virtud  de  lo
dispuesto  en  el  artículo  121,  inciso  final,  del  reglamento  de  la
Corporación.

Finalmente, la Comisión se abocó al estudio de la
indicación número 65,  de la Honorable Senadora señora Allende, que fue
incluida al final, por no estar referida a una norma precisa, ya que el artículo
17 F no tiene letras. La indicación propone incorporar en el artículo 17 F del
proyecto de ley una letra h) nueva, cuya redacción es la siguiente:

“Los  contratos  de  adhesión  de  productos  y
servicios deberán contener al inicio una hoja con un resumen estandarizado
de sus principales cláusulas, debiendo los proveedores incluir esta hoja en
sus ofertas, para facilitar su comparación”.

Fue discutida simultáneamente con la  indicación
número 47, también de Su Señoría, donde se solicitaba suprimir el artículo
55 D de la iniciativa legal en estudio.

En la discusión, el  Jefe de la  División Jurídica
del Ministerio de Economía, señor Eduardo Escalona, hizo presente la
concomitancia  existente  entre  ambas indicaciones,  porque en la  presente
indicación se pretende establecer una letra h), nueva, en el artículo 17 F del
proyecto de ley en debate, que exija la hoja de resumen estandarizada con
las principales cláusulas no sólo a los contratos con Sello SERNAC sino a
todos  los  contratos  de  adhesión,  siendo  indispensable  para  mantener  la
coherencia del texto, suprimir el artículo 55 D en cuestión.

Por  tales  motivos,  el  Ejecutivo  manifestó  su
acuerdo con la supresión, sólo en la medida que se intercalara, a su vez, el
artículo propuesto en la presente indicación como 17 C.- de la iniciativa legal,
ya  que el  artículo  17  en su  conjunto  se  refiere  a  todos los  contratos  de
adhesión, y no solamente a los de Sello SERNAC. Del mismo modo, propuso
afinar el  texto sugerido en la indicación que se discute, estableciendo las
diferencias de las distintas categorías de productos y servicios financieros
por medio de los reglamentos que se dicten al efecto.
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La  Comisión  concordó  con  la  propuesta  del
Ejecutivo, por consiguiente, la indicación número 65 fue aprobada, con
modificaciones,  por  la  unanimidad  de los miembros  presentes  de  la
Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Larraín,
don Hernán y Sabag.

En  virtud  de  la  aprobación  de  la  presente
indicación,  se  intercala  un artículo  17  C.-,  nuevo,  pasando  en
consecuencia, los artículos 17 C.-, 17 D.-, 17 E.-, 17 F.-, 17 G.-, 17 H.-, 17
I.-  y 17 J.-,  aprobados por la Comisión de Economía, en su segundo
informe, a ser los artículos 17 D.-, 17 E.-, 17 F.-, 17 G.-, 17 H.-, 17 I.-, 17
J.- y 17 K.-, respectivamente, como se dará cuenta en su oportunidad.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de
Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 2 de agosto de 2010, señala, de
modo textual, lo siguiente:

“El  presente  proyecto  de  ley  introduce
modificaciones  específicas  a  la  Ley  N°  19.496,  sobre  Protección  de  los
Derechos de los Consumidores, tales como: 

1.  Ampliar  las atribuciones del  Servicio  Nacional
del Consumidor (SERNAC) para requerir información adicional a la vigente, a
empresas de sectores regulados y al Sector Financiero.

2.  Conferir  el  carácter  de  Ministros  de  Fe  a
determinados funcionarios del servicio.

3.  Establecer  para  los  organismos  con
competencia  sectorial  la  obligación  de  comunicar  al  SERNAC  las
resoluciones que dicten en virtud de denuncias realizadas por este.

4. Adecuación de su planta orgánica para permitir
la contratación de personal que desarrolle funciones relativas a mercados. 

5.  Facultar  al  Presidente  de  la  República  para
dictar  reglamentos  en  la  materia,  y  para  crear  unidades  funcionales
especializadas en sectores sujetos a regulación por leyes especiales. 

El  Artículo  Primero  Transitorio  incrementa  la
dotación máxima del SERNAC en 23 cupos, entre los cuales, en la Planta de
Directivos, se crea un cargo de jefe de división grado 4° EUS, y dos cargos
de jefes de departamentos, grado 5° EUS. El resto corresponden a 20 cupos
de profesionales. Dichos cupos podrán reasignarse desde otros Programas
de la Partida.
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El costo fiscal total  anual máximo estimado para
esta  iniciativa  es  de  $463.180  miles,  de  los  cuales  $446.680  miles
corresponden a Personal, y $16.500 miles a Bienes de Consumo, los que
serán  financiados  durante  el  año  2010  con  cargo  al  Presupuesto  de  la
Partida Ministerio de Economía Fomento y Turismo, y en lo que faltare, con
cargo a  la  partida  presupuestaria  Tesoro  Público.  Asimismo,  en  los  años
siguientes será financiado con cargo al presupuesto regular del SERNAC.”

Posteriormente, con fecha 13 de octubre de 2010,
la Dirección de Presupuesto emitió un Informe Financiero, que acompañó a
una indicación que modifica el proyecto de ley, del siguiente tenor:

“En  lo  sustantivo,  la  indicación  perfecciona
especialmente  los  contratos  por  adhesión  en  el  mercado  de  servicios
financieros,  dejando  establecido  en  la  ley  las  condiciones  mínimas  que
deben  contener, los derechos del consumidor y las infracciones que pueden
ocasionar las omisiones. Del mismo modo, se dictan algunas normas sobre el
"sello SERNAC" para estos mismos servicios o  productos y se precisan los
grados que podrán tener los funcionarios a los que se podrá conferir la calidad
de ministros de fe.

El Artículo Primero Transitorio del  proyecto de ley
incrementa la dotación máxima del SERNAC en 23 cupos, entre los cuales, en la
Planta de Directivos, se crea un cargo de jefe de división grado 4° EUS, y dos
cargos de jefes de departamentos, grado 5° EUS. El resto corresponden a 20
cupos  de  profesionales.  Dichos  cupos  podrán  reasignarse  desde  otros
Programas de la Partida.

La presente indicación amplía la opción, en cuanto
al grado de la EUS, que podrán tener los directivos y profesionales a los que se
podrá investir la calidad de ministros de fe, hasta grado 8°,  en el caso de las
regiones  en  que  el  grado  6° EUS  o  inferior  sólo  corresponda  al  Director
Regional.

Dada las modificaciones reseñadas, el costo fiscal
total anual máximo para esta iniciativa totaliza $1.080.520 miles, de los cuales
para  gastos  en  personal  se  consideran  $695.775  miles,  para  Bienes  y
Servicios  282.381  miles  y  para  Activos  no  Financieros,  la  diferencia  por
$102.364 miles. Todo lo anterior, representa un gasto adicional, respecto del
Informe Financiero original de $617.340 miles.

Estos  gastos  serán  financiados  durante  el  año
2010  con  cargo  al  Presupuesto  de  la  Partida  Ministerio  de  Economía
Fomento  y  Turismo,  y  en  lo  que  faltare,  con  cargo  a  la  partida
presupuestaria  Tesoro  Público.  Asimismo,  en  los  años  siguientes  será
financiado con cargo al presupuesto regular del SERNAC.”

Luego, el 14 de diciembre de 2010, la Dirección de
Presupuesto acompañó a una indicación que modifica el proyecto de ley, un
Informe Financiero, cuyo texto es el siguiente:
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“En  lo  sustantivo,  la  indicación  perfecciona  los
contratos de adhesión en el mercado de servicios financieros, especialmente
para la oferta de dichos servicios en forma conjunta, obligando al proveedor
a ofrecer separadamente los productos incluidos en su oferta que se pueden
contratar en forma separada con otros proveedores mediante un contrato de
adhesión. Asimismo, establece la obligación de informar en toda cotización y
publicidad todos los precios, tasas, cargos, comisiones, costos o tarifas de
los productos ofrecidos conjuntamente y las condiciones que rigen a cada
uno de ellos, incluidos los cambios en sus valores si el cliente decide poner
término  a  uno  o  más  de  dichos  productos,  como  también,  informar  las
comparaciones de esos valores con aquellos ofrecidos originalmente, en el
caso que se contraten separadamente.

La presente indicación también establece que los
proveedores  no  podrán  efectuar  cambios  en  los  precios,  tasas,  cargos,
comisiones,  costos  o  tarifas  de  un  producto  o  servicio  financiero  que
dependan  de  la  mantención  de  otro,  cuando  el  término  de  este  último
obedece a causas no imputables al consumidor. El incumplimiento de dicha
obligación será sancionado con multa de hasta 700 UTM, que podría generar
mayores ingresos fiscales del orden de los $526 millones al año.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  cabe señalar  que la
presente indicación no implica mayor gasto fiscal.”.

Luego, el  1° de agosto de 2011, la Dirección de
Presupuesto acompañó a las indicaciones que modifican el proyecto de ley,
un Informe Financiero, cuyo texto es el siguiente:

I.- Antecedentes

La  presente  indicación  estable  nuevos  derechos
para  los  consumidores  de  productos  y  servicios  financieros  que  deberán
reflejarse en todos los contratos que ofrezca cualquier proveedor de esos
productos o servicios, creándose ilícitos especialmente relevantes como la
prohibición de las denominadas ventas atadas, restricciones significativas a
la promoción de productos a personas que pueden ver limitada su voluntad
para contratarlos y la obligación de permitir el pago de créditos a través de
transferencias  o  convenios  de pago de otras  entidades,  en  caso que los
primeros ofrezcan la modalidad de pago automático, entre otros importantes
derechos.

En caso de incumplimiento de las obligaciones de
los  proveedores,  se  establecen  por  primera  vez  multas  relevantes  para
aquéllos, igualándose a las más altas que contempla la Ley de Protección de
los Derechos de los Consumidores, esto es, hasta 1.000 unidades tributarias
mensuales, en el caso de los proveedores que promocionen o distribuyan un
contrato de adhesión de un producto o servicio financiero sin sello SERNAC
como si  lo tuviere, o no cumplan las obligaciones dispuestas en la ley,  y
hasta 750 unidades tributarias mensuales para los demás casos. Se mejoran
las condiciones para que los consumidores puedan acceder a la información
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sobre los productos y servicios que se les ofrecen, principalmente mejorando
los canales de información a través de Internet.

Se  crea  el  “sello  SERNAC”,  instrumento  que
permitirá dar confianza a los consumidores de que los contratos de adhesión
que lo tengan se ajustan a la normativa vigente, pues esta constatación se
habrá  efectuado  previamente  por  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor
(SERNAC).  Una de las  condiciones establecidas para  otorgar  dicho sello
será  contar  con  un  Servicio  de  Atención  al  Cliente  (SAC)  y  permitir  al
consumidor recurrir a un “Mediador” (nueva figura creada en la Ley), cuya
función  será  resolver  controversias,  quejas  o  reclamos  en  caso  de
insatisfacción  con  el  SAC.  Los  proveedores  de  productos  y  servicios
financieros  que  deseen  obtener  el  sello  SERNAC deberán  someter  a  su
revisión  todos  los  contratos  de  adhesión  que  ofrezcan,  relativos  a  los
productos y servicios financieros que se indican.

Se  amplían  las  atribuciones  del  SERNAC  para
requerir información más detallada y adicional a la básica comercial,  para
que pueda desarrollar estadísticas, informes y comparaciones útiles para los
consumidores de toda clase de bienes y servicios. Por otra parte, confiere el
carácter  de  ministros  de  fe  a  determinados  funcionarios  del  SERNAC,
designados  por  el  director  de  este  servicio,  los  que  podrán  certificar  los
hechos relativos  al  cumplimiento  de la  normativa contenida en la  Ley N°
19.496  que  consignen  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  los  que
constituirán presunción legal.

Se  faculta  al  Presidente  de  la  República  para
dictar  reglamentos  que  permitan  hacer  efectivas  las  normas  legales  que
contienen estos nuevos derechos para los consumidores y deberes para los
proveedores, entre los cuales deben expedirse los siguientes: información al
consumidor de tarjetas de crédito bancarias y no bancarias, información al
consumidor en créditos hipotecarios, información al consumidor en créditos
de consumo, y organización y funcionamiento del sello SERNAC.

Se establecen reglas especiales para la  entrada
en vigencia de la ley y de los reglamentos que se deben dictar de acuerdo a
sus  mandatos,  así  como  vigencias  diferidas  para  la  exigibilidad  de
adecuación de los contratos que se deben someter al marco legal aplicable
para los contratos de adhesión de productos y servicios financieros.

II.- Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto
Fiscal.

Dada las modificaciones reseñadas, la indicación
produce  un mayor costo anual en régimen de M$ 44.400, requiriéndose
una  inversión inicial para sistemas y equipos por M$ 73.164 y  apoyos
transitorios (entre 9 y 15 meses) para generación de sellos iniciales por un
total de M$ 183.000, como se indica en los cuadros siguientes:
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Miles $ 2011
Resumen Gastos por Subtítulos 1° año 2° año En

régimen
Personal 194.400 59.400 44.400
Desarrollo de Software (Gestión de Contratos, Gestión de
Mediadores, Sistema de Atención de Clientes y Registro
de  Resoluciones  Administrativas  de  Entidades
Fiscalizadoras).

59.292 0 0

Inversiones  (Equipamiento  Informático  y  Licencias  de
Software)

13.872 0 0

Total Costos Anuales 267.564 59.400 44.400

Desglose Personal                                                             Miles $ 2011
Cargos N° Costo

Mensual
1° año 2° año En

régimen
Ingeniero Informático (1) 1 1.700 20.400 20.400 20.400
Abogados (2) 6 2.000 114.000 24.000 24.000
Gerente de Proyecto (3) 1 5.000 60.000 15.000
Total Costos del Personal Anual 194.400 59.400 44.400

(1) Permanente.
(2) Corresponde a personal  de apoyo,  durante 9 meses, que atenderá la revisión inicial de solicitudes de sello
SERNAC. Posteriormente, 1 será permanente.
(3) Su función principal es liderar, con una perspectiva de gestión ejecutiva, la etapa de  diseño, instalación y puesta
en marcha del proyecto “SERNAC financiero” en todos sus procesos relevantes. El período de gestión es de 15
meses.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal
en  informe  no  producirán  desequilibrios  macroeconómicos  ni  incidirán
negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES

En  mérito  de  los  acuerdos  anteriores,  vuestra
Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto
de  ley  despachado  por  la  Comisión  de  Economía,  con  las  siguientes
enmiendas:

Artículo 1°

Número 1.

Artículo 3°

Inciso segundo

Letra a)
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-Reemplazar  el  numeral  “17  F”  por  “17  G.-”,
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado);
e  intercalar  a  continuación,  antes  del  punto  y  coma (“;”),  la  frase“,  y  ser
informado  por  escrito  de  las  razones  del  rechazo  a  la  contratación  del
servicio  financiero,  las  que  deberán  fundarse  en  condiciones  objetivas”.
(Mayoría de votos 3 a favor y 2 en contra. Indicación número 1).

Número 2.

Reemplazar en su encabezado, la expresión “17 A
al 17 J” por “17 A.- a 17 L.-”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final,
del reglamento del Senado).

Artículo 17 B.-

Letra b)

Suprimir el término “legales”. (Mayoría de votos 4
a favor y 1 abstención. Indicación número 5).

Letra d)

-Reemplazar  el  numeral  “17  G”  por  “17  H.-”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

-Intercalar a continuación de la frase “mediante su
firma” y antes del punto aparte (“.”), la expresión “en el mismo”. (Unanimidad
5x0. Indicación número 6).

- - -

Intercalar el siguiente artículo 17 C.-, nuevo:

“Los  contratos  de  adhesión  de  productos  y
servicios financieros deberán contener al  inicio  una hoja con un resumen
estandarizado de sus principales cláusulas y los proveedores deberán incluir
esta  hoja  en  sus  cotizaciones,  para  facilitar  su  comparación  por  los
consumidores. Los reglamentos que se dicten de conformidad con esta ley
deberán establecer el formato, el contenido y las demás características que
esta hoja resumen deberá contener, los que podrán diferir entre las distintas
categorías  de  productos  y  servicios  financieros.”.(Unanimidad  4x0.
Indicaciones números 47 y 65).

- - -

Artículo 17 C.-
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Pasó  a  ser  artículo  17  D.-,  con  las  siguientes
modificaciones:

Inciso cuarto

Eliminar  las  expresiones  “injustificadamente”  e
“injustificado”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 9).

Inciso quinto

-Intercalar  la  expresión  “contrato  de”,  a
continuación  de  la  frase  “no  podrá  incluirse  en  el”  y  antes  del  vocablo
“mutuo”.

-Reemplazar la frase “salvo expresa solicitud del
deudor” por “salvo solicitud escrita del deudor efectuada por cualquier medio
físico o tecnológico”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 10 y 11).

Artículo 17 D.-

Pasó  a  ser  17  E.-,  con  las  siguientes
modificaciones:

Inciso primero

Sustituir  la  expresión  “además”  por  la  frase “sin
perjuicio”,  y  la  expresión  “determine”  por  la  frase  “pudiere  determinar”.
(Unanimidad 3x0. Indicación número 13).

Artículo 17 E.-

Pasó a ser 17 F.-, sin enmiendas.

Artículo 17 F.-

Pasó  a  ser  17  G.-,  con  las  siguientes
modificaciones:

Incorporar  un  inciso  segundo,  nuevo,  con  la
redacción siguiente:

“Con todo, las cotizaciones no podrán tener una
vigencia menor a siete días hábiles a contar de su comunicación al público,
según determine el reglamento de acuerdo a la naturaleza de cada contrato”.
(Unanimidad 3x0. Indicación número 16).

Inciso segundo

Pasó  a  ser  inciso  tercero,  con  las  siguientes
enmiendas:
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Reemplazar la conjunción “y” que figura entre los
vocablos “costos” y “tarifas”, por una coma (“,”); intercalar luego de la palabra
“tarifas”,  seguida  de  una  coma  (“,”),  la  frase  “condiciones  y  vigencia”;  y
suprimir luego de la palabra “conjuntamente”, la expresión “y las condiciones
que rigen a cada uno de ellos”.(Unanimidad 3x0. Indicaciones  números
14, 15 y 16).

Artículo 17 G.-

Pasó a ser 17 H.- con la siguiente enmienda:

Inciso tercero

Reemplazar la frase “si el Servicio de Atención al
Cliente o el Mediador resuelven en forma favorable”, por “si el Servicio de
Atención al Cliente, el Mediador o el Árbitro Financiero acoge”. (Unanimidad
9x0. Indicación número 19 A).

Inciso cuarto

Intercalar  la  preposición  “que”  entre  la  voz
“condicionar”  y  la  frase “la  compra”;  y  suprimir  la  expresión “a  que”,  que
figura  entre  el  vocablo  “consumo”  y  la  frase  “se  realice  exclusivamente”
(Unanimidad 9x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Artículos 17 H.- y 17 I.-

Pasaron a ser 17 I.- y 17 J.-, respectivamente, sin
enmiendas.

Artículo 17 J.-

Pasó a ser 17 K.-, con la siguiente enmienda:

Reemplazar  el  numeral  “17  I”  por  “17  J.-”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

- - -

Intercalar el siguiente artículo 17 L.-, nuevo:

“Artículo  17  L.-  Los  proveedores  de  servicios  o
productos financieros que entreguen la información que se le exige en esta
ley de manera que induzca a error al consumidor o a través de publicidad
engañosa, sin la cual no se hubiere contratado el servicio o producto, serán
sancionados con las multas previstas en el artículo 24 en sus respectivos
casos,  sin perjuicio  de las indemnizaciones que pueda determinar el  juez
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competente de acuerdo a la presente ley.”.  (Unanimidad 4x0. Indicación
número 17).

- - -

Número 5.

-  Sustituir,  en  su  encabezado,  la  denominación
“del  Mediador”,  por  la  frase  “del  Sistema  de  Solución  de  Controversias”.
(Unanimidad 9x0. Indicaciones números 25 y 25 A).

- Eliminar, en su encabezado, la denominación “55
E”. (Unanimidad  5x0.  Artículo  121,  inciso  final,  del  reglamento  del
Senado).

Artículo 55.-

Inciso primero

Sustituir el término “podrá” por “deberá”; y agregar,
entre el término “financiero” y el punto aparte (“.”), que se reemplaza por dos
puntos (“:”),  la  siguiente oración “,  cuando dichas entidades lo  soliciten y
demuestren cumplir con las siguientes condiciones”. (Mayoría de votos 4 a
favor y 1 abstención. Indicación número 26).

Inciso segundo

Suprimir su encabezado, pasando sus  numerales
1.-, 2.- y 3.-, a formar parte del inciso primero. (Mayoría de votos 4 a favor y
1 abstención. Indicación número 29);  e intercalar en este último numeral
3.-,  a  continuación  de  la  expresión  “Mediador”,  la  frase  “o  a  un  Árbitro
Financiero”,  y  reemplazar  la  expresión  “resuelto”  por  “respondido”.
(Unanimidad 9x0. Indicación número 31 A).

Inciso tercero

Pasó a ser inciso segundo, sin enmiendas.

Artículo 55 B.-

Inciso primero

Reemplazar la expresión “tercero” por “segundo”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Inciso segundo

-  Sustituir  la  expresión  “segundo”  por  “primero”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).
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- Suprimir  la  frase “y  que desee mantenerlo,”;  y
agregar antes del punto aparte (“.”), la frase “, en caso que quisiera mantener
el sello SERNAC”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 40).

Artículo 55 C.-

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 55 C.- El Sello SERNAC se podrá revocar
mediante  resolución  exenta  del  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor.

La  pérdida  o  revocación  del  Sello  SERNAC  se
deberá fundar en que por causas imputables al proveedor de productos o
servicios financieros se ha infringido alguna de las condiciones previstas en
este Título; en que se han dictado sentencias definitivas ejecutoriadas que
declaren la nulidad de una o varias cláusulas o estipulaciones de un contrato
de adhesión relativo a productos o servicios financieros de los enumerados
en el inciso segundo del artículo 55.-, según lo dispuesto en el artículo 17 E.-;
en que se le han aplicado multas por infracciones a lo dispuesto en esta ley
en relación con los productos o servicios financieros ofrecidos a través de un
contrato  con  Sello  SERNAC;  en  que  se  le  han  aplicado  multas  por
organismos  fiscalizadores  con  facultades  sancionadoras  respecto  de
infracciones previstas  en leyes especiales;  en  el  número y  naturaleza de
reclamos de los consumidores contra la aplicación de los referidos productos
o  servicios;  o,  finalmente,  en  que  el  proveedor,  sea  persona  natural  o
jurídica, o alguno de sus administradores, ha sido formalizado por un delito
que afecta  a un colectivo de consumidores.  El  reglamento  previsto  en el
número  4.-  del  inciso  segundo  del  artículo  62  establecerá  parámetros
objetivos, cuantificables y proporcionales al tamaño de los proveedores y el
número de sus clientes sujetos a contratos con Sello SERNAC que permitan
determinar la procedencia de las causales señaladas.

La resolución del Director del Servicio Nacional del
Consumidor que niegue el otorgamiento del Sello SERNAC o que lo revoque,
será reclamable ante el  Ministro de Economía, Fomento y Turismo, en el
plazo de diez días hábiles, contados desde su notificación al proveedor. La
reclamación deberá resolverse en el plazo de quince días hábiles desde su
interposición.

La resolución que ordene la pérdida o revocación,
obligará  al  proveedor  a  suspender  inmediatamente  toda  publicidad
relacionada con el Sello y toda distribución de sus contratos con referencias
gráficas  o  escritas  al  Sello,  según  lo  dispuesto  en  el  reglamento.”.
(Unanimidad 9x0. Indicaciones números 41 y 41 A).

Artículo 55 D.-

Suprimirlo. (Unanimidad 4x0. Indicación número
47).
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Artículo 55 E.-

Pasó a ser 55 D.-, sin enmiendas.

Artículo 56.-

Inciso primero

-  Reemplazar  la  expresión  “segundo”  por
“primero”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del
Senado).

-  Sustituir  la  expresión  “tercero”  por  “segundo”.
(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Inciso segundo

Reemplazar  la  expresión  “resolver”  por
“responder”,  y  la  voz  “decisión”  por  “respuesta”.  (Unanimidad  9x0.
Indicación número 50 A).

Inciso tercero

Sustituir  la  frase  “cumplir  la  decisión”  por   la
oración “dar cumplimiento a lo señalado en la respuesta”. (Unanimidad 9x0.
Indicación número 50 B).

Inciso cuarto

Intercalar a continuación de la frase “para que” y
antes  de  la  oración  “se  le  sancione”,  la  expresión  “,  si  procediere,”.
(Unanimidad4x0. Indicación número 51).

Artículo 56 A.- 

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 56 A.- El Mediador y el Árbitro Financiero
requeridos para dar cumplimiento a la condición dispuesta en el número 3.-
del  inciso  primero  del  artículo  55.-,  sólo  podrán  intervenir  en  una
controversia, queja o reclamación presentada por un consumidor que no se
conforme con  la  respuesta  del  Servicio  de  Atención  al  Cliente  y  que  no
hubiere  ejercido  las  acciones  que  le  confiere  esta  ley  ante  el  tribunal
competente.

El Mediador y el Árbitro Financiero deberán estar
inscritos en una nómina elaborada por el Servicio Nacional del Consumidor,
que  deberá  mantenerse  actualizada  y  disponible  en  su  sitio  web.  Esta
nómina deberá dividirse regionalmente, especificando las comunas y oficinas
en las que cada Mediador y Árbitro Financiero estará disponible para realizar
su función.
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La  inscripción  del  Mediador  y  del  Árbitro
Financiero  durará  cinco años y  para  su  renovación  deberá  acreditar  que
mantiene los requisitos previstos en este Título.

El  Mediador  o  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda, será elegido de la nómina señalada en el inciso segundo, por el
proveedor  y  el  consumidor  de  común  acuerdo,  dentro  de  los  cinco  días
hábiles siguientes a la presentación de la controversia, queja o reclamación
del consumidor respecto de la respuesta del Servicio de Atención al Cliente.
En caso que no haya acuerdo o venza el plazo indicado sin que se haya
producido la  elección de común acuerdo,  el  consumidor  podrá requerir  al
Servicio Nacional del Consumidor para que éste lo designe, dentro de los
miembros inscritos en la nómina a que se refiere el inciso segundo de este
artículo,  mediante  un  sistema  automático  que  permita  repartir
equitativamente la carga de trabajo de los Mediadores y Árbitros Financieros
inscritos en la nómina.

Los recursos para el  pago de los honorarios del
Mediador  y  del  Árbitro  Financiero  serán  de  cargo  de  los  proveedores,
quienes  ingresarán,  de  conformidad  a  lo  que  señale  el  reglamento,
semestralmente su cuota respectiva al Servicio Nacional del Consumidor, la
que  corresponderá  a  los  honorarios  de  los  Mediadores  y  de  los  Árbitros
Financieros  que  hayan  conocido  reclamos  respecto  de  ese  proveedor
durante el semestre inmediatamente anterior. 

Los servicios del Mediador y del Árbitro Financiero
serán  gratuitos  para  el  consumidor  y  sus  honorarios  serán  pagados
semestralmente por el Servicio Nacional del Consumidor, de acuerdo a un
arancel fijado por resolución exenta del Ministro de Economía, Fomento y
Turismo, el que podrá establecer honorarios diferentes para mediaciones y
arbitrajes, según el tipo de servicios o productos financieros.”. (Unanimidad
9x0. Indicación número 51 A).

Artículo 56 B.-

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 56 B.- Para integrar la nómina indicada
en el  artículo  anterior,  los postulantes  a  Mediadores deberán acreditar  al
Servicio  Nacional  del  Consumidor  que  poseen  título  profesional  de  una
carrera  de  a  lo  menos  ocho  semestres  de  duración,  otorgado  por  un
establecimiento  de  educación  superior  reconocido  por  el  Estado,  y
experiencia  no  inferior  a  dos  años  en  materias  financieras,  contables  o
jurídicas.  Además,  no  podrán  tener  relaciones  de  dependencia  o
subordinación o de asesoría, con alguno de los proveedores señalados en
este Título, ni haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva.

Los  postulantes  a  Árbitros  Financieros  deberán
poseer el título de abogado, acreditar cinco años de experiencia profesional y
no podrán tener relaciones de dependencia o subordinación o de asesoría,
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con  alguno  de  los  proveedores  señalados  en  este  Título,  ni  haber  sido
condenados por delito que merezca pena aflictiva.

El reglamento establecerá los plazos que deberán
cumplir los interesados, así como la forma de presentación y los medios que
éstos  deberán utilizar  para acreditar  las circunstancias enumeradas en el
presente artículo, y los antecedentes que con tal fin deban acompañar a las
solicitudes de inscripción.

Los Mediadores y los Árbitros Financieros deberán
informar  al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  cualquier  cambio  o
modificación  de  los  antecedentes  o  condiciones  que  permitieron  su
incorporación a la nómina. El modo y periodicidad en que deberán informar
estas modificaciones serán establecidos en el reglamento.

La resolución que inscribe a un Mediador o a un
Árbitro Financiero en la nómina podrá revocarse cuando aquél  incurra en
alguna de las siguientes causales:

1.- Pérdida  sobreviniente  de  los  requisitos
señalados en este artículo; 

2.-  Incumplimiento  reiterado  de  la  obligación
establecida en el inciso primero del artículo 56 F.-, de notificar al consumidor,
al  proveedor  y  al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  sus  mediaciones  o
sentencias definitivas, según corresponda, dentro del plazo que se señala. 

3.- Incumplimiento  de  la  obligación  de
inhabilitarse establecida en el inciso quinto del artículo 56 C.-.

Sin perjuicio de lo anterior, el Director Nacional del
Servicio Nacional del Consumidor podrá suspender al Mediador o al Árbitro
Financiero  que  haya  sido  formalizado  por  un  delito  que  merezca  pena
aflictiva, y mientras no se dicte sentencia definitiva.

El Director del Servicio Nacional del Consumidor
deberá inscribir  al  solicitante que cumpla con los requisitos de inscripción
mediante resolución fundada exenta.  La resolución que rechace o la  que
revoque  la  inscripción  serán  reclamables  ante  el  Ministro  de  Economía,
Fomento y Turismo, en el  plazo de diez días hábiles, contados desde su
notificación  al  postulante,  Mediador  o  Árbitro  Financiero,  en  su  caso.  La
reclamación deberá resolverse en el plazo de quince días hábiles desde su
interposición.

El procedimiento de inscripción, el de revocación y
el recurso de reclamación se sujetarán a la ley N° 19.880 en lo no previsto en
este artículo.

En todo caso, el postulante a quien se le hubiere
rechazado la inscripción, y el Mediador o el Árbitro Financiero a quienes se
les  hubiere  revocado  su  inscripción,  podrán  ejercer  las  acciones
jurisdiccionales que estimen procedentes.”.  (Unanimidad 10x0. Indicación
número 53 A).
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Artículo 56 C.-

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo  56  C.-  El  Mediador  sólo  podrá  realizar
propuestas  de  acuerdo  en  una  controversia,  queja  o  reclamación  de  su
competencia de acuerdo al inciso primero del artículo 56 A.-, si la cuantía de
lo disputado no excede de cien unidades de fomento.

El  Árbitro  Financiero  sólo  podrá  conocer  una
controversia, queja o reclamación de su competencia de acuerdo al inciso
primero  del  artículo  56 A.-,  si  la  cuantía  de  lo  disputado excede de cien
unidades  de  fomento,  salvo  que  respecto  de  cuantías  inferiores  haya
asumido esta calidad en el caso previsto en el inciso tercero del artículo 56
D.-

Con todo, el Mediador y el Árbitro Financiero no
podrán intervenir en los siguientes asuntos:

1.- Los que deban someterse exclusivamente a un
tribunal ordinario o especial en virtud de otra ley;

2.-  Los  que  han  sido  previamente  sometidos  al
conocimiento de un juez competente por el consumidor recurrente, y

3.-  Los  que  han  sido  previamente  sometidos  al
conocimiento de un juez competente en una acción de interés colectivo o
difuso en la cual haya comparecido como parte el consumidor.

En  todo  caso,  no  será  aplicable  al  Árbitro
Financiero la prohibición del artículo 230 del Código Orgánico de Tribunales
de someter a conocimiento de un árbitro las causas de policía local, siempre
que se funden en una controversia, queja o reclamación de las señaladas en
el número 3.- del inciso primero del artículo 55.-, pero el Servicio Nacional del
Consumidor  deberá  denunciar  la  infracción  ante  el  juez  de  policía  local
competente, quien podrá aplicarle al proveedor la multa que correspondiere
según la naturaleza de la infracción.

El  Mediador  y  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda, deberán inhabilitarse en caso que tomen conocimiento que les
afecta una causal de implicancia o recusación de las previstas en el párrafo
11 del Título VII del Código Orgánico de Tribunales. 

El  Mediador  y  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda, deberán asumir sus funciones dentro de los tres días hábiles
siguientes al requerimiento o, en su caso, comunicar en el mismo plazo la
razón legal que les impide hacerlo.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número
57 A).

Artículo 56 D.-
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Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  56  D.-  El  consumidor  que  no  hubiere
aceptado la respuesta del Servicio de Atención al Cliente, podrá solicitar la
designación de un Mediador o de un Árbitro Financiero ante este servicio,
para lo cual formulará su controversia, queja o reclamación por escrito o por
cualquier  medio  tecnológico  apto  para  dar  fe  de  su  presentación  y  que
permita su reproducción. El  Servicio de Atención al  Cliente la comunicará
inmediatamente al proveedor, dejando constancia escrita de la comunicación
y  de  su  fecha,  para  que  acuerde  con  el  consumidor  dentro  del  plazo
señalado en el  inciso  cuarto  del  artículo  56  A.-,  el  Mediador  o  el  Árbitro
Financiero que asumirá la función, según corresponda. De no haber acuerdo
en el plazo referido, el consumidor podrá requerir directamente al Servicio
Nacional del Consumidor para que proceda a su designación. 

La mediación deberá concluir dentro de los treinta
días  hábiles  siguientes  a  la  aceptación  del  nombramiento  por  parte  del
Mediador y, en su caso, la propuesta de acuerdo aceptada por las partes
deberá  cumplirse  en  el  plazo  de  quince  días  hábiles  contados  desde  la
suscripción  por  ambas  partes  del  documento  que  dé  cuenta  de  las
condiciones del  acuerdo y de su fecha,  el  que deberá otorgarse ante un
funcionario del Servicio Nacional del Consumidor que se encuentre investido
de la calidad de Ministro de Fe conforme al artículo 58 bis.- de esta ley o ante
el Oficial del Registro Civil correspondiente al domicilio del consumidor.

Transcurrido el plazo indicado sin que las partes
hubieren aceptado la propuesta de acuerdo, el consumidor podrá ejercer las
acciones que le confiere la ley ante el juez competente o solicitar al Servicio
Nacional del Consumidor que se designe a un Árbitro Financiero dentro del
plazo previsto en el inciso cuarto del artículo 56 A.-.

Sin  perjuicio  de  las  alternativas  del  consumidor
señaladas en el inciso anterior, si al término del plazo en que debe concluir la
mediación, el Mediador no hubiere formulado una propuesta de acuerdo a las
partes, el consumidor podrá requerir al Servicio Nacional del Consumidor que
lo reemplace por otro Mediador que figure en la nómina, y dicho Servicio
podrá eliminarlo de ésta mediante resolución fundada exenta.”. (Unanimidad
9x0. Indicación número 57 B).

Artículo 56 E.-

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 56 E.- El Árbitro Financiero se sujetará a
las reglas aplicables a los árbitros de derecho con facultades de arbitrador en
cuanto al procedimiento, el que se deberá iniciar necesariamente con una
audiencia  que  se  celebrará  con  ambas  partes  dentro  de  los  cinco  días
hábiles siguientes a la aceptación de su designación. En esta audiencia, el
Árbitro Financiero dará lectura a la reclamación o queja del consumidor, a la
respuesta del Servicio de Atención al Cliente y a la propuesta del Mediador,
si correspondiere; escuchará de inmediato y sin más trámite a las partes que
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asistan y recibirá los documentos que éstas acompañen, otorgando un plazo
mínimo de tres días hábiles para que hagan presentes sus observaciones. La
citación  a  esta  audiencia  y  las  resoluciones  del  Árbitro  Financiero  se
notificarán  por  correo  electrónico  o  carta  certificada  según  acuerden  las
partes, debiendo dar cuenta de las actuaciones realizadas y de su fecha.

El  consumidor  podrá  comparecer  personalmente
ante el Árbitro Financiero, pero éste podrá ordenar, en cualquier momento, la
intervención de abogado o de un apoderado habilitado para intervenir  en
juicio, en caso que lo considere indispensable para garantizar el derecho a
defensa del consumidor.

El  Árbitro  Financiero  dictará  sentencia  definitiva
dentro  de  los  noventa  días  hábiles  siguientes  a  la  aceptación  del  cargo.
Transcurrido el plazo indicado sin que hubiere dictado su sentencia definitiva,
el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  deberá reemplazarlo  por  otro  Árbitro
Financiero  y  podrá  eliminarlo  de  la  nómina  mediante  resolución  fundada
exenta. 

Toda  sentencia  definitiva  que  acoja  la
controversia,  queja  o  reclamación  del  consumidor  deberá  condenar  al
proveedor a pagar las costas del arbitraje, determinando los honorarios del
abogado y/o del apoderado habilitado del consumidor según el arancel del
Colegio de Abogados de Chile. En cambio, sólo la sentencia definitiva que
rechace  la  controversia,  queja  o  reclamación  por  haberse  acogido  la
excepción de cosa juzgada interpuesta por el proveedor, podrá condenar al
consumidor a pagar los honorarios del Árbitro Financiero establecidos en el
arancel señalado en el inciso sexto del artículo 56 A.-

En contra de la sentencia interlocutoria que ponga
término  al  juicio  o  haga  imposible  su  continuación,  y  de  la  sentencia
definitiva, sólo procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse
al Árbitro Financiero para ante la Corte de Apelaciones competente, dentro
del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de la sentencia
que se apela. 

Presentado  el  recurso,  el  Árbitro  Financiero
enviará los antecedentes a la Corte de Apelaciones dentro del plazo de cinco
días hábiles para que ésta se pronuncie sobre su admisibilidad. 

No será aplicable a este recurso lo dispuesto en
los  artículos  200,  202  y  211  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  sólo
procederá su vista en cuenta. 

No  procederá  el  recurso  de  casación  en  el
procedimiento a que se refiere este artículo.

Si no se interpusiere el recurso señalado en contra
de la sentencia definitiva o éste fuere rechazado, dicha sentencia deberá
cumplirse en el plazo de quince días hábiles, contado desde el vencimiento
del plazo para interponer el recurso o desde la notificación de la sentencia
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que lo rechaza, según corresponda.”. (Unanimidad 9x0. Indicación número
57 C).

Artículo 56 F.-

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 56 F.- El Mediador y el Árbitro Financiero
notificarán la propuesta de acuerdo o la sentencia,  según corresponda, al
consumidor, al proveedor a través de su Servicio de Atención al Cliente y al
Servicio Nacional del Consumidor, en el plazo de tres días hábiles, contado
desde su adopción.

La  notificación  de  la  propuesta  de  acuerdo  del
Mediador  y  la  sentencia  del  Árbitro  Financiero,  según  corresponda,  se
efectuará por correo electrónico o por carta certificada enviada al domicilio
indicado  en  el  reclamo,  a  elección  del  consumidor  expresada  en  el
documento  en  que  formule  su  controversia,  queja  o  reclamación.  La
notificación se entenderá efectuada a contar del tercer día hábil siguiente al
de  su  envío.  El  Mediador  o  el  Árbitro  Financiero,  según  corresponda,
deberán dejar constancia en los antecedentes del reclamo de la fecha de
envío  de  la  notificación,  mediante  copia  del  correo  electrónico  o  del
certificado  correspondiente  en  caso  que  se  efectúe  mediante  carta
certificada.

Adicionalmente,  el  Mediador  o  el  Árbitro
Financiero, según corresponda, enviará por correo electrónico, al consumidor
que lo solicite,  todos los antecedentes que forman parte de su reclamo.”.
(Unanimidad 9x0. Indicación número 58 A).

Artículo 56 G

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo  56  G.-  Los  Servicios  de  Atención  al
Cliente  deberán  comunicar  a  los  administradores  de  los  proveedores
señalados en este Título y,  en el  caso de proveedores constituidos como
sociedades anónimas, a su directorio, al menos trimestralmente, una cuenta
sobre los reclamos recibidos, los acuerdos suscritos por las partes en las
mediaciones  efectuadas  y  las  sentencias  definitivas  de  los  Árbitros
Financieros que les hayan sido notificadas.”.  (Unanimidad 9x0. Indicación
número 58 B).

Artículo 56 H

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo  56  H.-  En  caso  que  el  proveedor  no
cumpla con la propuesta de acuerdo de un Mediador debidamente aceptada
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por las partes, o con la sentencia definitiva de un Árbitro Financiero en el
plazo  establecido  en  los  artículo  56  D.-  o  56  E.-,  según  corresponda,  el
Servicio  Nacional  del  Consumidor  deberá  denunciarlo  ante  el  juez
competente para que se le sancione con una multa  de hasta setecientas
cincuenta unidades tributarias mensuales. Además, el Servicio podrá revocar
el Sello SERNAC otorgado al proveedor de productos y servicios financieros,
sin que pueda éste solicitarlo nuevamente antes de transcurridos tres meses
desde  la  revocación.  El  deber  de  denuncia  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor no obsta al derecho del consumidor afectado para denunciar el
incumplimiento,  por  parte  del  proveedor,  de  la  propuesta  de  acuerdo  o
sentencia  definitiva,  según  corresponda.”.  (Unanimidad  9x0.  Indicación
número 58 C).

Número 9

Artículo 59 bis

Inciso final

-  Reemplazar  la  expresión  “a  su  superior
jerárquico”  por  la  frase  “al  superior  jerárquico  de  dicho  funcionario”.
(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Artículo 62.-

Inciso segundo

Numeral 4.

-Suprimir la  frase  “y  renovación”;  e  intercalar  a
continuación de la voz “mantención”, antes de la coma (“,”) que la sucede,
que se elimina, la conjunción “y”, como consecuencia de la aprobación de la
indicación número 41 y 41 A, además, reemplazar la expresión “Mediador”
por  “Sistema  de  Solución  de  Controversias”. (Unanimidad  4x0.  Artículo
121, inciso final, del reglamento del Senado).

Inciso final

Reemplazarlo por el siguiente:

“Los  proveedores  que  deban  modificar  los
contratos de adhesión suscritos con antelación a la entrada en vigencia de
los reglamentos  señalados en el  presente  artículo,  para adecuarlos  a las
disposiciones de éstos,  en aquellas materias que no afecten la esencia de
los derechos adquiridos bajo el régimen legal anterior, deberán, a su costa,
enviar por cualquier medio físico o tecnológico a los consumidores un anexo
que detalle las modificaciones, en un plazo que no exceda de noventa días
contado desde la publicación de dichos reglamentos, o de su modificación,
en su caso.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento
del Senado).
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo sexto.-

-  Eliminar  la  frase “adecuar  a  las  normas  de la
presente ley”; intercalar a continuación de la expresión “a su costa,” y antes
del artículo “los”, el vocablo “modificar”; y reemplazar la frase “que tengan
vigentes, dentro del” por la oración “que hayan suscrito con antelación a la
entrada en vigencia de  esta ley,  para adecuarlos a  sus disposiciones en
aquellas materias que no afecten la esencia de los derechos adquiridos bajo
el régimen legal anterior, y enviar por cualquier medio físico o tecnológico a
los  consumidores,  un  anexo  que  detalle  las  modificaciones,  en  el”.
(Unanimidad 5x0.Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones precedentemente
señaladas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

"ARTÍCULO  1°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los
consumidores:

1.  Agrégase  el  siguiente  inciso  segundo,
nuevo, en el artículo 3°:

“Son derechos del consumidor de productos o
servicios financieros:

a)  Recibir  la  información  del  costo  total  del
producto  o  servicio,  lo  que  comprende  conocer  la  carga  anual
equivalente  a  que  se  refiere  el  artículo  17  G.-, y  ser  informado  por
escrito  de  las  razones  del  rechazo  a  la  contratación  del  servicio
financiero, las que deberán fundarse en condiciones objetivas;

b)  Conocer  las  condiciones  objetivas  que  el
proveedor establece previa y públicamente para acceder al  crédito y
para otras operaciones financieras;

c)  A  la  oportuna  liberación  de  las  garantías
constituidas para asegurar el  cumplimiento de sus obligaciones,  una
vez extinguidas éstas;
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d) Elegir al tasador de los bienes ofrecidos en
garantía, entre las alternativas que le presente la institución financiera,
y

e) Conocer la liquidación total del crédito, a su
solo requerimiento.”.

2. Agréganse a continuación del artículo 17, los
siguientes artículos 17 A.- a 17 L.-:

"Artículo  17  A.-  Los  proveedores  de  bienes  y
servicios  cuyas  condiciones  estén  expresadas  en  contratos  de  adhesión,
deberán informar  en términos simples el  cobro de bienes y servicios ya
prestados,  entendiendo  por  ello  que  la  presentación  de  esta  información
debe permitir  al consumidor verificar si  el cobro efectuado se ajusta a las
condiciones y a los precios, cargos, costos, tarifas y comisiones descritos en
el  contrato.  Además,  toda  promoción  de  dichos  bienes  y  servicios
indicará siempre el costo total de la misma.

Artículo 17 B.-  Los contratos de adhesión de
servicios crediticios, de seguros y, en general, de cualquier producto
financiero,  elaborados  por  bancos  e  instituciones  financieras  o  por
sociedades  de  apoyo  a  su  giro,  establecimientos  comerciales,
compañías de seguros, cajas de compensación, cooperativas de ahorro
y  crédito,  y  toda  persona  natural  o  jurídica  proveedora  de  dichos
servicios o productos, deberán especificar como mínimo, con el objeto
de promover su simplicidad y transparencia, lo siguiente: 

a)  Un  desglose  pormenorizado  de  todos  los
cargos, comisiones, costos  y tarifas que expliquen el valor efectivo de los
servicios  prestados,  incluso  aquellos  cargos,  comisiones,  costos  y  tarifas
asociados que no forman parte directamente del precio o que corresponden
a  otros  productos  contratados  simultáneamente  y,  en  su  caso,  las
exenciones de cobro que correspondan a promociones o incentivos por uso
de los servicios y productos financieros.

b)  Las  causales  que  darán  lugar  al  término
anticipado del contrato por parte del prestador, el plazo razonable en que se
hará  efectivo  dicho  término  y  el  medio  por  el  cual  se  comunicará  al
consumidor.

c)  La  duración  del  contrato  o  su  carácter  de
indefinido o renovable automáticamente,  las causales,  si  las hubiere,  que
pudieren  dar  lugar  a  su  término  anticipado  por  la  sola  voluntad  del
consumidor, con sus respectivos plazos de aviso previo y cualquier costo por
término o pago anticipado total o parcial que ello le represente.

d)  Sin perjuicio de lo establecido en el inciso
primero  del  artículo  17  H.-,  en  el  caso  de  que se  contraten  varios
productos o servicios simultáneamente, o que el producto o servicio principal
conlleve  la  contratación  de  otros  productos  o  servicios  conexos,  deberá
insertarse  un  anexo  en  que  se  identifique  cada  uno  de  los  productos  o
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servicios  prestados,  estipulándose claramente  cuáles  son obligatorios  por
ley y  cuáles  voluntarios,  debiendo  ser  aprobados  expresa  y
separadamente cada uno de dichos productos y servicios conexos por
el consumidor mediante su firma en el mismo.

e)  Indicar  si  la  institución  cuenta  con  un
Servicio de Atención al Cliente que atienda las consultas y reclamos de
los  consumidores  y  señalar  en  un  anexo  los  requisitos  y
procedimientos para acceder a dichos servicios.

f)  Indicar  si  el  contrato  cuenta  o  no  con  Sello
SERNAC vigente conforme a lo establecido en el artículo 55 de esta ley.

g)  Señalar  la  existencia  de  mandatos
otorgados  en  virtud  del  contrato  o  a  consecuencia  de  éste,  sus
finalidades y los mecanismos a través de los cuales se rendirá cuenta
de su gestión al consumidor. Se prohíben los mandatos en blanco y los
que no admitan su revocación por el consumidor.

Los contratos que consideren cargos, comisiones,
costos  o  tarifas  por  uso,  mantención  u  otros  fines,  deberán  especificar
claramente  sus  montos,  periodicidad  y  mecanismos  de  reajuste.  Estos
últimos deberán basarse siempre en condiciones objetivas que no dependan
del solo criterio del proveedor y que sean directamente verificables por el
consumidor.  De  cualquier  forma,  los  valores  aplicables  deberán  ser
comunicados  al  consumidor,  por  lo  menos,  con  treinta días  hábiles  de
anticipación respecto de su entrada en vigencia. 

Artículo 17 C.-  Los contratos de adhesión de
productos y servicios financieros deberán contener al inicio una hoja
con  un  resumen  estandarizado  de  sus  principales  cláusulas  y  los
proveedores deberán incluir esta hoja en sus cotizaciones, para facilitar
su comparación por los consumidores. Los reglamentos que se dicten
de conformidad con esta ley deberán establecer el formato, el contenido
y las demás características que esta hoja resumen deberá contener, los
que  podrán  diferir  entre  las  distintas  categorías  de  productos  y
servicios financieros.

Artículo  17 D.-  Los  proveedores  de  servicios
financieros  pactados  por  contratos  de  adhesión  deberán  comunicar
periódicamente, y dentro del plazo máximo de tres días hábiles cuando lo
solicite el  consumidor, la información referente al  servicio prestado que le
permita conocer: el precio total ya cobrado por los servicios contratados, el
costo  total  que  implica  poner  término  al  contrato  antes  de  la  fecha  de
expiración originalmente pactada, el valor total del servicio, la carga anual
equivalente, si corresponde, y demás información relevante que determine el
reglamento sobre las condiciones del servicio contratado. El contenido y la
presentación de dicha información se determinarán en los reglamentos que
se dicten de acuerdo al artículo 62.

Los proveedores no podrán efectuar cambios
en  los  precios,  tasas,  cargos,  comisiones,  costos  y  tarifas  de  un
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producto  o  servicio  financiero,  con  ocasión  de  la  renovación,
restitución  o  reposición  del  soporte  físico  necesario  para  el  uso del
producto o servicio cuyo contrato se encuentre vigente. En ningún caso
dichas renovación, restitución o reposición podrán condicionarse a la
celebración de un nuevo contrato.

Los  consumidores  tendrán  derecho  a  poner
término anticipado a uno o más servicios financieros por su sola voluntad y
siempre que extingan totalmente las obligaciones con el proveedor asociadas
al o los servicios específicos que el consumidor decide terminar, incluido el
costo por término o pago anticipado determinado en el contrato de adhesión.

Los proveedores de créditos no podrán retrasar el
término de contratos de crédito, su pago anticipado o cualquier otra gestión
solicitada por  el  consumidor  que tenga por  objeto poner  fin  a  la  relación
contractual  entre  éste  y  la  entidad  que  provee  dichos  créditos.  Se
considerará retraso cualquier demora superior a  diez días hábiles una vez
extinguidas totalmente las obligaciones con el proveedor asociadas al o los
servicios específicos que el consumidor decide terminar, incluido el costo por
término  o  pago  anticipado  determinado  en  el  contrato  de  adhesión.
Asimismo, los proveedores estarán obligados a entregar, dentro del plazo de
diez días hábiles, a los consumidores que así lo soliciten, los certificados y
antecedentes que sean necesarios para renegociar los créditos que tuvieran
contratados con dicha entidad.

En  el  caso  de  los  créditos  hipotecarios,  en
cualquiera de sus modalidades, no podrá incluirse en el contrato de mutuo
otras hipotecas que no sea la que cauciona el crédito que se contrata, salvo
solicitud escrita  del  deudor efectuada  por  cualquier  medio  físico  o
tecnológico.  Extinguidas  totalmente  las  obligaciones  caucionadas  con
hipotecas,  el  proveedor  del  crédito  procederá  a  otorgar  la  escritura  de
cancelación  de  la  o  las  hipotecas,  dentro  del  plazo  de  quince  días
hábiles.

Los proveedores de créditos  que  ofrezcan la
modalidad de pago automático de cuenta o de transferencia electrónica,
no  podrán  restringir  esta  oferta  a  que  dicho  medio  electrónico  o
automático  sea  de  su  misma  institución,  debiendo  permitir  que  el
convenio  de  pago  automático  o  transferencia  pueda  ser  realizado
también por una institución distinta.

Artículo  17  E.-  El  consumidor  afectado  podrá
solicitar la nulidad de una o varias cláusulas o estipulaciones que infrinjan el
artículo 17 B.-. Esta nulidad podrá declararse por el juez en caso de que el
contrato pueda subsistir con las restantes cláusulas o, en su defecto, el juez
podrá  ordenar  la  adecuación  de  las  cláusulas  correspondientes,  sin
perjuicio de  la  indemnización  que  pudiere  determinar  a  favor  del
consumidor.

Esta  nulidad  sólo  podrá  invocarse  por  el
consumidor afectado, de manera que el proveedor no podrá invocarla para
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eximirse o retardar el cumplimiento parcial o total de las obligaciones que le
imponen los respectivos contratos a favor del consumidor.

Artículo 17 F.- Los proveedores de servicios o
productos financieros y de seguros al público en general,  no podrán
enviar  productos  o  contratos representativos  de ellos  que  no hayan
sido solicitados, al domicilio o lugar de trabajo del consumidor. 

Artículo  17  G.-  Los  proveedores  deberán
informar la carga anual equivalente en toda publicidad de operaciones
de crédito en que se informe una cuota o tasa de interés de referencia y
que se realice a través de cualquier medio masivo o individual. En todo
caso, deberán otorgar a la publicidad de la carga anual un tratamiento
similar  a la de la  cuota o tasa de interés de referencia,  en cuanto a
tipografía  de  la  gráfica,  extensión,  ubicación,  duración,  dicción,
repeticiones y nivel de audición.

Con todo, las cotizaciones no podrán tener una
vigencia  menor  a siete  días hábiles  a  contar  de su comunicación al
público, según determine el reglamento de acuerdo a la naturaleza de
cada contrato.

Asimismo, deberán informar en toda cotización
de crédito, todos los precios, tasas, cargos, comisiones, costos, tarifas,
condiciones  y  vigencia de  los  productos  ofrecidos  conjuntamente.
También deberán informar las comparaciones con esos mismos valores
y  condiciones  en  el  caso  de  que  se  contraten  separadamente.  Esta
información deberá tener un tratamiento similar a la de la cuota o tasa
de interés de referencia, en cuanto a tipografía de la gráfica, extensión y
ubicación.

Artículo  17  H.-  Los  proveedores de productos  o
servicios financieros no podrán ofrecer o vender productos o servicios de
manera atada. Se entiende que un producto o servicio financiero es vendido
en forma atada, si el proveedor:

a)  impone  o  condiciona  al  consumidor  la
contratación de otros productos o servicios adicionales, especiales o
conexos, y

b) no lo  tiene disponible  para ser  contratado en
forma  separada  cuando  se  puede  contratar  de  esa  manera  con  otros
proveedores;  o  teniéndolos  disponibles  de  esta  forma,  esto  signifique
adquirirlo en condiciones arbitrariamente discriminatorias.

Los proveedores no podrán efectuar aumentos en
los precios,  tasas de interés,  cargos,  comisiones,  costos o tarifas de un
producto o servicio financiero que dependa de la mantención de otro, ante el
cierre o resolución de este último por parte del consumidor, cuando ello no
obedece a causas imputables al consumidor.
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Tratándose de aquellos contratos con el Sello
al que se refiere el artículo 55 de esta ley, si el Servicio de Atención al
Cliente,  el  Mediador  o  el  Árbitro  Financiero  acoge un  reclamo
interpuesto por el consumidor por incumplimiento del inciso anterior, el
proveedor deberá dejar sin efecto el cambio y devolver al consumidor
los montos cobrados en exceso.

El  proveedor  de  productos  o  servicios
financieros no podrá restringir o condicionar que la compra de bienes o
servicios de consumo se realice exclusivamente a través de un medio
de  pago  administrado  u  operado  por  el  mismo  proveedor,  por  una
empresa relacionada o una sociedad de apoyo al giro. Lo anterior es sin
perjuicio del derecho del proveedor a ofrecer descuentos o beneficios
adicionales  asociados  exclusivamente  a  un  medio  de  pago
administrado u operado por cualquiera de los sujetos señalados.

Artículo  17  I.-  Cuando  el  consumidor  haya
otorgado un mandato, una autorización o cualquier otro acto jurídico para
que se pague automáticamente el todo o parte del saldo de su cuenta, su
crédito  o  su  tarjeta  de  crédito,  podrá  dejar  sin  efecto  dicho  mandato,
autorización o acto jurídico en cualquier tiempo, sin más formalidades que
aquellas  que  haya  debido  cumplir  para  otorgar  el  acto  jurídico  que  está
revocando. 

En todo caso, la revocación sólo surtirá efecto a
contar  del  período subsiguiente  de pago o abono que corresponda en la
obligación concernida.

La  inejecución  de  la  revocación  informada  al
proveedor del producto o servicio dará lugar a la indemnización de todos los
perjuicios y hará presumir la infracción a este artículo.

En  ningún  caso  será  eximente  de  la
responsabilidad del proveedor la circunstancia de que la revocación deba ser
ejecutada por un tercero.

Artículo 17 J.- Los proveedores de productos o
servicios financieros deberán elaborar y disponer, para cada persona
natural que se obliga como avalista o como fiador o codeudor solidario
de un consumidor,  un documento o ficha explicativa sobre el  rol  de
avalista, fiador o codeudor solidario, según sea el caso, que deberá ser
firmada por ella. Este folleto deberá explicar en forma simple: 

a) los deberes y responsabilidades en que está
incurriendo el avalista, fiador o codeudor solidario, según corresponda,
incluyendo el monto que debería pagar; 

b)  los  medios  de  cobranza  que  se  utilizarán
para requerirle el pago, en su caso, y 

c) los fundamentos y las consecuencias de las
autorizaciones o mandatos que otorgue a la entidad financiera.
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Artículo 17  K.- El incumplimiento por parte de
un proveedor de lo dispuesto en los artículos 17  B.- a 17  J.- y de los
reglamentos dictados para la ejecución de estas normas, que afecte a
uno o más consumidores, será sancionado como una sola infracción,
con  multa  de  hasta  setecientas  cincuenta  unidades  tributarias
mensuales.

Artículo 17 L.- Los proveedores de servicios o
productos financieros que entreguen la información que se le exige en
esta ley de manera que induzca a error al  consumidor o a través de
publicidad engañosa, sin la cual no se hubiere contratado el servicio o
producto, serán sancionados con las multas previstas en el artículo 24
en  sus  respectivos  casos,  sin  perjuicio  de  las  indemnizaciones  que
pueda determinar el juez competente de acuerdo a la presente ley.”.

3.  Intercálase  en  el  artículo  26,  el  siguiente
inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero:

“El plazo contemplado en el inciso precedente
se suspenderá cuando,  dentro de éste,  el  consumidor  interponga un
reclamo ante el Servicio de Atención al Cliente, el Mediador o el Servicio
Nacional  del  Consumidor,  según  sea  el  caso.  Dicho  plazo  seguirá
corriendo una vez concluida la tramitación del reclamo respectivo.”.

4. Agrégase en el inciso cuarto del artículo 30, a
continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: "La
misma información, además de las características y prestaciones esenciales
de los productos o servicios, deberá ser indicada en los sitios de Internet en
que  los  proveedores  exhiban  los  bienes  o  servicios  que  ofrezcan  y  que
cumplan con las condiciones que determine el reglamento.".

5. Añádese, a continuación del artículo 54 G, el
siguiente Título: “Título V del Sello SERNAC, del Servicio de Atención al
Cliente y del Sistema de Solución de Controversias”, pasando a ser VI
el actual Título V, y agréganse bajo su epígrafe los siguientes artículos
55, 55 A, 55 B, 55 C, 55 D, 56, 56 A, 56 B, 56 C, 56 D, 56 E, 56 F, 56 G y 56
H:

“Artículo  55.-  El  Servicio  Nacional  del
Consumidor  deberá  otorgar  un  Sello  SERNAC  a  los  contratos  de
adhesión  de  bancos  e  instituciones  financieras,  establecimientos
comerciales,  compañías  de  seguros,  cajas  de  compensación,
cooperativas  de  ahorro  y  crédito  y  otros  proveedores  de  servicios
crediticios, de seguros y, en general, de cualquier producto financiero,
cuando  dichas  entidades  lo  soliciten  y  demuestren  cumplir  con  las
siguientes condiciones:

1.-  Que  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor
constate que todos los contratos de adhesión que ofrezcan y que se
señalan  en  el  inciso  siguiente,  se  ajustan  a  esta  ley  y  a  las
disposiciones reglamentarias expedidas conforme a ella;
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2.- Que cuenten con un Servicio de Atención al
Cliente que atienda las consultas y reclamos de los consumidores, y

3.-  Que permitan al  consumidor recurrir  a un
Mediador  o  a  un  Árbitro  Financiero que  resuelva  las  controversias,
quejas o reclamaciones, en el caso de que considere que el Servicio de
Atención al Cliente no ha respondido satisfactoriamente sus consultas
o reclamos por cualquier producto o servicio financiero del proveedor,
que se otorgue en virtud de un contrato de adhesión de los señalados
en el inciso siguiente.

Los  proveedores  de  productos  y  servicios
financieros que deseen obtener el Sello SERNAC deberán someter a la
revisión del Servicio Nacional del Consumidor todos los contratos de
adhesión que ofrezcan, relativos a los siguientes productos y servicios
financieros:

1.- Tarjetas de crédito y de débito;

2.-  Cuentas corrientes,  cuentas vista y líneas
de crédito;

3.- Cuentas de ahorro;

4.- Créditos hipotecarios;

5.- Créditos de consumo;

6.-  Condiciones  generales  y  condiciones
particulares de los contratos colectivos de seguros de desgravamen,
cesantía,  incendio  y  sismo,  asociados  a  los  productos  y  servicios
financieros indicados en los números anteriores, sea que se encuentren
o no sujetos al régimen de depósito de modelos de pólizas, conforme a
lo dispuesto en la letra e) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley
número 251, de 1931, y 

7.-  Los  demás  productos  y  servicios
financieros  de  características  similares  a  los  enumerados
precedentemente, que señale el reglamento.

Artículo  55  A.-  El  Servicio  Nacional  del
Consumidor tendrá sesenta días para pronunciarse sobre una solicitud
de  otorgamiento  de  Sello  SERNAC,  contados  desde  la  fecha  de
recepción del o los contratos respectivos,  en la forma que determine
dicho Servicio mediante resolución exenta.

Excepcionalmente,  y  previa  solicitud  fundada
del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  el  Ministro  de  Economía,
Fomento y Turismo,  mediante resolución exenta,  podrá extender este
plazo  hasta  por  ciento  ochenta  días  adicionales,  si  el  número  de
contratos sometidos a su consideración excede la capacidad de revisión
detallada del referido Servicio.
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Si el Servicio Nacional del Consumidor no se
pronuncia en el plazo indicado en el inciso primero o, en su caso, dentro
del  plazo  extendido  conforme  al  inciso  anterior,  el  o  los  contratos
sometidos a su conocimiento contarán con sello SERNAC por el solo
ministerio de la ley.

Artículo  55  B.-  El  proveedor  que  tenga
contratos  con  Sello  SERNAC  y  ofrezca  a  los  consumidores  la
contratación de un producto o servicio financiero de los enumerados en
el  inciso  segundo  del  artículo  55  mediante  un  nuevo  contrato  de
adhesión,  deberá  someterlo  previamente  al  Servicio  Nacional  del
Consumidor para que éste verifique el cumplimiento de las condiciones
establecidas en dicho artículo.

El  proveedor  de  productos  y  servicios
financieros que modifique un contrato de adhesión con Sello SERNAC
deberá  someterlo  previamente  al  Servicio  Nacional  del  Consumidor,
para que éste constate, dentro del plazo indicado en el inciso primero
del  artículo anterior,  que las modificaciones cumplen las condiciones
señaladas  en el  inciso  primero  del  artículo  55,  en  caso que  quisiera
mantener el sello SERNAC.

Artículo  55  C.-  El  Sello  SERNAC  se  podrá
revocar mediante resolución exenta del Director del Servicio Nacional
del Consumidor.

La pérdida o revocación del Sello SERNAC se
deberá fundar en que por causas imputables al proveedor de productos
o  servicios  financieros  se  ha  infringido  alguna  de  las  condiciones
previstas en este Título; en que se han dictado sentencias definitivas
ejecutoriadas  que  declaren  la  nulidad  de  una  o  varias  cláusulas  o
estipulaciones  de  un  contrato  de  adhesión  relativo  a  productos  o
servicios  financieros  de  los  enumerados  en  el  inciso  segundo  del
artículo 55.-, según lo dispuesto en el artículo 17 E.-; en que se le han
aplicado multas por infracciones a lo dispuesto en esta ley en relación
con  los  productos  o  servicios  financieros  ofrecidos  a  través  de  un
contrato  con  Sello  SERNAC;  en  que  se  le  han  aplicado  multas  por
organismos fiscalizadores con facultades sancionadoras  respecto de
infracciones previstas en leyes especiales; en el número y naturaleza
de reclamos de los consumidores contra la aplicación de los referidos
productos o servicios; o, finalmente, en que el proveedor, sea persona
natural o jurídica, o alguno de sus administradores, ha sido formalizado
por un delito que afecta a un colectivo de consumidores. El reglamento
previsto en el número 4.- del inciso segundo del artículo 62 establecerá
parámetros objetivos, cuantificables y proporcionales al tamaño de los
proveedores y el número de sus clientes sujetos a contratos con Sello
SERNAC  que  permitan  determinar  la  procedencia  de  las  causales
señaladas.

La  resolución  del  Director  del  Servicio
Nacional del Consumidor que niegue el otorgamiento del Sello SERNAC
o  que  lo  revoque,  será  reclamable  ante  el  Ministro  de  Economía,
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Fomento y Turismo, en el plazo de diez días hábiles, contados desde su
notificación al proveedor. La reclamación deberá resolverse en el plazo
de quince días hábiles desde su interposición.

La resolución que ordene la pérdida o revocación, obligará al proveedor
a suspender inmediatamente toda publicidad relacionada con el Sello y
toda distribución de sus contratos con referencias gráficas o escritas al
Sello, según lo dispuesto en el reglamento.

Artículo  55  D.-  Los  proveedores  que
promocionen o distribuyan un contrato de adhesión de un producto o
servicio  financiero  sin  Sello  SERNAC  como  si  lo  tuviere,  o  que  no
cumplan las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 55
C.-,  serán  sancionados  con  multa  de  hasta  mil  unidades  tributarias
mensuales.

La reincidencia será sancionada con el doble
de  la  multa  aplicada.  En el  caso de  este  artículo  no  regirá  el  límite
temporal de un año establecido en el inciso tercero del artículo 24 para
calificar la reincidencia.

Artículo 56.- El Servicio de Atención al Cliente
requerido para dar cumplimiento a la condición dispuesta en el número
2.-  del  inciso  primero  del  artículo  55,  será  organizado  por  los
proveedores indicados en este Título, en forma exclusiva o conjunta, y
será  gratuito  para  el  consumidor  que  haya  suscrito  un  contrato  de
adhesión de los señalados en el inciso segundo del artículo 55, con un
proveedor que cuente con el Sello SERNAC.

El  Servicio  de  Atención  al  Cliente  deberá
responder fundadamente los reclamos de los consumidores en el plazo
de diez días hábiles, contado desde su presentación. Esta respuesta se
comunicará al consumidor por escrito o mediante cualquier medio físico
o  tecnológico  y  se  enviará  copia  de  ella  al  Servicio  Nacional  del
Consumidor. 

El  proveedor  deberá  dar  cumplimiento  a  lo
señalado en la respuesta del Servicio de Atención al Cliente en el plazo
de cinco días hábiles, contado desde la comunicación al consumidor. 

En caso de incumplimiento de las obligaciones
indicadas  en  los  dos  incisos  anteriores,  el  Servicio  Nacional  del
Consumidor deberá denunciar al proveedor ante el juez de policía local
competente, para que, si procediere, se le sancione con una multa de
hasta  cincuenta  unidades  tributarias  mensuales,  sin  perjuicio  del
derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento de
las obligaciones referidas.

Artículo  56  A.- El  Mediador  y  el  Árbitro
Financiero requeridos para dar cumplimiento a la condición dispuesta
en  el  número  3.-  del  inciso  primero  del  artículo  55.-,  sólo  podrán
intervenir en una controversia, queja o reclamación presentada por un
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consumidor  que  no  se  conforme  con  la  respuesta  del  Servicio  de
Atención  al  Cliente  y  que  no  hubiere  ejercido  las  acciones  que  le
confiere esta ley ante el tribunal competente.

El  Mediador  y  el  Árbitro  Financiero  deberán
estar inscritos en una nómina elaborada por el Servicio Nacional  del
Consumidor,  que  deberá  mantenerse  actualizada  y  disponible  en  su
sitio web. Esta nómina deberá dividirse regionalmente, especificando
las comunas y oficinas en las que cada Mediador y Árbitro Financiero
estará disponible para realizar su función.

La  inscripción  del  Mediador  y  del  Árbitro
Financiero durará cinco años y para su renovación deberá acreditar que
mantiene los requisitos previstos en este Título.

El  Mediador  o  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda, será elegido de la nómina señalada en el inciso segundo,
por  el  proveedor  y  el  consumidor  de común acuerdo,  dentro de los
cinco días hábiles siguientes a la presentación de la controversia, queja
o reclamación del consumidor respecto de la respuesta del Servicio de
Atención al  Cliente.  En caso que  no haya acuerdo o  venza el  plazo
indicado sin que se haya producido la elección de común acuerdo, el
consumidor podrá requerir  al  Servicio Nacional  del  Consumidor para
que éste lo designe, dentro de los miembros inscritos en la nómina a
que se refiere el inciso segundo de este artículo, mediante un sistema
automático que permita repartir equitativamente la carga de trabajo de
los Mediadores y Árbitros Financieros inscritos en la nómina.

Los recursos para el  pago de los honorarios
del  Mediador  y  del  Árbitro  Financiero  serán  de  cargo  de  los
proveedores,  quienes  ingresarán,  de conformidad a  lo  que  señale  el
reglamento,  semestralmente su cuota respectiva al  Servicio Nacional
del  Consumidor,  la  que  corresponderá  a  los  honorarios  de  los
Mediadores y de los Árbitros Financieros que hayan conocido reclamos
respecto  de  ese  proveedor  durante  el  semestre  inmediatamente
anterior. 

Los  servicios  del  Mediador  y  del  Árbitro
Financiero serán gratuitos para el consumidor y sus honorarios serán
pagados semestralmente por el Servicio Nacional del Consumidor, de
acuerdo  a  un  arancel  fijado  por  resolución  exenta  del  Ministro  de
Economía,  Fomento  y  Turismo,  el  que  podrá  establecer  honorarios
diferentes para mediaciones y arbitrajes, según el tipo de servicios o
productos financieros.

Artículo 56 B.- Para integrar la nómina indicada
en el artículo anterior, los postulantes a Mediadores deberán acreditar
al Servicio Nacional del Consumidor que poseen título profesional de
una carrera de a lo menos ocho semestres de duración, otorgado por
un establecimiento de educación superior reconocido por el Estado, y
experiencia no inferior a dos años en materias financieras, contables o
jurídicas.  Además,  no  podrán  tener  relaciones  de  dependencia  o
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subordinación o de asesoría, con alguno de los proveedores señalados
en este Título, ni haber sido condenados por delito que merezca pena
aflictiva.

Los  postulantes  a  Árbitros  Financieros
deberán  poseer  el  título  de  abogado,  acreditar  cinco  años  de
experiencia profesional y no podrán tener relaciones de dependencia o
subordinación o de asesoría, con alguno de los proveedores señalados
en este Título, ni haber sido condenados por delito que merezca pena
aflictiva.

El  reglamento  establecerá  los  plazos  que
deberán cumplir los interesados, así como la forma de presentación y
los medios que éstos deberán utilizar para acreditar las circunstancias
enumeradas en el presente artículo, y los antecedentes que con tal fin
deban acompañar a las solicitudes de inscripción.

Los  Mediadores  y  los  Árbitros  Financieros
deberán informar al Servicio Nacional del Consumidor cualquier cambio
o modificación de los antecedentes o condiciones que permitieron su
incorporación  a  la  nómina.  El  modo  y  periodicidad  en  que  deberán
informar estas modificaciones serán establecidos en el reglamento.

La resolución que inscribe a un Mediador o a
un  Árbitro  Financiero  en  la  nómina  podrá  revocarse  cuando  aquél
incurra en alguna de las siguientes causales:

1.- Pérdida  sobreviniente  de  los  requisitos
señalados en este artículo; 

2.-  Incumplimiento  reiterado  de  la  obligación
establecida  en  el  inciso  primero  del  artículo  56  F.-,  de  notificar  al
consumidor,  al proveedor y al Servicio Nacional  del Consumidor sus
mediaciones o sentencias definitivas,  según corresponda,  dentro del
plazo que se señala. 

3.- Incumplimiento  de  la  obligación  de
inhabilitarse establecida en el inciso quinto del artículo 56 C.-.

Sin perjuicio de lo anterior, el Director Nacional
del Servicio Nacional del Consumidor podrá suspender al Mediador o al
Árbitro Financiero que haya sido formalizado por un delito que merezca
pena aflictiva, y mientras no se dicte sentencia definitiva.

El  Director  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor  deberá  inscribir  al  solicitante  que  cumpla  con  los
requisitos  de  inscripción  mediante  resolución  fundada  exenta.  La
resolución  que  rechace  o  la  que  revoque  la  inscripción  serán
reclamables ante el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, en el
plazo de diez días hábiles, contados desde su notificación al postulante,
Mediador  o  Árbitro  Financiero,  en  su  caso.  La  reclamación  deberá
resolverse en el plazo de quince días hábiles desde su interposición. 



96

El  procedimiento  de  inscripción,  el  de
revocación y el recurso de reclamación se sujetarán a la ley N° 19.880
en lo no previsto en este artículo.

En  todo  caso,  el  postulante  a  quien  se  le
hubiere rechazado la inscripción, y el Mediador o el Árbitro Financiero a
quienes  se  les  hubiere  revocado  su  inscripción,  podrán  ejercer  las
acciones jurisdiccionales que estimen procedentes.

Artículo 56 C.- El Mediador sólo podrá realizar
propuestas de acuerdo en una controversia, queja o reclamación de su
competencia  de  acuerdo  al  inciso  primero  del  artículo  56  A.-,  si  la
cuantía de lo disputado no excede de cien unidades de fomento.

El Árbitro Financiero sólo podrá conocer una
controversia,  queja  o  reclamación  de  su competencia  de  acuerdo  al
inciso primero del artículo 56 A.-, si la cuantía de lo disputado excede
de cien unidades de fomento, salvo que respecto de cuantías inferiores
haya asumido esta calidad en el caso previsto en el inciso tercero del
artículo 56 D.-

Con todo, el Mediador y el Árbitro Financiero
no podrán intervenir en los siguientes asuntos:

1.- Los que deban someterse exclusivamente a
un tribunal ordinario o especial en virtud de otra ley;

2.- Los que han sido previamente sometidos al
conocimiento de un juez competente por el consumidor recurrente, y

3.- Los que han sido previamente sometidos al
conocimiento de un juez competente en una acción de interés colectivo
o difuso en la cual haya comparecido como parte el consumidor.

En  todo  caso,  no  será  aplicable  al  Árbitro
Financiero  la  prohibición  del  artículo  230  del  Código  Orgánico  de
Tribunales  de  someter  a  conocimiento  de  un  árbitro  las  causas  de
policía  local,  siempre  que  se  funden  en  una  controversia,  queja  o
reclamación de las señaladas en el número 3.- del inciso primero del
artículo  55.-,  pero  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  deberá
denunciar la infracción ante el juez de policía local competente, quien
podrá  aplicarle  al  proveedor  la  multa  que  correspondiere  según  la
naturaleza de la infracción.

El  Mediador  y  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda,  deberán inhabilitarse en caso que  tomen conocimiento
que les afecta una causal de implicancia o recusación de las previstas
en el párrafo 11 del Título VII del Código Orgánico de Tribunales. 

El  Mediador  y  el  Árbitro  Financiero,  según
corresponda,  deberán  asumir  sus  funciones  dentro  de  los  tres  días
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hábiles  siguientes  al  requerimiento  o,  en  su  caso,  comunicar  en  el
mismo plazo la razón legal que les impide hacerlo.

Artículo 56 D.- El consumidor que no hubiere
aceptado  la  respuesta  del  Servicio  de  Atención  al  Cliente,  podrá
solicitar la designación de un Mediador o de un Árbitro Financiero ante
este  servicio,  para  lo  cual  formulará  su  controversia,  queja  o
reclamación por escrito o por cualquier  medio tecnológico apto para
dar fe de su presentación y que permita su reproducción. El Servicio de
Atención  al  Cliente  la  comunicará  inmediatamente  al  proveedor,
dejando constancia escrita de la comunicación y de su fecha, para que
acuerde  con  el  consumidor  dentro  del  plazo  señalado  en  el  inciso
cuarto  del  artículo  56  A.-,  el  Mediador  o  el  Árbitro  Financiero  que
asumirá  la  función,  según  corresponda.  De  no  haber  acuerdo  en  el
plazo referido,  el  consumidor podrá requerir  directamente al  Servicio
Nacional del Consumidor para que proceda a su designación. 

La  mediación  deberá  concluir  dentro  de  los
treinta días hábiles siguientes a la  aceptación del  nombramiento por
parte del Mediador y, en su caso, la propuesta de acuerdo aceptada por
las partes deberá cumplirse en el plazo de quince días hábiles contados
desde la suscripción por ambas partes del documento que dé cuenta de
las condiciones del acuerdo y de su fecha, el que deberá otorgarse ante
un funcionario del Servicio Nacional del Consumidor que se encuentre
investido de la calidad de Ministro de Fe conforme al artículo 58 bis.- de
esta ley o ante el Oficial del Registro Civil correspondiente al domicilio
del consumidor.

Transcurrido  el  plazo  indicado  sin  que  las
partes hubieren aceptado la propuesta de acuerdo, el consumidor podrá
ejercer las acciones que le confiere la ley ante el juez competente o
solicitar  al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  que  se  designe  a  un
Árbitro  Financiero  dentro  del  plazo  previsto  en  el  inciso  cuarto  del
artículo 56 A.-.

Sin  perjuicio  de  las  alternativas  del
consumidor señaladas en el inciso anterior, si al término del plazo en
que debe concluir la mediación, el Mediador no hubiere formulado una
propuesta  de  acuerdo  a  las  partes,  el  consumidor  podrá  requerir  al
Servicio Nacional del Consumidor que lo reemplace por otro Mediador
que  figure  en  la  nómina,  y  dicho  Servicio  podrá  eliminarlo  de  ésta
mediante resolución fundada exenta.

Artículo 56 E.- El Árbitro Financiero se sujetará
a  las  reglas  aplicables  a  los  árbitros  de  derecho  con  facultades  de
arbitrador  en  cuanto  al  procedimiento,  el  que  se  deberá  iniciar
necesariamente con una audiencia que se celebrará con ambas partes
dentro  de  los  cinco  días  hábiles  siguientes  a  la  aceptación  de  su
designación. En esta audiencia, el Árbitro Financiero dará lectura a la
reclamación  o  queja  del  consumidor,  a  la  respuesta  del  Servicio  de
Atención al Cliente y a la propuesta del Mediador, si correspondiere;
escuchará de inmediato y sin más trámite a las partes que asistan y
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recibirá  los  documentos  que  éstas  acompañen,  otorgando  un  plazo
mínimo  de  tres  días  hábiles  para  que  hagan  presentes  sus
observaciones.  La  citación  a  esta  audiencia  y  las  resoluciones  del
Árbitro  Financiero  se  notificarán  por  correo  electrónico  o  carta
certificada  según  acuerden  las  partes,  debiendo  dar  cuenta  de  las
actuaciones realizadas y de su fecha.

El  consumidor  podrá  comparecer
personalmente ante el Árbitro Financiero, pero éste podrá ordenar, en
cualquier  momento,  la  intervención  de  abogado  o  de  un  apoderado
habilitado  para  intervenir  en  juicio,  en  caso  que  lo  considere
indispensable para garantizar el derecho a defensa del consumidor.

El  Árbitro  Financiero  dictará  sentencia
definitiva dentro de los noventa días hábiles siguientes a la aceptación
del cargo. Transcurrido el plazo indicado sin que hubiere dictado su
sentencia  definitiva,  el  Servicio  Nacional  del  Consumidor  deberá
reemplazarlo  por  otro  Árbitro  Financiero  y  podrá  eliminarlo  de  la
nómina mediante resolución fundada exenta. 

Toda  sentencia  definitiva  que  acoja  la
controversia, queja o reclamación del consumidor deberá condenar al
proveedor a pagar las costas del arbitraje, determinando los honorarios
del  abogado  y/o  del  apoderado  habilitado  del  consumidor  según  el
arancel del Colegio de Abogados de Chile. En cambio, sólo la sentencia
definitiva que rechace la controversia, queja o reclamación por haberse
acogido  la  excepción  de  cosa juzgada  interpuesta  por  el  proveedor,
podrá  condenar  al  consumidor  a  pagar  los  honorarios  del  Árbitro
Financiero establecidos en el arancel señalado en el inciso sexto del
artículo 56 A.-

En  contra  de  la  sentencia  interlocutoria  que
ponga  término  al  juicio  o  haga  imposible  su  continuación,  y  de  la
sentencia  definitiva,  sólo  procederá  el  recurso  de  apelación,  el  que
deberá  interponerse  al  Árbitro  Financiero  para  ante  la  Corte  de
Apelaciones  competente,  dentro  del  plazo  de  cinco  días  hábiles
contados desde la notificación de la sentencia que se apela. 

Presentado  el  recurso,  el  Árbitro  Financiero
enviará los antecedentes a la Corte de Apelaciones dentro del plazo de
cinco días hábiles para que ésta se pronuncie sobre su admisibilidad. 

No será aplicable a este recurso lo dispuesto
en los artículos 200, 202 y 211 del Código de Procedimiento Civil y sólo
procederá su vista en cuenta. 

No  procederá  el  recurso  de  casación  en  el
procedimiento a que se refiere este artículo.

Si  no  se interpusiere  el  recurso señalado en
contra de la sentencia definitiva o éste fuere rechazado, dicha sentencia
deberá cumplirse en el plazo de quince días hábiles, contado desde el
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vencimiento del plazo para interponer el recurso o desde la notificación
de la sentencia que lo rechaza, según corresponda.

Artículo  56  F.-  El  Mediador  y  el  Árbitro
Financiero notificarán la propuesta de acuerdo o la sentencia, según
corresponda, al  consumidor,  al proveedor a través de su Servicio de
Atención al Cliente y al Servicio Nacional del Consumidor, en el plazo
de tres días hábiles, contado desde su adopción.

La notificación de la propuesta de acuerdo del
Mediador y la sentencia del Árbitro Financiero, según corresponda, se
efectuará  por  correo  electrónico  o  por  carta  certificada  enviada  al
domicilio indicado en el reclamo, a elección del consumidor expresada
en el documento en que formule su controversia, queja o reclamación.
La  notificación  se  entenderá  efectuada  a  contar  del  tercer  día  hábil
siguiente  al  de su envío.  El  Mediador  o el  Árbitro Financiero,  según
corresponda, deberán dejar constancia en los antecedentes del reclamo
de  la  fecha  de  envío  de  la  notificación,  mediante  copia  del  correo
electrónico o del certificado correspondiente en caso que se efectúe
mediante carta certificada.

Adicionalmente,  el  Mediador  o  el  Árbitro
Financiero,  según  corresponda,  enviará  por  correo  electrónico,  al
consumidor que lo solicite, todos los antecedentes que forman parte de
su reclamo.

Artículo  56  G.-  Los  Servicios  de  Atención  al
Cliente  deberán comunicar a los administradores de los proveedores
señalados en este Título y, en el caso de proveedores constituidos como
sociedades anónimas,  a  su directorio,  al  menos trimestralmente,  una
cuenta  sobre  los  reclamos  recibidos,  los  acuerdos  suscritos  por  las
partes en las mediaciones efectuadas y las sentencias definitivas de los
Árbitros Financieros que les hayan sido notificadas.

Artículo  56 H.-  En caso que  el  proveedor  no
cumpla  con  la  propuesta  de  acuerdo  de  un  Mediador  debidamente
aceptada  por  las  partes,  o  con  la  sentencia  definitiva  de  un  Árbitro
Financiero en el plazo establecido en los artículo 56 D.- o 56 E.-, según
corresponda, el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciarlo
ante el juez competente para que se le sancione con una multa de hasta
setecientas  cincuenta  unidades  tributarias  mensuales.  Además,  el
Servicio  podrá  revocar  el  Sello  SERNAC  otorgado  al  proveedor  de
productos  y  servicios  financieros,  sin  que  pueda  éste  solicitarlo
nuevamente antes de transcurridos tres meses desde la revocación. El
deber de denuncia del  Servicio Nacional  del  Consumidor no obsta al
derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento, por
parte del proveedor, de la propuesta de acuerdo o sentencia definitiva,
según corresponda.”.
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6. En el artículo 58:

1) Agrégase, en la letra a), a continuación de la
expresión "consumidor", el siguiente texto: “especialmente sobre sus
derechos  y  obligaciones  en  relación  con  servicios  financieros,
garantías y derecho a retracto, entre otras materias”, precedido de una
coma.

2) Reemplázase el inciso final, por los siguientes
incisos:

"Los  proveedores  estarán  obligados  a
proporcionar al Servicio Nacional del Consumidor los antecedentes y
documentación  que  les  sean  solicitados  por  escrito  y  que  digan
relación con la información básica comercial, definida en el artículo 1º
de esta ley, de los bienes y servicios que ofrezcan al público, dentro del
plazo que se determine en el respectivo requerimiento, el que no podrá
ser inferior a diez días hábiles.

Los proveedores también estarán obligados a
proporcionar  al  Servicio  Nacional  del  Consumidor  toda  otra
documentación que se les solicite por escrito y que sea estrictamente
indispensable  para  ejercer  las  atribuciones  que  le  corresponden  al
referido Servicio,  dentro del plazo que se determine en el respectivo
requerimiento, que no podrá ser inferior a diez días hábiles. Para estos
efectos el Servicio Nacional del Consumidor publicará en su sitio web
un  manual  de  requerimiento  de  información,  el  cual  deberá  señalar
pormenorizadamente  los  antecedentes  que  podrán  solicitarse.  El
proveedor  requerido  en  virtud  de  este  inciso  podrá  interponer  los
recursos administrativos que le franquea la ley.

El  requerimiento  de  documentación  que  se
ejerza de acuerdo al inciso anterior sólo podrá referirse a información
relevante  para  el  consumidor  o  que  éste  consideraría  para  sus
decisiones de consumo. La solicitud de documentación no podrá incluir
la entrega de antecedentes que tengan más de un año de antigüedad a
la  fecha  del  respectivo  requerimiento,  o  que  la  ley  califique  como
secretos, o que constituyan información confidencial que se refiera a la
estrategia  de  negocios  del  proveedor,  o  que  no  se  ajusten  a  lo
dispuesto en el manual referido en el inciso anterior.

Lo  anterior  no  obstará  a  que  el  Servicio
Nacional  del  Consumidor  ejerza  el  derecho  a  requerir  en  juicio  la
exhibición o entrega de documentos,  de acuerdo a las disposiciones
generales y especiales sobre medidas precautorias y medios de prueba,
aplicables según el procedimiento de que se trate.

La  negativa  o  demora  injustificada  en  la
remisión de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo será
sancionada  con  multa  de  hasta  cuatrocientas  unidades  tributarias
mensuales, por el juez de policía local.
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Para  la  determinación  de  las  multas  se
considerarán,  entre  otras,  las  siguientes  circunstancias:  el  beneficio
económico  obtenido  con  motivo  de  la  infracción  investigada,  la
gravedad  de  la  conducta  investigada,  la  calidad  de  reincidente  del
infractor y, para los efectos de disminuir la multa, la colaboración que
éste haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante
la investigación.".

7. Añádese en el artículo 58 bis, el siguiente inciso
segundo:

“Asimismo,  los  organismos  fiscalizadores  que
tengan facultades sancionatorias respecto de sectores regulados por leyes
especiales,  según lo  dispuesto en el  artículo  2°  bis  de  esta  ley,  deberán
remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las  resoluciones que
impongan sanciones.”.

8. Agrégase en el artículo 59, el  siguiente inciso
segundo: 

"En conformidad con lo establecido en el artículo
31 de la ley Nº 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado
fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría
General  de  la  Presidencia,  de  2000  y  publicado  en  2001, el  Director
Nacional,  con  sujeción  a  la  planta  y  la  dotación  máxima  de  personal,
establecerá  la  organización  interna  y  determinará  las  denominaciones  y
funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.".

9. Añádese el siguiente artículo 59 bis:

"Artículo 59 bis.- El Director del Servicio Nacional
del Consumidor determinará, mediante resolución, los cargos y empleos que
investirán del carácter de ministro de fe. Sólo podrá otorgarse esta calidad a
los directivos y a los profesionales que cuenten con requisitos equivalentes a
los establecidos para el  nivel  directivo del  Servicio,  y no podrán tener un
grado inferior al 6° de la Escala Única de Sueldos. 

En las regiones en que el grado 6° o inferior sólo
corresponda al director regional, podrá investirse como ministro de fe a un
funcionario que detente un grado 8° o superior en su defecto.

Los  funcionarios  del  Servicio  Nacional  del
Consumidor que tengan carácter de ministro de fe, sólo podrán certificar los
hechos relativos al cumplimiento de la normativa contenida en esta ley que
consignen en el desempeño de sus funciones, siempre que consten en el
acta que confeccionen en la inspección respectiva.

Los hechos establecidos por dicho ministro de
fe constituirán presunción legal,  en cualquiera de los procedimientos
contemplados en el Título IV de esta ley.
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En el caso de que cualquier funcionario dotado
del carácter de ministro de fe deje constancia de hechos que resultaren ser
falsos  o  inexactos,  el  afectado  podrá  denunciar  el  hecho  al  superior
jerárquico de  dicho  funcionario,  el  que  iniciará  la  investigación  que
corresponda  de  acuerdo  al  Estatuto  Administrativo  y,  en  caso  de
comprobarse  la  conducta  descrita,  se  considerará  que  contraviene  el
principio de probidad administrativa, a efectos de su sanción en conformidad
a la ley.".

10. Agrégase el siguiente artículo 62:

“Artículo  62.-  El  Ministerio  de  Economía,
Fomento y  Turismo dictará  uno o más reglamentos  para  regular  las
disposiciones de la presente ley. Tratándose de materias regidas por
leyes  especiales,  el  reglamento  correspondiente  llevará,  además,  la
firma del Ministro del respectivo sector.

En el ejercicio de esta facultad, se dictarán, a lo
menos, los siguientes reglamentos:

1. Sobre información al consumidor de tarjetas de
crédito bancarias y no bancarias.

2.  Sobre  información  al  consumidor  de  créditos
hipotecarios.

3. Sobre información al consumidor de créditos de
consumo.

4. Sobre la organización y funcionamiento para
la  constatación  de  las  condiciones  de  otorgamiento,  mantención y
revocación del Sello SERNAC por el Servicio Nacional del Consumidor,
incluyendo  las  normas  necesarias  para  la  organización  y
funcionamiento  del  Servicio de Atención al  Cliente  y  del  Sistema de
Solución de Controversias.

Los  proveedores  que  deban  modificar  los
contratos de adhesión suscritos con antelación a la entrada en vigencia
de los reglamentos señalados en el presente artículo, para adecuarlos a
las  disposiciones  de  éstos,  en  aquellas  materias  que  no  afecten  la
esencia  de  los  derechos  adquiridos  bajo  el  régimen  legal  anterior,
deberán, a su costa, enviar por cualquier medio físico o tecnológico a
los consumidores un anexo que detalle las modificaciones, en un plazo
que no exceda de noventa días contado desde la publicación de dichos
reglamentos, o de su modificación, en su caso. 

ARTÍCULO 2º.- Créanse en la Planta de Directivos
del Servicio Nacional del Consumidor, un cargo de jefe de división grado 4°,
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Escala Única de Sueldos, afecto al segundo nivel jerárquico del Título VI de
la ley N° 19.882 y dos cargos de jefes de departamento, grado 5°, Escala
Única de Sueldos, afectos al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29,
de  2004,  del  Ministerio  de  Hacienda.  Uno  de  estos  departamentos  se
denominará "Departamento de Protección al Consumidor Financiero".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo  primero.-  Increméntase  la  dotación
máxima  del  Servicio  Nacional  del  Consumidor,  para  el  año  2011,  en  23
cupos.

Artículo  segundo.-  El  cargo  de  jefe  de  división
creado en el artículo 2°, podrá ser provisto transitoria y provisionalmente, en
tanto se efectúe el proceso de selección pertinente de acuerdo con la ley N°
19.882, asumiendo de inmediato sus funciones.

Artículo  tercero.-  Facúltase  al  Presidente  de  la
República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido a través
del  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Turismo,  suscrito  además por  el
Ministro de Hacienda, fije los requisitos para el desempeño de los cargos de
la planta de personal vigente del Servicio Nacional del Consumidor y de los
cargos que se crean por el artículo 2°, los que no serán exigibles al personal
en servicio para el  desempeño de los cargos y empleos que actualmente
sirven.

Artículo cuarto.- El costo anual que se origine por
la aplicación de esta ley y de los incrementos de cargos en la planta de
personal  y  de  dotación  máxima  que  disponen  los  artículos  2° y  primero
transitorio,  se  financiará  con  cargo  al  Presupuesto  vigente  del  Servicio
Nacional del Consumidor y en lo que no fuere posible, con cargo al ítem 50-
01-03-24-03-104 de la  partida Tesoro Público del  Presupuesto del  Sector
Público.

Artículo quinto.- Los reglamentos indicados en
el inciso segundo del artículo 62 de la ley N° 19.496, agregado por el
numeral 10 del artículo 1° de la presente ley, deberán dictarse dentro
del mes siguiente a la entrada en vigencia de esta ley.

Artículo  sexto.-  Los  bancos  e  instituciones
financieras,  las sociedades de apoyo a su giro,  los  establecimientos
comerciales, las compañías de seguros, las cajas de compensación, las
cooperativas  de  ahorro  y  crédito,  y  toda  persona  natural  o  jurídica
proveedora de productos y servicios financieros deberán, a su costa,
modificar los contratos de adhesión que hayan suscrito con antelación
a  la  entrada  en  vigencia  de  esta  ley,  para  adecuarlos  a  sus
disposiciones en aquellas materias que no afecten la esencia de los
derechos  adquiridos  bajo  el  régimen  legal  anterior,  y  enviar  por
cualquier medio físico o tecnológico a los consumidores, un anexo que
detalle las modificaciones, en el plazo de noventa días contados desde
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la entrada en vigencia de esta ley. Si no lo hicieren, todo lo contenido
en esos contratos  que  sea contrario  a los  preceptos de esta  ley  se
tendrá por no escrito.

Artículo  séptimo.-  Las  normas  de  esta  ley
entrarán  en  vigencia  noventa  días  después  de  su  publicación  en  el
Diario Oficial, salvo el inciso tercero del artículo 55 A, que entrará en
vigencia el 1 de julio de 2012.”.

- - -
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Acordado en sesiones celebradas por la Comisión
de Hacienda los días 13, 27 y 28 de septiembre, y 3 y 11 de octubre de 2011,
con la asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-
Tagle (Presidente) (Andrés Zaldívar Larraín) (Hosain Sabag Castillo), Camilo
Escalona  Medina  (Presidente  accidental)  (Pedro  Muñoz  Aburto),  Carlos
Ignacio  Kuschel  Silva  (Carlos  Larraín  Peña),  Ricardo  Lagos  Weber
(Presidente  accidental)  (Eugenio  Tuma  Zedán)  y  Jovino  Novoa  Vásquez
(Hernán Larraín Fernández); y en sesión celebrada por las Comisiones de
Economía  y  de  Hacienda,  unidas,  el  día  18  de  octubre  de  2011,  con  la
asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei  Ruiz-Tagle
(Presidente),  Camilo Escalona Medina,  Alberto Espina Otero, José García
Ruminot, Ricardo Lagos Weber, Víctor Pérez Varela, Eugenio Tuma Zedán y
Andrés Zaldívar Larraín.

 
Sala de la Comisión, a 19 de octubre de 2011.

ROBERTO BUSTOS LATORRE
Secretario de la Comisión



106

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LAS COMISIONES DE ECONOMÍA Y DE HACIENDA,
UNIDAS, ACERCA DEL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE

CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, SOBRE
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA

DOTAR DE ATRIBUCIONES EN MATERIAS FINANCIERAS, ENTRE
OTRAS, AL SERVICIO NACIONAL DEL CONSUMIDOR.

(BOLETÍN Nº 7.094-03)

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA
COMISIÓN:El  proyecto  tiene  por  objetivo  fundamental  introducir
modificaciones a la ley N° 19.496,  de Protección de los Derechos de los
Consumidores, a fin de dotar al Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC)
de mayores atribuciones en el ámbito financiero. Entre otras disposiciones,
se contempla la regulación de los contratos de adhesión; se crea la figura del
“Sello  SERNAC”,  a  fin  de  identificar  los  contratos  que  cumplen  con  los
estándares exigidos; se consagran como instancias de solución extrajudicial
de controversias entre proveedores y consumidores, el Servicio de Atención
al Cliente, el  Mediador y el  Árbitro Financiero; se fortalece la facultad del
SERNAC para requerir información eficaz, así como se facilita el acceso a la
misma por parte del consumidor, con el propósito de fortalecer  el ejercicio
efectivo de su derecho, en especial tratándose de servicios financieros, y se
confiere el carácter de ministro de fe a ciertos funcionarios del Servicio.

II. ACUERDOS:
Indicaciones
1 Aprobada con modificaciones Mayoría de votos 3x2.
2 Rechazada Mayoría de votos 3x2.
3 Rechazada Mayoría de votos 3x2.
4 Rechazada Mayoría de votos 4x1.
5 Aprobada Mayoría de votos 4x1 abstención.
6 Aprobada con modificaciones Unanimidad 5x0.
7 Inadmisible
8 Rechazada Mayoría de votos 4x1.
9 Aprobada Unanimidad 3x0.
10 Aprobada Unanimidad 3x0.
11 Aprobada con modificaciones Unanimidad 3x0.
12 Rechazada Unanimidad 3x0.
13 Aprobada Unanimidad 3x0.
14 Aprobada con modificaciones Unanimidad 3x0.
15 Aprobada Unanimidad 3x0.
16 Aprobada con modificaciones Unanimidad 3x0.
17 Aprobada con modificaciones Unanimidad 4x0.
18 Rechazada Mayoría de votos 3x1.
19 Inadmisible. 
19 A Aprobada Unanimidad 9x0.
20 Inadmisible.
21 Rechazada Mayoría de votos 3x2.
22 Rechazada Mayoría de votos 3x2 abstenciones.
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23 Retirada.
24 Rechazada Mayoría de votos 3x2.
25 Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
25 A Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
26 Aprobada con modificaciones Mayoría de votos 4x1 abstención.
27 Inadmisible.
28 Inadmisible.
29 Aprobada con modificaciones Mayoría de votos 4x1 abstención.
30 Inadmisible.
31 Rechazada Unanimidad 3x0.
31 A Aprobada Unanimidad 9x0.
32 Inadmisible.
33 Inadmisible.
34 Rechazada Unanimidad 3x0.
35 Inadmisible.
36 Inadmisible.
37 Inadmisible.
38 Rechazada Unanimidad 3x0.
39 Inadmisible.
40 Aprobada con modificaciones Unanimidad 3x0.
41 Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
41 A Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
42 Retirada.
43 Inadmisible.
44 Retirada.
45 Retirada.
46 Retirada.
47 Aprobada Unanimidad 4x0.
48 Inadmisible.
49 Inadmisible.
50 Rechazada Mayoría de votos 3x1. 
50 A Aprobada Unanimidad 9x0.
50 B Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
51 Aprobada con modificaciones Unanimidad 4x0.
51 A Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
52 Rechazada Unanimidad 9x0.
53 Rechazada Unanimidad 9x0.
53 A Aprobada con modificaciones Unanimidad 10x0.
54 Rechazada Unanimidad 9x0.
55 Rechazada Unanimidad 9x0.
56 Rechazada Unanimidad 9x0.
57 Rechazada Unanimidad 9x0.
57 A Aprobada Unanimidad 10x0.
57 B Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
57 C Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
58 Rechazada Unanimidad 9x0.
58 A Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
58 B Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
58 C Aprobada con modificaciones Unanimidad 9x0.
59 Rechazada Mayoría de votos 3x1.
60 Rechazada Unanimidad 9x0.
61 Inadmisible.
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62 Retirada.
63 Inadmisible.
64 Retirada.
65 Aprobada con modificaciones Unanimidad 4x0.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN:
Dos artículos permanentes, el primero compuesto por diez numerales; y siete
transitorios.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: El artículo 17 D.-, incluido en el
número 2 del artículo 1°, otorga una nueva atribución a los jueces de policía
local, por lo que para ser aprobado en este trámite constitucional requiere el
voto  conforme  de  cuatro  séptimas  partes  de  los  Senadores  en  ejercicio,
conforme al artículo 66 de la Constitución Política de la República.

V. URGENCIA: discusión inmediata.

VI. ORIGEN  INICIATIVA:  Cámara  de  Diputados.  Mensaje  de  Su
Excelencia el Presidente de la República.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII. APROBACIÓN  EN  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS: aprobado  en
general 88 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención.

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 1° de marzo de 2011.

X. TRÁMITE  REGLAMENTARIO:  informe  de  las  Comisiones  de
Economía y de Hacienda, unidas.

XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA
MATERIA:

- Ley N° 18.959, que creó el Servicio Nacional del Consumidor.

- Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

-  Ley  N°  19.955,  que  incorporó  a  la  anterior,  la  defensa  de  intereses  
   colectivos y difusos.

- Leyes N° 19.659 y N° 19.761, sobre cobranzas ilegales.

- Código Civil.

- Código de Comercio.

Valparaíso, a 19 de octubre de 2011.

ROBERTO BUSTOS LATORRE
Secretario de la Comisión


